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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de Gobierno; de Educación; de Justicia subrogante, y de Salud, y la señora Jefa de la División de Educación Superior.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Las Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 25ª,especial, secreta, y 26ª, ordinaria, en 16 de agosto; 27ª, especial, y 28ª, ordinaria, en 17 de agosto, todas del año en curso, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, para restablecer la exclusividad universitaria del trabajo social (boletín Nº 2.792-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con los dos siguientes informa que prestó su aprobación a los proyectos de acuerdo aprobatorios de los instrumentos internacionales que señala:



1) “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Reino de Suecia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en Estocolmo el 4 de junio de 2004 (boletín N° 3.905-10) (Véase en los Anexos documento 1), y



2) “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Francesa para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en París el 7 de junio de 2004 (boletín N° 3.906-10) (Véase en los Anexos documento 2).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre medidas para establecer la intercomunicación vial del territorio nacional.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable señor Espina, relativo a las medidas adoptadas para fomentar el turismo en la comuna de Curacautín.



Del señor Director Regional de la Corporación Nacional Forestal de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, respecto de la contaminación por derrames de petróleo en los valles de Manzanares y de Huelehueico, en la comuna de Renaico.



Del señor Alcalde de Lautaro, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, acerca de la inversión considerada ante un eventual aumento de los recursos correspondientes al Fondo Común Municipal. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Santa Cruz de la Sierra constitutivo de la Secretaría General Iberoamericana”, firmado en La Paz, Bolivia, el 15 de noviembre de 2003 (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 3.730-10) (Véase en los Anexos documento 3).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad para el sector pasivo (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 3.963-05) (Véase en los Anexos documento 4).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional (boletín Nº 3.849-04) (Véase en los Anexos documento 5).


--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Fernández, con la que inicia un proyecto de ley relativo al hurto-falta (boletín N° 3.969-07) (Véase en los Anexos documento 6).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 
Permiso constitucional



El Honorable señor Boeninger, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fundamental, solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 8 de septiembre del año en curso.



--Se accede.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDO DE COMITÉS
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en reunión celebrada hoy, acordaron por unanimidad tratar como si fueran de Fácil Despacho los proyectos de acuerdo que figuran con los números 7, 8, 9, 10, 11 y 12 en la tabla de esta sesión.

V. ORDEN DEL DÍA

ACUERDOS SOBRE SERVICIOS AÉREOS CON ITALIA Y AUSTRALIA Y SOBRE TRANSPORTE AÉREO CON URUGUAY, CANADÁ Y SUIZA

El señor ROMERO (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar los proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorios de los Convenios sobre Servicios Aéreos suscritos con Italia y Australia y sobre Transporte Aéreo firmados con Uruguay, Canadá y Suiza, con informes de la Comisión de Relaciones Exteriores.

--Los antecedentes sobre el primer proyecto (3570-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 11ª, en 5 de julio de 2005.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.

--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (3858-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 2 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.

--Los antecedentes sobre el tercer proyecto (3870-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 2 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.

--Los antecedentes sobre el cuarto proyecto (3871-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 2 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.

--Los antecedentes sobre el quinto proyecto (3872-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 2 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de los instrumentos internacionales en referencia es conseguir la mayor apertura posible de los cielos con Italia, Australia, Uruguay, Canadá y Suiza, para consolidar de esta manera el libre ingreso a los mercados, la libertad tarifaria y la mínima intervención de la autoridad.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó tanto en general cuanto en particular los distintos proyectos de acuerdo por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz Barra y Valdés), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Finalmente, cabe señalar que dicho órgano técnico propone al señor Presidente discutir las iniciativas tanto en general como en particular a la vez, de conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, todos estos convenios o acuerdos -y también el relativo a Corea, que veremos a continuación- se refieren a un elemento común: el intercambio con otros países de las libertades que existen en el campo aéreo.



¿Cuál es el tema de fondo?



Estos instrumentos se relacionan con el llamado “avance hacia los cielos abiertos”. Su celebración obedece a una política aerocomercial que ha seguido Chile desde hace varios años con el fin de alcanzar la mayor apertura de cielos con las demás naciones y así lograr los objetivos perseguidos: el libre acceso a los mercados, la libertad tarifaria y la mínima intervención de la autoridad.



Recordemos que -y lo hemos expresado en otras ocasiones- las libertades del aire comprenden diversos grados. Incluso, se han ido desarrollando a lo largo de los años.



La primera es el derecho a volar a través del territorio de la otra parte sin aterrizar; la segunda, el derecho a efectuar escalas en dicho territorio para fines no comerciales; la tercera y la cuarta, el derecho a operar servicios aéreos entre los territorios de ambas partes; la quinta, el derecho a operar desde el territorio de la otra parte hacia un tercer país, ya sea directamente o pasando por el propio territorio, que es el caso de la sexta libertad.



Cuatro de los convenios son prácticamente de cielos abiertos (los firmados con Italia, Uruguay, Suiza y Corea, que se tratará luego) y dos (los suscritos con Canadá y Australia) constituyen un avance, aunque no llegan a la totalidad de las libertades explicadas.



Desde el punto de vista técnico, me gustaría precisar que la Comisión aprobó por unanimidad estos tratados, que sin duda contribuyen a avanzar en la política de cielos abiertos. Sin embargo, se generó allí una interesante discusión acerca de los efectos que podría tener la suscripción de un acuerdo de esta naturaleza con Italia, en particular a partir de cuál sería la reacción de la Comunidad Europea en cuanto a si los beneficios concedidos a un país se entienden o no automáticamente vinculados al resto de las naciones que la conforman. Ello, a raíz de que el Tribunal de Justicia Europeo, en una de sus últimas últimas determinaciones, estableció que todas las compañías europeas tienen en los otros países de la Comunidad los mismos derechos que las empresas nacionales y que, en consecuencia, los convenios que se opongan a esa normativa son denunciables.



O sea, aquí hay una doble inquietud: por un lado, qué grado de proyección podría tener el convenio con el resto de los países de la Unión Europea, y por otro, qué podría pasar si el instrumento pertinente fuese rechazado por el referido Tribunal.



Sin perjuicio de eso, la Junta de Aeronáutica Civil consideró -y así lo explican los respectivos informes en Derecho que tuvimos a la vista- que tales aprensiones no eran justificadas, toda vez que el acuerdo se suscribió en forma previa al funcionamiento en plenitud de dicho Tribunal, por lo que estaría al margen de cualquier modificación posterior, sea en cuanto a adscripción de otros países a sus beneficios, sea en cuanto a la posibilidad de denuncia.



Empero, hay que tener presente que en la Comisión vamos a analizar con especial cuidado lo que podría suceder más adelante con los convenios suscritos bajo la nueva normativa internacional aérea respecto de la extensión a todos los países de los beneficios que se conceden a uno solo.



Me explico, para despertar interés en el punto.



Si se acuerda con Italia, por ejemplo, que existan siete frecuencias a la semana, surge la duda técnica de que, a partir de la Comunidad Europea y del nuevo Tribunal, podría entenderse que ese beneficio se otorga a cada uno de los países que integran ese conglomerado sin que sea necesaria la reciprocidad.



En todo caso, entendemos -y así lo planteó el Gobierno en su momento- que se trata de un problema que podría verificarse a futuro, pero no respecto de este convenio, que se halla amparado por normas especiales anteriores a la situación en comento.



A propósito de cada uno de los acuerdos, fueron oídas diversas líneas aéreas; se invitó a todas las presentes en Chile, y vinieron varias.



Sobre la base de que con estos instrumentos internacionales se está dando un paso positivo en la lógica de avanzar hacia los espacios abiertos, recomendamos la aprobación de los proyectos de acuerdo correspondientes.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, aprobaremos los cinco proyectos de acuerdo, tal como lo solicitó el señor Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Se aprueban en general y en particular.
)----------------(

El señor CHADWICK.- Pido la palabra.

 El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, ¿sería posible que antes de ocuparnos en el resto de los proyectos, que son de más larga discusión, analizáramos el referido a reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial?



Esa iniciativa responde a una inquietud que la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones hicieron llegar al Parlamento a propósito de los problemas de procedimiento que encuentran en la tramitación de las causas.



La idea de legislar fue aprobada unánimemente en la Comisión. Y si tratáramos el proyecto como si fuera de Fácil Despacho y lo despacháramos en general, podríamos trabajar de inmediato sobre él.



En síntesis, se procura perfeccionar procedimientos necesarios para que la administración de justicia funcione bien.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para tratar la iniciativa en comento como si fuera de Fácil Despacho y a continuación del proyecto de acuerdo relativo a Corea?



--Así se acuerda.
ENMIENDA A CONVENIO CON COREA 

SOBRE SERVICIOS AÉREOS

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo por el cual se sustituyen los artículo 10 y 12 del Convenio sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea”, suscrito el 14 de agosto de 1979, en la forma consignada en los apéndices 2 y 3 del memorándum de entendimiento adoptado por ambos Gobiernos el 11 de mayo de 2001, en Los Ángeles, Estados Unidos, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3218-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 21ª, en 3 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal  de este instrumento internacional es actualizar el Convenio sobre Servicios Aéreos con Corea en materias referidas al trato tarifario y al intercambio de estadísticas.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó en general y en particular el proyecto de acuerdo pertinente por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz Barra y Valdés), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Dicho órgano técnico propone al señor Presidente que la iniciativa sea discutida en general y en particular a la vez, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba en general y en particular, y queda terminada su discusión en este trámite.
REFORMAS ORGÁNICAS Y PROCEDIMENTALES 

CONCERNIENTES AL PODER JUDICIAL
El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de la Honorable Cámara de Diputados sobre reformas orgánicas y de procedimiento concernientes al Poder Judicial, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3790-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 18ª, en 19 de julio de 2005.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los objetivos principales de esta iniciativa son:



1) Modificar el Código Orgánico de Tribunales para introducir un sistema de funcionamiento especializado en las Cortes de Apelaciones que funcionen en dos o más salas y establecer la distribución de las materias y la asignación de los Ministros que las integrarán.



Asimismo, se contempla la remisión al Presidente de la República, por parte del Presidente de la Corte Suprema, de un informe anual sobre las dudas y dificultades que se hayan presentado en la inteligencia y aplicación de las leyes.



2) Modificar el decreto ley Nº 2.695, sobre regulación de la pequeña propiedad raíz, a fin de ampliar los plazos de la prescripción adquisitiva y extintiva, y el de la prohibición de gravar y enajenar los correspondientes bienes.



3) Modificar el artículo 8º de la ley N° 18.101, que regula el arrendamiento de predios urbanos, en lo referente a la notificación de la demanda.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó sólo en general el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Espina, Chadwick y Fernández), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados. Asimismo, deja testimonio de que efectuará un análisis pormenorizado de él durante la discusión particular.



El texto de la iniciativa que se propone aprobar en general se transcribe en el informe.



Finalmente, cabe señalar que los números 1 y 4 del artículo primero permanente y el artículo transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 27 votos favorables.

El señor ROMERO (Presidente).- Conforme a lo acordado, este proyecto se discutirá como si fuera de Fácil Despacho.



Por tanto, en discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, daré una muy breve explicación.



Esta iniciativa forma parte del conjunto de proyectos relativos al Poder Judicial que fueron elaborados a partir del funcionamiento de la denominada “Mesa de Trabajo”, durante el año 2004, que integraron, entre otros, Ministros de la Excelentísima Corte Suprema y representantes del Poder Ejecutivo, encabezados por el Ministro de Justicia.



En concreto, las modificaciones que se proponen son las siguientes.



Primero, se modifica el Código Orgánico de Tribunales con el objeto de introducir un sistema de salas especializadas en las Cortes de Apelaciones que desarrollan sus labores divididas en dos o más salas. Esto tiene por objeto mejorar el ejercicio de la función jurisdiccional en cuanto, no sólo a su eficiencia, sino también al número de causas resueltas.



Las enmiendas propuestas regulan también la forma de distribución de las materias y la asignación de los Ministros que integrarán dichas salas.



En segundo término, se establece la remisión al Presidente de la República, por parte del Presidente de la Corte Suprema, de un informe anual y consolidado sobre las dudas y dificultades que se hayan presentado durante ese lapso en la inteligencia y aplicación de las leyes, así como acerca de los vacíos percibidos; esto, de conformidad con el artículo 5º del Código Civil. Dicho informe, obviamente, va a facilitar la elaboración de nuevas normas que permitan una mejoría en la administración de justicia.



En tercer lugar, se contempla una modificación a las normas que rigen el procedimiento en las causas de arrendamiento de bienes raíces urbanos, establecido en la ley N° 18.101, en lo relacionado con la notificación de la demanda. La enmienda busca precaver las irregularidades que se puedan producir en estas causas a consecuencia de la forma en que se practican las notificaciones al arrendador.



Finalmente, hay una modificación al decreto ley Nº 2.695, referente a la regularización de la pequeña propiedad raíz, con el fin de ampliar los plazos de la prescripción adquisitiva y extintiva y de la prohibición de gravar y enajenar los bienes de que trata esa ley. La enmienda tiene por objeto hacerse cargo de las graves consecuencias que sufren las personas que tienen la propiedad inscrita de sus derechos y se ven expuestas a perderla prontamente, sin la posibilidad de interponer las correspondientes acciones de dominio.


La Comisión, como dijo el Senador señor Chadwick, consideró plenamente justificadas las modificaciones, las acogió y aprobó en general el proyecto, sin perjuicio del estudio pormenorizado que se realizará, durante la discusión particular, de conformidad con las indicaciones que se formulen.



Eso es, señor Presidente, lo que quisiera informar, junto con solicitar que la iniciativa sea acogida.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Si no hay objeciones, se aprobará el proyecto.



--Se aprueba en general por unanimidad, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emiten pronunciamiento 29 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde fijar plazo para indicaciones.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido que ese término sea bastante breve. En verdad, se trata de un proyecto muy consensuado. Quizás es suficiente una semana.



Además, gran parte de las materias corresponde a la iniciativa del Ejecutivo, de manera que…

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Le parece bien a la Sala el martes 6 de septiembre, a las 12?

El señor ESPINA.-¿Podría ser el lunes 5, señor Presidente, para que la Comisión comience al día siguiente el estudio respectivo?

El señor ROMERO (Presidente).- Si no existen inconvenientes, se fijará el lunes 5, a las 12.



--Así se acuerda.

BONO COMPLEMENTARIO A AGUINALDOS

DE FIESTAS PATRIAS Y DE NAVIDAD

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que otorga un bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad para el sector pasivo, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3963-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 30ª, en 31 de agosto de 2005.



Informe de Comisión:



Hacienda (verbal), sesión 31ª , en 31 de agosto de 2005

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es conceder, por una sola vez, un bono complementario de los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005 a los pensionados que perciban una pensión que no exceda de dos pensiones mínimas de vejez de las contempladas en el artículo 26 de la ley Nº 15.386.



El bono complementario del aguinaldo de Fiestas Patrias será de 5 mil 121 pesos y de 10 mil 121 pesos, según el monto de la pensión o indemnización percibida por los beneficiarios, y el bono complementario del aguinaldo de Navidad ascenderá a 3 mil 670 pesos y 8 mil 670 pesos, respectivamente.



La Comisión aprobó tanto en general como en particular el texto por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Boeninger, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la relación.



En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, como ha sido informado, la iniciativa legal tiene por objeto otorgar un bono complementario de los aguinaldos –esto es importante tenerlo presente- de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005 a los pensionados que perciben una pensión que no excede de dos pensiones mínimas de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386. Se trata, en consecuencia, de poco más de un millón de personas, de entre las más pobres del país.



Se establece un bono complementario del aguinaldo de Fiestas Patrias que será de 10 mil 121 pesos para los beneficiarios ya señalados que se encuentren percibiendo una pensión mínima o indemnización de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, y de 5 mil 121 pesos para los beneficiarios ya señalados que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en la situación precedente.



Además, el bono por otorgar como complemento al aguinaldo de Fiestas Patrias se incrementa en mil 311 pesos por cada persona que al 31 de agosto de 2005 el beneficiario tenga acreditada como causante de asignación familiar o maternal.



Respecto del bono complementario del aguinaldo de Navidad, será de 8 mil 670 pesos para los pensionados que se hallen en el primer caso y de 3 mil 670 pesos para los pensionados y beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129.



Un punto importante por agregar, señor Presidente, es que los bonos se hacen extensivos a los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad para los beneficiarios de las pensiones de reparación otorgadas a las víctimas afectadas directamente por violaciones a los derechos humanos y, también –éste es un punto importante-, para los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, es decir, para los que se encuentren en el sistema de administradoras de fondos de pensiones y perciban pensiones mínimas con garantía estatal. En tal situación, esos pensionados reciben directamente el aguinaldo de 20 mil pesos. En los casos anteriores, los bonos a los cuales hice referencia se suman a los aguinaldos ya establecidos.



El costo total del proyecto asciende a 23 mil 794 millones de pesos, de los cuales 12 mil 938 millones corresponden al aguinaldo de Fiestas Patrias y 10 mil 856 millones al de Navidad.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quisiera consignar que, obviamente, por las razones aquí planteadas, la normativa cuenta con el respaldo de todos los que intervenimos y nos corresponde pronunciarnos.



Sin embargo, precisamente por los fundamentos del mensaje, relativos a un crecimiento económico que ha estado por encima de las proyecciones y a una mayor eficiencia en el uso de los recursos, lo que permite todavía contar con mayores disponibilidades fiscales, sumado al hecho de que se ha construido un país mejor y de que la solidaridad requiere perseverancia y continuidad, en fin, la pregunta es si acaso, más que mejorar los aguinaldos, no deberíamos mejorar el monto de las pensiones asistenciales o estudiar la extensión de su número.



Creo que todos, en nuestras respectivas circunscripciones, conocemos casos dramáticos de gente sin ningún sistema de pensión, de más de 60 años, tratándose de mujeres, y de más de 65, si son hombres, que no pueden acceder a ninguna jubilación, carecen de ingresos y hace mucho rato forman fila para poder alcanzar una pensión asistencial.



A mi juicio, el asunto es realmente preocupante. Deberíamos resolverlo. Es decir, pienso que un país solidario no debería dejar a alguien sin dicho beneficio, para ser más categórico. No debería haber ningún adulto mayor que no se encuentre en condiciones de trabajar y que viva en situación de pobreza que no pudiera acceder al menos a la pensión asistencial, hoy ascendente a 38 mil pesos. Ojalá pudiera ser una cifra mayor, que alcanzase, en un momento dado, a la mitad de la pensión mínima o del ingreso mínimo, en fin.



En verdad, me angustia la situación con que uno se encuentra –ello sucede en la circunscripción que represento- en las provincias de Linares y Cauquenes, que habitualmente recorro. He estudiado el asunto y cada uno de los municipios en esa zona registra decenas de personas –en algunos centenares- que piden pensiones asistenciales y ya han sido evaluadas por las visitadoras. Ello se resuelve, como se sabe, a nivel del Gobierno Regional, pero pasa primero por el cedazo de esas funcionarias y una vez que el caso cumple con los requisitos se envía a la Intendencia. Y ese organismo efectúa las asignaciones según las cantidades disponibles, que son muy escasas.



Por cierto, la iniciativa merece todo nuestro respaldo, pero me parece conveniente entrar a la cuestión de fondo. Chile no puede darles la espalda a quienes están viviendo hoy en condiciones miserables, que son muchos y que no pueden acceder a ningún sistema de pensión. Éste es el asunto de fondo que me gustaría plantear a propósito del presente debate.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que nos hallamos totalmente de acuerdo en el tema de fondo. Todos quisiéramos otorgar un aguinaldo mayor a cada uno de los beneficiados, pero lamentablemente no tenemos facultades para ello.



Respecto de lo señalado por el Senador señor Larraín, no puedo estar más en concordancia con él. Aunque, ¿a quién hablamos aquí? A los propios Senadores. Entonces, esa intención debería traducirse en un acuerdo o en el envío al Ejecutivo -no está presente el Ministro de Hacienda- de una petición en ese sentido. ¡Ojalá!



Esa realidad la vemos todos, en especial en las comunas más pequeñas, donde vive gente muy pobre que no recibe ningún tipo de ingreso.



Pienso que deberíamos aumentar la pensión asistencial, que es de 39 ó 40 mil pesos en 50 por ciento, y tal vez ampliar su cobertura a muchas otras personas en esa misma condición y a las que hoy no se les entrega el beneficio.



Coincidimos en eso. Espero que podamos hacer llegar esta situación a conocimiento del Ejecutivo, en particular al Ministerio de Hacienda.



El Presidente de la Comisión de Hacienda me está pidiendo una interrupción.



Con la venia de la Mesa, la concedo.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Seré muy breve, señor Presidente.



Deseo informar a la Sala que todos los beneficiarios de pensiones asistenciales -cerca de 400 mil- van a recibir también el bono y los aguinaldos, lo cual creo importante tener presente.



A la vez, reitero algo que dije muy al pasar: los titulares de pensiones mínimas garantizadas por el Estado del sistema previsional privado, que estaban excluidos, ahora se incluyen, lo cual representa un avance en relación con sectores extremadamente vulnerables.



No obstante, no cabe la menor duda de que deberíamos extender estos beneficios. Sería de estricta justicia que absorbiéramos todas las listas de espera en materia de pensiones asistenciales, en los términos aquí planteados.



Gracias, Señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- El Honorable señor Larraín había pedido otra interrupción.

El señor SABAG.- Con la venia de la Mesa, no tengo inconveniente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en verdad, creo que compartimos la inquietud.



Siento que hay avance. Vale la pena subrayar las últimas palabras del Senador señor Ominami respecto de incorporar por primera vez a este beneficio a los afiliados al sistema privado de pensiones.



Me parece atendible, a propósito del comentario del Honorable señor Sabag, que podamos enviar un oficio al Ejecutivo -ojalá por la unanimidad del Senado-, que plantee, primero, la necesidad de aumentar el monto de esos beneficios en forma permanente, para no tener que hacer estos esfuerzos en forma ocasional, y segundo, extenderlos como un derecho a las personas cuyas condiciones socioeconómicas no les permiten vivir como corresponde. Un adulto mayor pobre tiene derecho a recibir la ayuda solidaria del Estado, y a lo menos debería contarse con una pensión asistencial por grupo familiar.



Un planteamiento de esta naturaleza, concretado en un acuerdo del Senado, sería una respuesta adecuada a lo que podemos hacer desde el punto de vista de nuestras atribuciones.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Desea continuar, Su Señoría?

El señor SABAG.- No, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, sin duda, todos vamos a concurrir a la aprobación del proyecto.



Se trata, además, de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República en la que nuestros márgenes de acción están fuertemente limitados.



El tema introducido por el Honorable señor Larraín resulta de la mayor importancia. Su Señoría ya algo había anticipado en el Congreso Pleno donde se aprobaron las reformas constitucionales, cuando nos invitó a celebrar un gran pacto social para avanzar con paso más decidido hacia la superación de la indigencia y de la pobreza.



No cabe duda, señor Presidente, de que nuestro actual sistema de pensiones constituye un factor generador de indigencia y de pobreza.



El propio Presidente de la República en más de una oportunidad ha planteado, y de eso hace ya dos años, que el umbral de la pobreza se encuentra en un ingreso del orden de los 100 mil pesos mensuales. Sin embargo, las pensiones mínimas están por debajo de esa cantidad y, desde luego, distantes del ingreso mínimo. ¡Para qué decir las pensiones asistenciales!



Recojo el llamado del Senador señor Larraín, pero naturalmente estimo que el acuerdo debe ser completo. El esfuerzo país, el esfuerzo de solidaridad a que se nos invita, tiene un alto costo. En consecuencia, no es compatible con la actual estructura de ingresos del país.



Coincido con el Honorable señor Larraín. Y manifiesto nuestra disponibilidad para celebrar ahora un acuerdo social que apunte en esa dirección, pero que sea completo. Demos al Estado la fuerza y los recursos necesarios para atender debidamente tal necesidad, que es urgente e interpela a nuestras conciencias. 



Entretanto, anuncio que votaremos a favor del proyecto en debate.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, me permito recordar al Honorable Senado que quien habla fue designado por la Corporación, siendo Presidente el Senador señor Larraín, como su representante ante el Consejo Nacional del Adulto Mayor.



Quiero informar que hace pocos días, después de un extenso estudio sobre la materia, dicho organismo resolvió celebrar un consejo o seminario nacional entre el 22 y el 23 de septiembre, donde uno de los temas específicos a tratar -y tal vez el más importante- será el del daño al adulto mayor.



Se ha determinado, lamentablemente como consecuencia de la aplicación de ciertos programas, que ese daño existe y que es de tipo físico. Y se acaba de aprobar en dicho Consejo que también se incluya dentro de ese contexto el daño psíquico que entraña la miseria derivada del bajo monto de las pensiones. Por lo tanto, el Consejo Nacional -donde participa el Servicio Nacional del Adulto Mayor, órgano del Ejecutivo- ha incorporado en forma específica, entre los temas que abordará el congreso que se realizará en pocos días más, el daño que representa el nivel paupérrimo de las pensiones de que disfrutan o de que no disfrutan los adultos mayores en la actualidad. 



Si se aprueba el acuerdo -al cual nosotros naturalmente concurriremos- de remitir al Ejecutivo nuestro parecer en esta materia, me tomaría la libertad de pedir que también se envíe al Servicio Nacional del Adulto Mayor, considerando que la materia que se incluirá en la tabla del referido seminario es precisamente la que, por iniciativa del Honorable señor Larraín, se debate esta tarde y que los Senadores radicales apoyamos en plenitud.



Muchas gracias. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviarán los oficios solicitados.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me doy cuenta, por lo que se ha manifestado, de que existe ánimo de oficiar al Ejecutivo.



Sin embargo, respecto de lo señalado por el Senador señor Parra, como no sabemos ni la dimensión de lo que se solicita, ni si es posible que el Fisco asuma tal compromiso con su presupuesto, a mi juicio, lo que correspondería sería plantear la necesidad de aumentar las pensiones asistenciales; que este beneficio sea un derecho extensivo a todos los adultos mayores en condiciones de pobreza y que no tengan otro ingreso, y que el Fisco estudie si puede atender esa demanda con los recursos previsibles del erario para los próximos años o si requeriría financiamiento extraordinario. En definitiva, se pediría que el Gobierno nos informara sobre el particular, porque si lo necesita deberíamos examinar el asunto, pero si no lo necesita, eventualmente dicha demanda podría satisfacerse con dineros provenientes del crecimiento económico y de los mayores precios del cobre y de otros productos. 



Propongo que el oficio se plantee en esos términos.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Está de acuerdo la Sala?

El señor MORENO.- Sí. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, al respecto quiero hacer un agregado.



Gran número de personas no han alcanzado la densidad previsional exigida. Y resulta que la diferencia de los dineros de las que han trabajado 18 años y no han cumplido los 20 queda para el Fisco y ellas no perciben nada. 



Mi sugerencia es para incorporar esta materia en la evaluación, pues lo lógico es que el Estado pague proporcionalmente a lo que esas personas impusieron durante su vida laboral.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, en nombre del Senado y con el agregado del Honorable señor Horvath, se hará la presentación en los términos solicitados por el Senador señor Silva. 



--Así se acuerda.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, continuando con lo expresado por el Senador señor Horvath, debo hacer presente que yo también he expuesto en varias oportunidades la situación de un número apreciable de chilenos y chilenas que pertenecen al quintil más modesto del país.



 Para jubilar, un hombre necesita 1.040 semanas de cotizaciones; una mujer, 520. ¿Qué acontece en la realidad? Si aquél tiene 700 semanas y ésta 380, no pueden impetrar ese beneficio. ¿Y qué ocurre con los dineros correspondientes a estos períodos de imposiciones? En la práctica, no tienen ninguna utilidad para quienes los aportaron. Se pierden absolutamente. Suponiendo que se devolvieran, ello tendría que hacerse de acuerdo con los valores vigentes al momento de enterarse las imposiciones. Vale decir, si se hubieran efectuado 30 ó 40 años atrás estaríamos hablando de pesos, de manera que se diluirían como un vaso de agua en el desierto.



Por lo tanto, habría que buscar una fórmula para que los imponentes –hombres y mujeres- que no alcancen a completar el tiempo que se requiere para jubilar, tengan derecho a una pensión proporcional a las semanas efectivamente cotizadas. 



La idea es que no pierdan lo que durante tantos años de esfuerzo lograron reunir. Se trata de personas que han trabajado toda su vida y que si no han podido enterar las imposiciones exigidas se debe, quizás, a que desempeñan labores temporales, o bien, a que sus empleadores no pagaron las cotizaciones, en cuyo caso, por el tiempo transcurrido, la falta o delito estarían prescritos. 



Permítanme que agregue otro planteamiento respecto de este sector, que es uno de los más débiles de la sociedad chilena. 



Muchas veces he manifestado que se gastan cantidades significativas en la compra de terrenos para los campesinos mapuches, pero que, junto con ello, no se les entregan recursos para que puedan explotarlos, por lo que muy pronto se hallan en condiciones bastante complicadas. 



Pienso que, para descomprimir la presión social de los pueblos indígenas, especialmente de los mapuches de la Región de La Araucanía, que represento, toda mujer y todo hombre que cumpla 60 y 65 años, respectivamente, debería tener derecho, de manera automática, a una pensión asistencial que le asegure algún tipo de sustento. 



Si uno mira las listas de beneficiarios de tales pensiones, comprueba que las personas del sector a que me refiero constituyen un grupo muy minoritario. Ello se debe a que, por el solo hecho de poseer media, un cuarto o una hectárea de terreno -depreciado por su explotación-, quedan fuera de las encuestas sociales necesarias para obtener una pensión asistencial, lo cual, evidentemente, genera cordones de profunda miseria, paupérrimos, en las zonas rurales aludidas.



Al respecto, creo que vale la pena tomar en cuenta la idea expuesta por el Honorable señor Larraín, porque los pensionados -este grupo de chilenos al cual le vamos a dar una alegría en las Fiestas Patrias y otra en las festividades de Navidad y Año Nuevo- deben pagar mensualmente la luz, el agua y sus demás costos de vida. ¿Por qué -digo yo- darles dos alegrías, una en septiembre y otra en diciembre? ¿Por qué no distribuir en todo el año la misma cantidad de miles de millones de pesos que cuesta financiar el proyecto, para que una pensión de 38 mil pesos aumente a 45, 47 ó 48 mil pesos, o a lo que sea, a fin de ayudar a esas personas a paliar necesidades del día a día?



De todas maneras, señor Presidente, por supuesto que yo, al igual que el otro Senador del Partido Por la Democracia, aprobaré esta iniciativa de ley, pues -repito- al menos representa un alivio para los meses de septiembre y diciembre. Pero me gustaría mucho que se aportaran recursos para mejorar las pensiones mínimas y asistenciales. 



Esta mañana oímos la cuenta del señor Presidente del Banco Central. Y la verdad de las cosas es que cuando  escuchamos a los técnicos en la materia, los que no dominamos con igual propiedad tales temas quedamos absortos, porque de repente uno se da cuenta de que en esos mosaicos, en esas cuentas tan coloridas que se entregan, el sector en cuestión, tan importante dentro de la sociedad chilena, no aparece.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, junto con respaldar el proyecto, que complementa los aguinaldos establecidos por ley, deseo hacer notar que en las intervenciones de los señores Senadores se han abordado diversas materias. 



Se ha tratado el tema de las pensiones mínimas, en cuanto son inferiores al ingreso estimado como parámetro para considerar que una familia se halla en condiciones de pobreza. 



Se ha hablado de las pensiones asistenciales. El Honorable señor Larraín fue muy claro en señalar la necesidad de aumentar su número. Según una información reciente, actualizada al mes de julio, en el país hay 5 mil personas, con puntajes iguales o inferiores a los 550 puntos de la ficha CAS, en lista de espera de una pensión asistencial. Es decir, se trata de gente que cumple todos los requisitos para acceder a ese beneficio, pero no se les asigna por falta de cupos. 



En ese sentido, apoyo plenamente la sugerencia de enviar un oficio a Su Excelencia el Presidente de la República solicitándole que, tal como lo hizo el año pasado, cree cupos adicionales para que de una vez por todas terminen las listas de espera y la pensión asistencial sea un derecho que la persona adquiere por hallarse en condición de pobreza, haber alcanzado determinada edad, encontrarse inválida o ser deficiente mental, como lo establece el decreto ley pertinente.



Otros señores Senadores se han referido al llamado "daño previsional". El Gobierno ha anunciado que está a punto de llegar a un acuerdo con los gremios y que en los próximos días enviará al Congreso el respectivo proyecto de ley. 



A mi juicio, señor Presidente, las buenas intenciones son muy loables. Todos quisiéramos que se resolvieran una serie de problemas previsionales que existen, pero, francamente, si hubiera que fijar una prioridad me inclinaría por las pensiones asistenciales de vejez, invalidez y deficiencia mental, porque están focalizadas hacia los sectores más pobres de nuestra sociedad y no revisten gran costo. El año pasado ya se crearon cupos adicionales, y si ahora se procediera en la misma forma se terminarían las listas de espera.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará en general y en particular la iniciativa.



--Se aprueba por unanimidad y queda despachada.

)----------------(

El señor ROMERO (Presidente).- Antes de pasar al número 2 de la tabla, quiero saludar al Rector de la Universidad de Chile, señor Luis Riveros, y a los altos directivos y estudiantes que lo acompañan.



Solicito la anuencia de la Sala para que ingrese la señora Pilar Armanet, Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio del ramo.



--Se accede.
AUTORIZACIÓN PARA MODIFICACIÓN DE 

ESTATUTOS DE UNIVERSIDAD DE CHILE

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que autoriza la modificación de los estatutos de la Universidad de Chile, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3850-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 30ª, en 31 de agosto de 2005.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los objetivos principales de la iniciativa son: modernizar la estructura de la Universidad de Chile para favorecer una mayor participación de la comunidad universitaria; flexibilizar y actualizar su administración, y avanzar en el proceso de reforma del sistema de educación superior en los aspectos relativos a su organización institucional, dentro del marco de la autonomía universitaria.



Cabe hacer presente que el Senado, en sesión del día de ayer, autorizó a la Comisión para discutir tanto en general cuanto en particular el proyecto.



Así, aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.



En cuanto a la discusión particular, acogió el articulado, con la misma unanimidad recién indicada, tal como fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general.



Están inscritos para intervenir los Senadores señores Parra, Silva, Viera-Gallo, Fernández, Larraín, Muñoz Barra, Boeninger y Ruiz-Esquide.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Educación, Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, en primer término, en nombre de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, agradezco a la Mesa el haber enmendado la tabla de esta sesión, posibilitando así la discusión del proyecto.



En segundo lugar, quiero expresar nuestro reconocimiento a la Secretaría por el trabajo realizado. La iniciativa ingresó ayer al Senado; la Comisión la estudió y se procedió en forma muy rápida a recopilar ciertos antecedentes que algunos de sus miembros pidieron que estuvieran a la vista de los señores Senadores cuando la materia se discutiera en la Sala.



Como se ha señalado, la iniciativa tiene por finalidad  modificar  los estatutos de la Universidad de Chile -la principal casa de estudios superiores del país- contenidos en el decreto con fuerza de ley Nº 153, de 1981, del Ministerio de Educación. 



Desde 1990 en adelante, y dado el retorno del país al sistema democrático, los distintos estamentos universitarios venían expresando, cada vez con mayor fuerza, la voluntad de adecuar la normativa existente a la nueva realidad de su quehacer.



Así, en julio de 2002 la Universidad de Chile entregó al Gobierno una propuesta de nuevo estatuto, a fin de que la enviara al Parlamento a través de una iniciativa presidencial. Esa proposición fue producto de un largo proceso de análisis y reflexión dentro de la Universidad, iniciado en 1997, en el cual participaron académicos, funcionarios y estudiantes.



En ese contexto, el proyecto que nos ocupa y que fue aprobado por la Cámara de Diputados -por tanto, llega aquí para su aprobación final, salvo que se le formularen  indicaciones, lo que no ocurrió en la Comisión por lo que puede convertirse rápidamente en ley-, contiene una delegación de facultades al Presidente de la República, autorizándolo para dictar, a través de un decreto con fuerza de ley, en un plazo de seis meses contado desde la publicación de la ley, los nuevos estatutos de la Universidad de Chile. 



En el debate en la Comisión surgieron diversas preguntas, muy legítimas. Una de ellas se refería al alcance de esa delegación de facultades. Ello, debido a que el Senado, en el fondo, autoriza al Ejecutivo para que, mediante un decreto, rija la vida de la Universidad probablemente por largos años.



Con el objeto de clarificar ese procedimiento, se nos entregó copia del proyecto de nuevo estatuto -cada señor Senador lo tiene en su poder, junto con el informe de la Comisión-, al cual se incorporaron todas las observaciones que se habían hecho.



Por lo tanto, mediante la delegación de facultades que esta tarde votará el Senado, se ratificará posteriormente lo que está a la vista de Sus Señorías. 



Entonces, nadie puede argumentar que esa delegación es una especie de cheque en blanco que se entrega al Ejecutivo, o que se trata de una facultad que después éste pudiera interpretar más allá de la voluntad del legislador.



Solicito que quede constancia en la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que el proyecto de nuevo Estatuto de la Universidad de Chile anexo al informe de la Comisión, forma parte integrante de éste para a los efectos de cualquier eventual interpretación, si es que alguien quisiera levantar algún requerimiento, ya sea ante la Contraloría General de la República o ante el Tribunal Constitucional.



Dicho lo anterior, es preciso explicar que entre las principales modificaciones que se introducen a los estatutos de la Universidad de Chile -que también generaron algunas preguntas en la Cámara de Diputados y en el seno de nuestra  Comisión-, figura la que crea en la nueva organización institucional un órgano superior denominado “Senado Universitario”, integrado por 36 miembros (27 académicos, 7 estudiantes y 2 funcionarios) y que se encargará de ejercer una función consultiva y normativa.



En la Comisión se analizó el significado de los vocablos “normativo” y “consultivo”. El de este último es más evidente, así que no suscitó debate. Y Sus Señorías pueden ver en la propuesta de estatuto las circunstancias en que el Senado Universitario habrá de ser consultado y dar su opinión. Además, en la eventualidad de existir discrepancia o producirse alguna situación que vulnere lo resuelto por el Consejo Superior de la Universidad -integrado por el Rector, los decanos y jefes directivos-, prevalecerá el criterio del Rector.



Ahora, es bueno despejar las dudas que alguien pudiera tener en cuanto a la participación estudiantil en los últimos años. Este procedimiento, que ha estado en una suerte de marcha blanca en la Universidad de Chile, ha sido altamente positivo y no ha presentado ningún inconveniente. 



En consecuencia, no cabe levantar fantasmas -que en el pasado alguien pudiera haber visto rondar- respecto de alguna eventual participación estudiantil en el gobierno de nuestra principal universidad.



La creación del Senado Universitario cumple con lo establecido en el artículo 45 del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, donde se dispone que en los órganos directivos de la universidad no deben participar los estudiantes, pues, como ya se indicó, el Senado Universitario es un ente netamente normativo y estratégico.



Hay que tener claro que existen dos instancias distintas: el Consejo Universitario, cuya función es gobernar la Universidad, y el Senado Universitario, que tiene carácter consultivo y normativo.



La Comisión concordó en que la vía idónea para dictar los nuevos estatutos era la delegación de facultades al Presidente de la República. Éste ha sido el mecanismo utilizado siempre por las universidades estatales para dicho efecto y constituye la mejor forma para respetar la autonomía universitaria.



La proposición de nuevo estatuto que Sus Señorías tienen en su poder es producto del trabajo de la comunidad universitaria, y no sólo de dos o tres personas que lo hicieran por iniciativa propia. 



Reconocemos y validamos el papel que desempeñó la propia Universidad en la elaboración de su propuesta de estatuto.



La iniciativa en debate se enmarca plenamente en lo dispuesto en el artículo 61 de la Constitución Política de la República en materia de delegación de facultades.



Uno de los miembros de la Comisión, con el apoyo del resto de ellos, estimó prudente contar con el informe de un constitucionalista, con el objeto de despejar eventuales interpretaciones, dado que en la Cámara de Diputados se hizo reserva de constitucionalidad respecto de la procedencia de otorgar o no la delegación de facultades.



Hoy al mediodía, el abogado don Francisco Cumplido Cereceda, ex Ministro de Justicia y respetado constitucionalista, nos envió el informe mencionado -Sus Señorías lo tienen en sus escritorios-, donde despeja cualquier objeción que pudiera haber existido en esta materia.



En virtud de lo anterior, señor Presidente, junto con manifestar que la Comisión de Educación acordó por unanimidad la delegación de facultades al Presidente de la República, pido a la Sala aprobar la propuesta de nuevo estatuto de la Universidad de Chile -elaborada por esa entidad y estudiada por la Comisión-, que la convierte en la primera casa de estudios superiores del país que se somete a este procedimiento.

El señor ROMERO (Presidente).- Se dejarán las constancias señaladas por Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, con gran alegría concurriremos a la aprobación del proyecto, pues hace posible que por fin la Universidad de Chile cuente con estatutos que expresen la voluntad y el compromiso de la comunidad universitaria y  faciliten su desarrollo futuro.



No cabe duda de que el Estado tiene una deuda con sus universidades. Y parte de ella es, justamente, la tardanza en el proceso de sustitución de los estatutos que les otorgaron en 1981 en el marco de todo el proceso de reestructuración de la enseñanza superior estatal que entonces tuvo lugar.



El camino elegido no es nuevo, como lo acaba de señalar el Presidente de la Comisión de Educación. Es históricamente el que se ha empleado. Hoy el país cuenta con 16 universidades estatales, y sería imposible que el Parlamento pudiera discutir artículo por artículo cada uno de los estatutos de esas corporaciones de Derecho Público. De ahí que siempre se ha utilizado la delegación de facultades al Presidente de la República, para que sea él quien mediante decretos con fuerza de ley proceda a aprobarlos.



El sistema señalado se empleó, además, en fecha reciente, cuando los institutos profesionales estatales existentes a comienzos de la década de los 90 fueron transformados en universidades por ley. Me refiero a la Universidad de Los Lagos y a la Universidad Tecnológica Metropolitana.



Los cuerpos legales respectivos delegaron facultades en el Primer Mandatario para que procediera a aprobar los estatutos de ellas a través de ese tipo de decreto.



Y en esa oportunidad, ya en plena vigencia de nuestro sistema democrático, no se alzó ni una sola voz para efectuar reservas de constitucionalidad ni para discutir el camino que entonces se estaba siguiendo.



Las universidades estatales, señor Presidente, y la de Chile en primer lugar, gozan de autonomía conforme a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Y debemos procurar de manera permanente que esa autonomía sea real y completa en todo cuanto sea compatible con su naturaleza jurídica.



Es cierto que ellas nacen de la voluntad del Estado; es cierto que se crean por ley; es cierto que la legislación que lo hace define el sentido y  la misión que cada una tiene. Pero, a partir de la norma legal, evidentemente, en todo lo que dice relación a su organización, a su gobierno, a su gestión y, sobre todo, a su desempeño académico, las universidades estatales deben gozar de un amplio margen de libertad.



Los centros de estudios superiores en general, y la Universidad de Chile en particular –alma máter de nuestro sistema de educación profesional-, se han desarrollado a partir de la participación. Y ésta, a su turno, nace del compromiso que académicos, estudiantes y funcionarios tienen con la institución y con la sociedad chilena.



Por la misma razón, es lógico que definiciones como las contenidas en el Estatuto nazcan de procesos realmente participativos.



Yo quiero expresar esta tarde mis felicitaciones a la comunidad de la Universidad de Chile, y muy en especial a su Rector, don  Luis Riveros, quien ha conducido, sin traumas, un proceso absolutamente integrativo, con real participación de todos los sectores, lo que, sin lugar a dudas, fortalece a la Casa de Bello y la deja en mucho mayor pie para abordar su desarrollo futuro.



Hay quienes frente a los nuevos Estatutos -hijos de la participación y del compromiso- se alarman porque aparece una institución nueva, el Senado Académico, como órgano de representación de los distintos estamentos universitarios.



Invito a los señores Senadores a leer las disposiciones pertinentes, para que constaten que no hay riesgo alguno de que la Universidad vaya a verse precipitada en el día de mañana a una situación de anarquía o de desgobierno. Todo lo contrario, en la historia universitaria -lo señalo una vez más-, la participación de los propios universitarios ha constituido el elemento fundamental para cimentar un adecuado nivel de desarrollo.



Quiero concluir estas palabras con una petición al señor Ministro de Educación y al propio Senado.



Está muy bien que esta tarde aprobemos la delegación de facultades al Presidente de la República para dictar los nuevos Estatutos de la Universidad de Chile.



Pero hay otras 15 universidades públicas que están esperando desde el año 1981. Muchas de ellas han seguido procesos similares y han convenido ya estatutos para encarar su desarrollo. Todas merecen de igual modo que esas normativas sean prontamente sancionadas.



No creo pertinente que vayamos universidad por universidad delegando facultades. Tal vez un segundo proyecto, que abarque al resto de las universidades estatales y otorgue facultades al Presidente por un plazo como el que aquí se plantea, de seis meses, sería adecuado y saludable.



Por mi parte, creo que el único control que el Parlamento debe ejercer es el vinculado a la misión universitaria y a que las universidades se mantengan fieles al sentido que en la ley que las cree se les fija. Y estimo que todos podemos decir, con orgullo, que la Universidad de Chile ha permanecido siempre fiel a su misión institucional y que gracias a ello hoy sirve al país con la fuerza y el brillo con que lo ha hecho a través de sus 163 años de historia.



--(Aplausos en las tribunas).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, señores Senadores, para mí es muy grato concurrir a votar favorablemente el proyecto sometido a nuestra consideración.



Quiero dejar testimonio de que no me inhibe para hacerlo mi vieja condición de profesor universitario desde hace ya más de 60 años, que en la actualidad se materializa en la condición de Profesor Titular Emérito y Ad Honorem.



Por lo tanto, me complace consignar que la normativa  que se viene materializando esta tarde no es sino la concreción muy explícita de lo que significa el derecho a la participación consagrado en  el artículo 1º de la Carta Fundamental vigente, conforme al cual el Estado, por intermedio de sus órganos, tiene el deber de asegurar el que ese derecho se concrete.



Es muy reconfortante, asimismo, dejar constancia de que tal vez la propuesta sea una de las primeras normas legales que da efectiva evidencia  de que el derecho a la participación se va a convertir en realidad, lo cual justifica la satisfacción de mi colega el Senador señor Parra, cuando felicita al Rector de la Universidad de Chile -que bien lo merece- por esta iniciativa, como también a todo el Consejo Universitario.



No es en vano que las autoridades de esa Casa de Estudios Superiores hayan finiquitado al fin  un proceso que venía realizándose desde hace muchos años, en el que fueron partícipes sus distintos estamentos.



Tal vez valga la pena recordar -porque la experiencia es a este respecto válida- que en otro tiempo la idea de la participación no tuvo el éxito de ahora. No fue así, no sólo porque entonces no se recordaba ni se reconocía constitucionalmente, sino porque no hubo el grado de sensatez, de sagacidad y de sabiduría con que hoy se reconoce y ha sido válidamente aceptada en todos los sectores de la Universidad.



Concluyo, señor Presidente, manifestando que esta determinación que hoy sin duda va a tomar el Senado de la República es histórica, tanto porque se hace justicia con una universidad estatal que ha sido la primera en materializar conceptos que, ciertamente, van a servir de guía para entidades análogas, como por el hecho de que la normativa a aplicar significa, de modo incuestionable, el reconocimiento de un derecho que la Constitución de la República consagra y que se va a concretar de la manera indicada.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, evidentemente, estamos dando un paso muy significativo para el sistema universitario chileno al otorgar esta facultad al Presidente de la República para que pueda dictar el estatuto de la Universidad de Chile.



Hubiera sido preferible, como señalaba el Senador señor Parra, que el proyecto de ley marco hubiera fructificado en su minuto, lo que habría permitido que, con mayor independencia, cada universidad estatal dictara plena y soberanamente su propio estatuto.



Por desgracia, debido a diversas circunstancias, eso no pudo llevarse a cabo, y, entonces, hoy día la Universidad de Chile avanza en este sentido.



Me parece importante el proyecto de estatuto que se acompaña a la iniciativa en debate, porque hace una definición muy clara y trascendente del rol que la Casa de Bello tiene en forma preeminente dentro del sistema universitario chileno, al decir que ella será una reserva intelectual, caracterizada por su conciencia social, crítica y éticamente  responsable, y ejercerá una suerte de tuición sobre el desarrollo de nuestro sistema educacional. De tal manera que tendrá que ser consultada cuando el país suscriba tratados o convenios internacionales en materia universitaria.



Comparto lo señalado por el Profesor Cumplido en el sentido de que esta delegación de facultades está plenamente dentro de lo que permite la Constitución, aun cuando reconozcamos que la Ley Orgánica de Enseñanza podría llevar a una interpretación diferente. Creo que ha sido muy útil que ese catedrático hiciera tales precisiones.



En cuanto al texto del Estatuto que el Primer Mandatario va a promulgar, entiendo que es el que aquí se adjunta. Y, al respecto, tengo una duda sobre el artículo 39. En mi opinión, sería conveniente que en algún minuto el Presidente de la República, el Ministro de Educación y, por cierto, la comunidad de la Universidad de Chile reflexionaran en cuanto a darle una redacción un poco más clara. Porque sostener que el Estatuto de la Universidad y sus reglamentos prevalecerán sobre las leyes generales de la República me parece algo, por lo menos, discutible.



Sería conveniente que la Facultad de Derecho de esa Casa de Estudios Superiores -que tiene tanto prestigio-, revisara bien el texto del artículo mencionado, porque, después de lo citado, dice que salvo que esas leyes se refieran expresamente a la Universidad de Chile, a las universidades chilenas en general, o al sistema universitario del país.



Por ejemplo, una cierta interpretación de esa norma podría significar que con eso la Universidad de Chile quedara al margen de las leyes laborales. O sea, que el Estatuto y los reglamentos pudieran disponer que ellos prevalecen sobre ese tipo de leyes –y de muchas otras-, lo que, por cierto, estimo que no está en el espíritu de la comunidad de la Universidad de Chile.



Entonces, me parece que sería conveniente que la propuesta de Estatuto –que nació de un proceso de participación muy significativo y positivo- fuera estudiada por cada uno de los personeros indicados; que después de analizarla hiciesen las observaciones del caso. Vale decir, que exista la instancia correspondiente para hacer las precisiones del caso, de tal manera que disposiciones de esta naturaleza no puedan prestarse después a reparos de cualquier índole en la Contraloría o en alguna otra instancia.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, estamos en presencia de una iniciativa de ley bastante simple, pero muy trascendente y de mucha significación, porque comprende y abarca las normas por las que ha de regirse la Universidad de Chile –una de las más importantes del país- y las circunstancias conforme a las cuales deberá consultársele.



Por lo tanto, el proyecto en sí mismo no presenta mayores  dificultades, salvo en cuanto pudiera estimarse que excede o violenta disposiciones constitucionales, ya que por formar parte la materia de que trata de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, no sería susceptible de delegación.



A mi entender, con los antecedentes dados a conocer, esa eventual inconstitucionalidad no tendría mayor fundamento, tanto por el texto mismo de las normas en análisis, cuanto por existir precedentes al respecto, no objetados por los organismos a los que les corresponde velar por la constitucionalidad.



Por otra parte, el Estatuto que dicte el Presidente de la República en virtud de la delegación que le otorga el Congreso, deberá ser sometido al control de constitucionalidad de la Contraloría General de la República y, eventualmente, del Tribunal Constitucional. De manera que no creo necesario ni conveniente exigir mayor resguardo para su juridicidad. Y, por lo tanto, podemos avanzar en el estudio y aprobación del proyecto.



Como decía, la iniciativa que debe resolver el Parlamento es muy simple. Habría bastado ella sola. Sin embargo, se ha acompañado un proyecto de Estatuto, que es el fruto del trabajo de largos años, encabezado por el Rector de la Universidad de Chile –quien ha cumplido una gran  labor-, con participación de profesores, estudiantes y administrativos.



No era indispensable su inclusión. Habría bastado la ley delegatoria. Lo propuesto, de una u otra forma, en  mi opinión, impone al Presidente de la República dictar en su oportunidad el mismo Estatuto. No lo obliga desde el punto de vista constitucional ni legal, pero constituye un antecedente muy serio, que ha sido puesto en conocimiento del Congreso y que, obviamente, el Primer Mandatario tendría que respetar.



Por lo tanto, debemos entender que el Jefe del Estado, en uso de esta facultad, deberá dictar el Estatuto, sin perjuicio de algunos cambios formales que pudieran surgir como consecuencia de un análisis posterior. Pero en definitiva tiene que procederse de esa manera.



Me parece que lo anterior constituye un elemento muy importante, porque muchas veces dictamos normas delegatorias y no sabemos en qué terminan, por ser generalmente muy amplias.



El Estatuto fue acordado por los distintos estamentos de la Universidad de Chile después de un proceso participativo extenso. Y cumple los objetivos que se persiguen: modernizar la actual estructura de esa institución de enseñanza superior y armonizarla con los nuevos tiempos y flexibilizar el modo de cumplir los altos fines para los cuales fue instituida.



También son objetivos deseados la actualización y otros elementos de participación que consigna el proyecto de Estatuto.



De igual modo es preciso tener en cuenta que gran parte de las normas que se nos proponen y que se anexan al proyecto delegatorio ya han sido puestas en práctica por largo tiempo, han tenido vigencia y funcionado adecuadamente. Vale decir, no estamos aquí en presencia de un experimento que va a comenzar una vez que se dicte el Estatuto, sino de algo que la realidad universitaria ya ha recogido y, por lo tanto, ha podido enriquecer.



Por todas estas consideraciones, creo conveniente acoger la iniciativa. Contribuí con mi voto en la Comisión de Educación a su aprobación tanto en general como en particular, y procederé en iguales términos en la Sala. 



No me siento inhabilitado para votar por el hecho de haber sido profesor titular de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile; por el contrario, me enorgullezco de haber pertenecido a su cuerpo docente, y gustoso le doy mi respaldo a este proyecto delegatorio.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger, y luego, el Honorable señor Larraín.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, en primer lugar, me alegro mucho de que no se haya inhabilitado el Senador señor Fernández, porque yo hubiera tenido que haberlo hecho con mayor razón, dado que fui Rector de la Universidad de Chile. Y, en realidad, no tenía ninguna intención de inhabilitarme.



Concuerdo con los comentarios de elogio que se han formulado en cuanto a que, a partir del 11 de marzo de 1990, tanto el actual Rector, el profesor señor Riveros, como su antecesor, don Jaime Lavados, lograron encarrilar por una vía de desarrollo sostenido, tranquilo, a un plantel de educación superior que enfrentó una multiplicidad de problemas muy difíciles, de todo orden, al término del Gobierno militar.



Pienso que el hecho de que se haya flexibilizado la relación de las universidades y de otros organismos en lo que respecta al control ex ante de la Contraloría fue un paso previo y necesario para lo que estamos haciendo en la actualidad.



La iniciativa en análisis, en realidad, está dando una facultad al Primer Mandatario, e incluye un proyecto de Estatuto –al respecto, adhiero a lo que dijo inicialmente el Presidente de la Comisión de Educación-, que, a mi entender, debería formar parte de la historia de la ley. 



A mi juicio, aquí se han recogido bien las experiencias anteriores. No quiero insistir en algunos aspectos de ellas, porque, en realidad, fueron malas experiencias en su momento. Asimismo, se ha tratado de generar algo ordenado, en términos de la claridad con que se definen los distintos órganos de decisión interna de la Universidad, y en cuanto a que se precisa y resuelve bien el tema de la participación de los distintos estamentos universitarios.



En tal sentido, quiero simplemente recalcar que acá queda claro que el Rector de la Universidad es la máxima autoridad universitaria y su representante legal. Y me parece extremadamente positivo, e incluso indispensable, que se haya decidido que dicho personero, además, presida tanto el Consejo Universitario como el Senado Universitario. En definitiva, él extiende su presencia en la relación de trabajo, en forma coordinada y armónica, entre el Consejo y el Senado, como también a los demás órganos propios de la Universidad: Facultades, Departamentos, etcétera.



No deseo alargar mi intervención, pero debo señalar que está muy clara la distinción entre el Consejo Universitario, como órgano de gobierno, y el Senado Universitario, que ratifica algunos acuerdos de aquél. Este último es, fundamentalmente, un cuerpo de definición estratégica y normativo de carácter general. Y esa relación me parece una forma virtuosa de vincular ambos órganos, lo cual en mi tiempo no ocurrió con el único ente que existía en esa época: el Consejo Normativo Superior, en el que se fundía de una manera bastante poco eficaz esta doble función. Además, de ese modo se establece un sistema mucho más ordenado y razonable de participación de los estamentos no académicos, específicamente los centros de estudiantes.



Por ello, considero muy oportuno aprobar -y lo hago con mucho gusto- el texto que nos propone la Comisión de Educación y el proyecto de Estatuto que acompaña. Eso significa -lo mencionó inicialmente el Senador señor Moreno- que la distribución de atribuciones que se recoge en estos organismos va a ser fiel a lo que ha probado resultar exitoso en el proceso calificado de “marcha blanca” vivido por la Universidad durante los últimos años, lapso en el que, en el fondo, se ha experimentado con el Senado Universitario. Lo que ahora se propone recoge esa experiencia en la forma positiva en que se ha podido desarrollar.




Desde ese punto de vista, me parece conveniente dejar establecido que lo que se promulgue en definitiva como Estatuto corresponda a este texto y a la experiencia recogida en estos años de marcha blanca.




El único alcance que deseo hacer -y en esto concuerdo con la observación del Senador señor Viera-Gallo- es que el artículo 39, al consignar que el Estatuto de la Universidad de Chile primará sobre leyes generales, exhibe un grado tal de amplitud que, en realidad, requiere una redacción más específica y feliz.



Por lo tanto, atendido el hecho de que el referido texto formará parte de la historia de la ley, reitero la recomendación de que el artículo 39 sea redactado de manera más apropiada.



Por las razones expuestas, daré mi aprobación plena al proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Algunos señores Senadores han solicitado a la Mesa abrir la votación y continuar con la lista de oradores inscritos.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.
El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la iniciativa en debate nos permite aprovechar la oportunidad de expresar nuestro reconocimiento a la Universidad de Chile como una corporación que ha prestado insuperables servicios a la educación superior del país. Ella es realmente nuestra primera universidad. Y, a diferencia de quienes me han antecedido en el uso de la palabra, lo puedo decir en mi calidad de ex alumno, ex Vicerrector, miembro del cuerpo docente desde el año 1971 y profesor titular desde el año 1984 de la Universidad Católica de Chile. Y lo hago con mucha simpatía, porque siempre he sentido gran admiración por la Universidad de Chile, la que, por lo demás, es la universidad católica más antigua del país, porque así fue fundada, en 1842. Perdió tal carácter en 1925. Pero quienes tenemos ese afecto por los planteles católicos, la estimamos precursora.



El tema que nos convoca merece una reflexión respecto de la conveniencia de que los estatutos jurídicos de la Universidad de Chile sean materia de ley. Me pareció entenderle un razonamiento semejante al Senador señor Parra hace unos minutos. La verdad es que siempre lo han sido. Recuerdo los estatutos de 1931; de 1971, cuando era Rector el Honorable señor Boeninger; de la década del 80 y las modificaciones posteriores. Siempre han sido materia de ley. Y si bien la creación de una universidad estatal también lo es, la regulación y definición de sus estatutos me merece algún nivel de duda desde el punto de vista jurídico. No se desprende del artículo 19, Nº 10º u 11º de la Constitución; tampoco de su artículo 60, que determina el dominio legal. Y, por lo tanto, no se ve cuál puede ser el fundamento para que sigan siendo materia de ley. 



Es más, si uno observa cómo está procediendo el Congreso respecto de la presente iniciativa, tenemos que avenirnos al hecho de que el Gobierno ha pedido una delegación de facultades para aprobar lo que la propia comunidad universitaria ha concordado luego de un tiempo de trabajo.



Aún más, el Presidente de la Comisión de Educación manifestó que esperaba que las normas estatutarias se incorporaran al texto de la iniciativa para que se entendiera que ése es el espíritu de lo que se pretende aprobar en materia de delegación de facultades. Eso indica, en definitiva, que ni el Ejecutivo ni el Legislativo están -por así decirlo- interviniendo en el contenido de los estatutos.



A mi juicio, ello tiene que ver con el respeto a la autonomía universitaria y con la circunstancia de que, constituida la universidad, ésta se halla en condiciones de gobernarse. 



La autonomía precisamente consiste en eso: en darse normas para organizarse y definir las actividades esenciales de docencia, investigación, extensión, comunicación y muchas otras que se han ido incorporando, debido al desarrollo creciente del carácter multifacético de las instituciones de educación superior y a la diversidad a que se ven abocadas hoy día. Pero deben regularse por sus propias disposiciones.



Eso es lo esencial y le da un cierto valor al acto que estamos realizando, sin perjuicio de que podemos efectuar algunos comentarios, como los que se han formulado en la Sala y a los cuales deseo sumarme.



Dentro de la estructura de poderes que se establece, considero importante la distinción que se hace al definir los roles ejecutivos, administrativos y de gobierno, y los de carácter normativo o estratégico que se asignan a la Universidad en sus diversos órganos. Porque efectivamente se pueden plantear temas muy discutibles y bastante complejos, como los relacionados con el cogobierno, que han tenido distinto tipo de evolución y se prestan para diferentes interpretaciones.



Sobre el particular, he mantenido una postura permanente. Incluso más: a los alumnos no les conviene participar en el cogobierno, ya que nunca tendrán una voz decisoria y, por lo tanto, siempre serán un apéndice de las decisiones de otros. Además, pierden libertad para pronunciarse respecto de aquellos actos de gobierno con los cuales discrepan. 



En consecuencia, bajo ningún punto de vista es conveniente lo anterior. Sin embargo, la posibilidad de que los estudiantes puedan participar en las definiciones más globales de carácter estratégico que se proyectan a futuro es algo distinto y su aporte puede ser extremadamente valioso. Y, por cierto, estimo que su contribución en materias que les atañen de manera directa en su calidad de tales debería ser también siempre relevante. 



La participación universitaria debe incluir a los alumnos y, en lo que competa, a los funcionarios administrativos, para que dicha comunidad pueda sentirse verdaderamente como una instancia participativa que oye a todos antes de resolver.



Con respecto al tema de la delegación, no cabe la menor duda de que se halla dentro del marco de lo posible. Si se tratara de una ley orgánica constitucional, no sería factible. Sin embargo, considero que lo que se está haciendo aquí se encuentra fuera de esa circunstancia, por cuanto el Nº 11º del artículo 19 de la Constitución alude en su inciso final a la existencia de una ley orgánica constitucional, pero referida, en el ámbito universitario, a los requisitos para el reconocimiento de los establecimientos educacionales. Pero acá no se está hablando de eso. Y, por consiguiente, no estamos frente a una materia que debe ser objeto de una ley orgánica, sino que corresponde a una ley delegatoria.



Por otra parte, creo que la inquietud planteada referente al artículo 39 del proyecto de Estatuto debe ser recogida. Entiendo que la voluntad de este precepto apunta a que las disposiciones estatutarias prevalezcan frente al orden normativo. Ello, en lo que dice relación a estructuras universitarias, roles del rector y demás miembros, procedimientos, etcétera; pero no en cuanto a convertir a la Universidad de Chile en una especie de Estado dentro del Estado que pueda definir su propia normativa tributaria, previsional, laboral y establecer preceptivas ajenas a la sujeción que le corresponde, dentro del ordenamiento, a la Contraloría General de la República. 



Obviamente, eso deberá cautelarse en la redacción de la norma.



 Sin embargo, me parece que el alcance de esa disposición está circunscrito a que el Estatuto prevalecerá en su contenido específico. Por ese motivo no podemos interpretarla de una manera distinta, a pesar de que su redacción -que no corresponde a la de un artículo, sino que simplemente es una especie de descripción genérica- se presta para conclusiones ambiguas.



Por tales consideraciones, estimo que debemos aprobar este proyecto de ley delegatorio, a fin de que la Universidad pueda darse a sí misma, dentro de su autonomía, el estatuto que más le acomode para el mejor cumplimiento de sus funciones, que son extraordinariamente importantes para Chile, porque se trata de la institución de excelencia más antigua y respetable en el ámbito de la educación superior.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Advierto a Sus Señorías que el Orden del Día termina a las 18:25 -es decir, en 29 minutos más- y que aún quedan cuatro señores Senadores inscritos.



Por lo tanto, les pido que se autocontengan para que puedan intervenir todos.

El señor MORENO.- O que fundamenten el voto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- De acuerdo con el Reglamento, tengo que conceder la palabra a quienes están inscritos, Su Señoría.

El señor FERNÁNDEZ.- ¡Que fundamenten el voto!

El señor MORENO.- ¡Que lo fundamenten!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sólo estoy señalando que, conforme al Reglamento, la Mesa cerrará el debate a las 18:25 y pondrá en votación el proyecto para que puedan emitir pronunciamiento los señores Senadores que no lo hayan hecho.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, antes de hacer mi exposición, deseo referirme a un asunto distinto, sin perjuicio de los 15 minutos que me corresponden y que un señor Senador me los está limitando.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No se los estoy limitando, Su Señoría. Sólo he formulado una sugerencia.

El señor MUÑOZ BARRA.- Usted no, señor Presidente. 



Creo que en un tema como éste debería permitirse que los oradores restantes pudieran hacer sus intervenciones de acuerdo con los quince minutos establecidos, pues siempre que se trata de materias de tipo educacional las discutimos rápidamente.



Así que pido que se respete ese tiempo, como se ha hecho con los demás señores Senadores, y que los cuatro inscritos intervengan utilizando los minutos que les corresponden.



Que no se cambien las reglas del juego. Hoy día las condiciones pueden ser favorables para un grupo de Parlamentarios, y mañana, para otro.



 Digo esto porque incluso he escuchado solicitar a ciertos Honorables colegas que se intervenga por tres minutos, en circunstancias de que ellos mismos no se limitan en su tiempo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien, señor Senador.



Si hubiere acuerdo unánime de la Sala, se permitiría a los cuatro oradores inscritos hacer uso de la palabra hasta por 15 minutos.

El señor NARANJO.- ¡Lo hay, señor Presidente!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pero tendría que tomar la votación al final de las intervenciones.

El señor MORENO.- ¡La votación se encuentra abierta!

El señor FERNÁNDEZ.- Sí, está abierta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Efectivamente, pero en algún momento hay que cerrarla. No puede quedar abierta porque, de lo contrario, no se aprueba el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, se ha señalado aquí que a partir de 1981, de dos universidades públicas, pasamos a tener dieciséis. Sin embargo, no podemos olvidar que en esa misma época entramos también a un sistema que ha significado la creación de alrededor de cincuenta universidades privadas.



En ese sentido emerge, sin lugar a dudas, una nueva realidad que está latente en la sociedad chilena: una educación superior pública y una educación particular privada, de la cual no reniego, pero evidentemente ha colocado nuevas reglas en cuanto a la enseñanza superior en nuestro país.



Hoy día se habla del mercado universitario. Es un producto que está en la vitrina y que se compra con diferentes modalidades. Esto significa que en Chile hay una fuerte competencia en materia de educación de nivel superior.



Podría ser muy simple mi intervención: alegrarme por la Universidad de Chile y felicitar a su brillante Rector y a su personal académico. Sin embargo, creo que ésta es también la oportunidad para referirme a otros aspectos vinculados con el proyecto que nos ocupa.



¡Y ése es nuestro papel aquí en el Senado!



Deseo manifestar que hasta este minuto en materia de educación de nivel superior hemos legislado coyuntura tras coyuntura. En tal sentido, no puedo desconocer el éxito del actual Ministro, que ha logrado sacar adelante diferentes normativas de ese orden. Mas, en lo personal, me queda la inquietud en el sentido de que no hemos sido capaces de crear una política nacional en esta materia. No existe una ley marco que no sólo fije las reglas del juego a esas 16 universidades públicas, sino que también, velando por el bien mayor, dé una mirada hacia la educación privada, que hoy día, como es evidente, debería enmarcarse en lo que la ley dice: que la enseñanza de nivel superior es sin fines de lucro.



No puedo dejar de plantear en esta discusión que noto, hasta el minuto, cierto escapismo de parte del Estado con respecto a la responsabilidad que le compete en materia de lo que ahora existe en Chile, que es un tipo de educación pública en el caso de la enseñanza superior. Y hoy se señala que ésta se financia con recursos públicos y de otras instituciones; pero los porcentajes están muy lejos de fortalecer la investigación y la extensión que deben hacer las universidades y la educación superior en la construcción de un país desarrollado en lo científico y en lo tecnológico.



Hay una franja de nadie entre las universidades públicas y las privadas. Se ha dicho, por ejemplo, que a las públicas se las empuja a parecerse cada vez más a las privadas. Pero, a mi juicio, la educación de nivel público se creó con naturaleza y objetivos diferentes.



Desde el año 1993 se ha pretendido legislar en el sentido en que hoy lo estamos haciendo con la Universidad de Chile, que, sin duda, ha logrado dar un gran paso. No obstante, la proposición de ley que apuntaba a eso ni siquiera cumplió el primer trámite, porque se cometió el error garrafal de construir un proyecto vertical, casi -yo diría- dictatorial, en cuanto a que los estamentos y las personalidades que debían participar en la discusión no fueron convocados. 



Entonces, la ley marco de las 16 universidades públicas quedó en la nada misma.



¿Y qué estamos viendo hoy día? Que seguimos legislando coyunturalmente. Porque, con todo lo que significa el Estatuto de la Universidad de Chile, estamos legislando -en buena hora; no lo discuto- para una de las 16 universidades públicas del país. Es decir, de nuevo nos encontramos en el escapismo en lo que respecta a la construcción de una política de educación superior con mirada de Estado.



¿Qué pasa con las 15 universidades restantes? ¿Cómo se van a construir sus estatutos? Se dice: “La solución viene por el lado de que van a tomar el Estatuto de la Universidad de Chile y podrán repetirlo”.



Excúsenme, pero tengo aprensiones en ese sentido, ya que la realidad de la Universidad de Chile es absolutamente diferente a la de las otras universidades públicas, que ya no sé si son públicas o privadas, pues hasta en su titulación existe cierto hibridismo; porque la verdad de las cosas es que a los propietarios del sistema les agrada más la subsidiariedad desde el punto de vista de los recursos.



Cuando se planteó la ley marco de las universidades públicas -y alguien lo dijo-, no pudo concretarse, por las razones que señalé: por la verticalidad de su construcción; por la falta de debate y de participación de muchos de los actores que conforman los claustros. No era algo imposible.



Por ejemplo, se pudo haber seguido el mismo procedimiento de la Universidad de Chile.



Y aquí me surge una gran pregunta, que hicimos en varias ocasiones -yo la formulé en la Comisión de Educación del Senado, que he integrado durante mucho tiempo; también fui miembro de su similar en la Cámara de Diputados-: ¿por qué no se mandó un proyecto simple, que sólo autorizara a las universidades públicas a cambiar y modernizar sus estatutos? Porque, si hoy se le reconoce a la Universidad de Chile la capacidad para elaborar el suyo, que está aquí, ese mismo reconocimiento se pudo haber hecho, con una sencilla normativa, a las otras 15 universidades estatales del país.



Eso no se hizo, y no sé si en algún momento se podrá concretar.



Espero que el Estatuto de la Universidad de Chile pueda servir de modelo. Pero nos quedan en el tintero 15 realidades de la enseñanza superior.



Y también queda la mirada pendiente en otro aspecto. Porque siempre, cuando tratamos la cuestión de la educación superior, se produce un choque y se pretende hablar de la calidad, del financiamiento, de la acreditación; se esgrime en forma inmediata el tema de la libertad de enseñanza, lo que, desde mi punto de vista, no tiene ninguna relación.

El señor BITAR (Ministro de Educación).- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor MUÑOZ BARRA.- Hay 50 universidades privadas, las cuales, en la idea de una política de educación superior, deben ser objeto de una mirada de Estado.

El señor BITAR (Ministro de Educación).- ¿Me concede una interrupción, Su Señoría?

El señor MUÑOZ BARRA.- Excúseme, señor Ministro, pero se me asignó poco tiempo. Trataré de dejarle algunos minutos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ruego dirigirse a la Mesa.

El señor BITAR (Ministro de Educación).- Estoy pidiendo una interrupción al señor Senador, con la venia de la Mesa.

El señor MUÑOZ BARRA.- Procuraré dejarle tiempo, señor Ministro.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Diríjase a la Mesa, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- Me alegro por el Estatuto de la Universidad de Chile. Creo que este plantel va a estar en mejores condiciones -y no se ha dicho aquí- para la competencia, no sólo académica, curricular, sino también de mercado.



Porque aquí hay cosas increíbles. La Universidad de Chile recibe recursos del Estado, y cada vez que invierte un peso de ellos debe tomarse razón del decreto respectivo.

El señor BITAR (Ministro de Educación).- ¿Me permite, señor Senador?

El señor MUÑOZ BARRA.- Es así, señor Ministro. Todavía, en muchas materias, está sujeta a la toma de razón y al control exhaustivo de la Contraloría General de la República.



Sin embargo, existen universidades privadas pertenecientes al Consejo de Rectores que reciben recursos públicos y no se hallan sujetas, ni ancladas, ni amarradas como la Universidad de Chile con respecto a la cuenta que de ellos deben dar.



Por lo tanto, aquí hay un paso -yo diría- de igualdad para la más importante universidad de nuestro país, la de Chile, en relación con importantes planteles privados.



Mi voto, por supuesto, es favorable a la iniciativa; pero más me habría gustado que la modernización del Estatuto de la Universidad de Chile se hubiera hecho en conjunto con la de otras 15 universidades públicas diseminadas a lo largo del país y que trabajan, proyectan y construyen, con dificultades tremendas -por razones que no es del caso analizar ahora-, generaciones de profesionales.



Señor Presidente, si me lo permite, le concedo con el mayor agrado una interrupción al señor Ministro.



Muchas gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Le daré la palabra al señor Ministro, quien tiene preferencia para hablar. Pero debo aclarar que las interrupciones se conceden durante una intervención y no al final. De acuerdo con el Diccionario, “interrupción” significa cortar algo en su decurso.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¡Eso lo descubrió hoy día no más…!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- He aplicado siempre ese criterio, señor Senador.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BITAR (Ministro de Educación).- Señor Presidente, deseo aclarar un punto y, con ello -seguramente-, dar una alegría doble al Senador señor Muñoz Barra, quien está contento de votar este proyecto y apenado porque no puede pronunciarse sobre los otros.



La política del Gobierno, como lo he manifestado en algunas ocasiones, ha sido tratar a todas las universidades estatales en la misma forma que a la de Chile. Y se concordó con ellas que el Estatuto de ésta, por estar preparado y por tener dicho plantel características legales particulares, viniera separado.



Hace más de un año y medio se solicitó a las otras 15 y a todos los rectores que prepararan un estatuto, y se les hizo ver que el Ejecutivo procedería de la misma manera.



Lamentablemente, hasta ahora ello no ha sido posible. Ante tal circunstancia, este Ministro ha señalado a los rectores del resto de las universidades del Estado que, si no es factible una concordancia entre esas 15, estamos disponibles para mandar un proyecto que represente a tres, cuatro, cinco o una.



La voluntad del Gobierno es firme en esa dirección, pero reposa, por cierto, en la autonomía de las universidades.



Estoy seguro de que con esta explicación mi amigo el Senador señor Muñoz Barra se va a sentir doblemente grato al votar este proyecto de ley.



Muchas gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de dar la palabra al Senador señor Cantero, quiero decir que el término “interrumpir”, según el Diccionario de la Real Academia Española, significa, en la primera acepción, “Cortar la continuidad de algo en el lugar o en el tiempo.”. Y en la segunda, “Dicho de una persona: Atravesarse con su palabra mientras otra está hablando.”.



Ése es el sentido literal de lo que se me ha solicitado.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, como ya se expresó, desde 1981 y 1982 ha habido en el ámbito de la educación superior una serie de modificaciones que han elevado el número de universidades públicas de 2 a 16, y el de las privadas, a cerca de 50. Esto ha desarrollado una feroz competencia en la esfera de la educación superior.



Podríamos decir que se trata de los cambios más radicales al sistema de enseñanza superior que se han observado en el último tiempo en el país, lo que, en su conjunto, implica una reforma que, en mi opinión, no ha sido analizada ni discutida en forma adecuada.



¿Qué importancia tiene hoy la diferenciación entre universidad pública y universidad privada? ¿Qué significa y qué alcance tiene la pública con respecto a la privada? ¿Hay en la lógica y en el aporte de recursos hacia la universidad pública alguna funcionalidad que la diferencie de la privada? ¿Tiene el Estado incidencia en el enfoque y en las prioridades de investigación y desarrollo que poseen los planteles universitarios públicos con relación a los privados? ¿Existe algún énfasis particular del Estado en el financiamiento de las investigaciones en el ámbito de las universidades públicas? ¿Hay algún aporte especial que genere un incentivo de becas para que el ámbito público estimule la convocatoria de los mejores cerebros a las universidades estatales?



Quedan planteadas esas preguntas, que tienen mucha importancia si uno quiere entender el desarrollo con una visión prospectiva.



Pero ése no es el tema en debate. Simplemente, me han llevado a exponer el punto los argumentos que he escuchado esta tarde.



Ahora bien, el proyecto en discusión, en esencia, obedece a un planteamiento del Gobierno mediante el cual se solicita una delegación de facultades para que el Presidente de la República dicte el nuevo Estatuto de la Universidad de Chile, lo cual representa un paso más en el desarrollo de esa institución, ya de larga historia, a partir de 1842. Ello, dado que la ley marco no concitó los consensos necesarios, porque, al final del día, no lograron ponerse de acuerdo en torno a un formato único de estatuto los distintos establecimientos de educación superior, debido a las diferencias significativas en la estructura, en la organización, en la tradición, en la complejidad de cada uno de ellos.



La iniciativa única, en consecuencia, resultó ser inviable. Y ésa es la razón por la cual el Gobierno solicitó al Parlamento la referida delegación de facultades, para avanzar en tal sentido.



El proyecto de Estatuto recoge el trabajo de la comunidad universitaria -de sus diversos estamentos-, que, en un esfuerzo que valoro positivamente, ha elegido un camino, un norte para dar cauce al quehacer y a la inquietud académica en la Universidad de Chile.



Destaca en él la creación de un Senado Universitario, órgano que se funda en la necesidad de dotar a la Universidad de un espacio transversal donde estén representados los académicos de distintas facultades, los estudiantes y funcionarios, para pensar la universidad en su conjunto, para desarrollar y planificar su futuro.



Me parece que es una institución muy positiva e interesante, que permite auscultar con visión prospectiva el mediano y largo plazo en la gestión de la Universidad, orientando la conducción que ejerzan su Rectoría y el Consejo Universitario. Se trata de un órgano de carácter normativo y estratégico, en el que se contempla la participación de los distintos actores.



La autorización que solicita el Presidente de la República al Congreso Nacional para dictar el nuevo Estatuto de la Universidad de Chile se enmarca por completo en lo dispuesto en el artículo 61 de la Constitución Política en materia de delegación de facultades y se ajusta plenamente a derecho.



No veo ningún problema en esa línea.



Señor Presidente, me provoca estímulo intelectual, gozo espiritual, leer los principios fundamentales que orientan a la Universidad de Chile. Y me parece provocativo, estimulante, motivador, escuchar que éste será el marco que presidirá, como referente, la próxima dictación de estatutos de las otras universidades públicas de nuestro país.



¡Cómo no sentir satisfacción cuando en el primer artículo del proyecto de Estatuto se dice que la Universidad de Chile es una institución autónoma del Estado, de carácter nacional y público, con personalidad jurídica de derecho público, patrimonio propio, autonomía plena, dedicada a la enseñanza superior, a la investigación, a la creación y a la extensión en las ciencias!



Eso me parece sumamente motivador, porque hoy -a propósito- en el ámbito universitario privado no se dan los elementos sustanciales que permiten constituir una universidad: docencia, investigación y extensión.



Y, en tal sentido, considero estimuladora la preocupación que el Parlamento ha mostrado, porque muchas universidades parecen más bien supermercados de títulos académicos, charreteras y pergaminos, y no manifiestan ninguna preocupación por generar competencia para que los ciudadanos egresados de ellas puedan tener éxito en el mercado laboral.



Me motiva, en consecuencia, leer en el artículo 2º del proyecto de Estatuto que “La Universidad asume con vocación de excelencia la formación de personas” -y no el mercadeo de títulos vergonzosos que otorgan algunos establecimientos del país que se dicen universidades pero que tienen poco de tales- “y la contribución al desarrollo espiritual y material de la Nación”. O sea, más allá de la rentabilidad, de la cuestión presupuestaria o financiera, se trata de una visión de país, de Estado, que, en mi concepto, es la esencia de lo que debe ser la universidad pública.



Señor Presidente, daría para largo hablar sobre estos temas. Pero lo sustancial ya ha sido planteado.



El proyecto de Estatuto se apega a lo que debe ser el espíritu de una universidad pública. Por eso, no tengo ninguna dificultad en responder positivamente a la delegación de facultades que el Presidente de la República solicita al Parlamento para dictar las nuevas normas estatutarias de la Universidad de Chile.



Espero que este trámite sirva para impulsar en el país un proceso de reflexión acerca de la importancia, la trascendencia, el rol clave, el nudo gordiano que significan la calidad de la educación superior, la generación de competencias reales en las mujeres y en los hombres que buscan conocimientos para ayudar a que Chile pueda saltar hacia la instancia de nación desarrollada.



La diferencia de decisiones que marque un sentido u otro determinará si Chile avanza hacia una senda de desarrollo o se queda como país subdesarrollado.



El camino de la venta de títulos sin calificar competencias que se va generando en las personas será un lastre que terminará imposibilitando el desenvolvimiento de esta nación hacia la sociedad de la información y el conocimiento.



Es necesario reflexionar sobre el rol de la universidad, particularmente el de la universidad pública, que debe tener ese sentido de visión de Estado, de concepción nacional.



También es importante reflexionar sobre el papel de la universidad en el ámbito de la docencia, de la investigación y de la extensión.



Creo además interesante reflexionar acerca de la necesidad de la educación continua, que hacia el fututo es un verdadero desafío para el ámbito universitario. ¿Se requerirán esas salas de clase? ¿O esa educación será virtual, a través de procedimientos de e-learning y otros que hoy se están imponiendo en el mundo y que responden de manera muy distinta a la necesidad de formación continua que tiene la población?



¿Cuál es la investigación que se requiere? Se ha discutido sobre la investigación en el desarrollo del limbo de la ciencia. Puede ser ése un camino. Pero los países que saltan rápidamente hacia el desarrollo están debatiendo si emplean la innovación y la transferencia tecnológica como eje esencial de la acción para impulsar su progreso económico, social y cultural.



Todos éstos son temas que me parecen relevantes.



Termino señalando que considero importante seguir avanzando en la calificación de las competencias necesarias para acreditar títulos universitarios reales, pues constituye la clave para que la persona que ingresa a la universidad se sienta preparada y realizada al cumplir la vocación que la motivó a llegar a la instancia de formación superior.



Voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Faltan cuatro minutos para que concluya el Orden del Día. Como hubo acuerdo unánime para que hicieran uso de la palabra los Senadores inscritos, se la daré a los dos que restan.



Además, informo al señor Ministro de Justicia subrogante que el proyecto sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal no podrá discutirse ni aprobarse hoy.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pido silencio a las tribunas.



La situación que he expuesto obedece a que, en virtud de razones reglamentarias, terminará el Orden del Día y no tengo ninguna posibilidad de pasar sobre el Reglamento.



Sin embargo, puedo asegurar que el proyecto, dada su urgencia, quedará en el primer lugar de la tabla de la siguiente sesión ordinaria, que se celebrará el martes próximo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, a pesar de que no me acompaña la voz, quiero hacer algunas observaciones acerca del tema que nos ocupa.



En primer lugar, creo que la iniciativa en análisis corresponde al éxito de la gestión de las actuales autoridades de la Universidad de Chile, ya que han llegado hasta acá con un proyecto de Estatuto.



No pudimos hacerlo antes. 



Y pienso que hubiera sido el camino correcto la ley marco, dentro de la cual cada universidad tendría la suficiente autonomía para fijar sus propias normas y reglamentos.



Si bien hoy otorgamos esta facultad al Presidente de la República, el Estatuto tendrá rango de ley. Por lo tanto, cada vez que se le incorporen modificaciones, se requerirá un texto legal.



Debemos tener presente que, si bien avanzamos en un sentido, estamos retrocediendo en otro. Creo que lo lógico es que las universidades, sobre todo en el tiempo moderno en que vivimos, cuenten con la más amplia autonomía para fijar el margen de acción y de desarrollo de sus funciones, sin perjuicio de que disposiciones constitucionales o jurídicas ordinarias determinen el marco en que pueden moverse para tomar decisiones.



En consecuencia, voy a acoger la iniciativa, pues estimo que es un buen paso que la Universidad de Chile tenga su Estatuto. Incluso se ha presentado un proyecto de Estatuto cuya aprobación podría ser considerada por el Presidente de la República.



Sin embargo, también creo -y en esto coincido con quienes me han antecedido en el uso de la palabra- que no había ninguna observación de orden constitucional para otorgar esta delegación de facultades.



Asimismo, estimo innecesario el artículo 39 del proyecto de Estatuto que se propondrá al Primer Mandatario a fin de que determine su texto definitivo. Dicho precepto es inconveniente y contradictorio. Cabe tener presente que, al tener rango de ley por la delegación de facultades, por supuesto que va a primar sobre cualquier legislación con la cual entre en contradicción.



En segundo término, en la forma en que se propone resulta inadmisible, porque incluso los reglamentos universitarios que se dicten en virtud del ordenamiento que se está estableciendo también podrían prevalecer sobre la ley general. 



Eso carece de todo asidero jurídico. 



Por lo tanto, cuando se revise el Estatuto y se fije el que en definitiva regirá para la Universidad de Chile, será mejor que el artículo 39 quede sin efecto. No es necesario –repito- y lo creo contradictorio en cuanto al tema del reglamento.



Por todas esas razones, aunque en forma muy breve, quería recordar la constancia inicial. La legislación en proyecto me parece un buen avance para la Universidad de Chile. Felicito a su Rector y a toda su administración por haber obtenido la aprobación de esta normativa en orden a otorgar facultades extraordinarias para el Presidente de la República, aun cuando, en mi opinión, no era el mejor camino. Creo que el mejor era la ley marco, según la cual cada universidad fijaría sus propios estatutos, de acuerdo con su autonomía y con lo establecido por la Constitución y las leyes de la República.



Voto a favor.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, yo estaba inscrito también.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡Esto es una persecución...!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No lo es, señor Senador, sino todo lo contrario.



Recibí la lista de inscritos de manos del señor Presidente del Senado.



Sin embargo, si me pide la palabra, se la concederé.



Puede usar de ella ahora el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, en primer lugar, me parece correcto y muy merecido el homenaje que se ha brindado al Rector de la Universidad de Chile, señor Luis Riveros, a su Consejo Administrativo y a sus asesores.



La realidad de ese plantel ante la llamada “competencia” del mercado universitario, hoy día es realmente una cuestión bastante dramática, como señaló el Senador señor Cantero. Y este proyecto me parece que constituye, precisamente, un mecanismo de transparencia para que dicha casa de estudios superiores pueda, en definitiva, realizar las acciones que su comunidad universitaria pretende. Y sé que las logrará.



En ese sentido, como conozco esta última -anticipo que no me inhabilitaré por ser parte de ella en mi calidad de profesor de postítulo en la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas-, pienso que podrá operar con mayor libertad y, por tanto, con más eficiencia respecto de las medidas que actualmente puede llevar a cabo.



No creo, conociendo al Rector señor Riveros y a la Universidad de Chile, que el artículo 39 constituya una suerte de “Colonia Dignidad” al interior de la comunidad universitaria nacional. Estimo, por el contrario, que ese plantel ha sido suficientemente competente. No obstante todos los embates que ha recibido durante un largo período, especialmente en aquel en que no hubo democracia en Chile, ha sobrevivido gracias a la fortaleza de sus integrantes, fundamentalmente a la de sus profesores y cuerpo administrativo.



Sin embargo, también concuerdo con que de una vez por todas se cuente con una ley marco que dé a las universidades suficiente autonomía para funcionar debidamente.



En consecuencia, voy a votar favorablemente, dejando constancia -en respuesta a lo que manifestó el Honorable señor Cantero- de que el papel de las universidades públicas se halla expresamente establecido en el artículo 1º del proyecto de Estatuto presentado por la Universidad de Chile, que en su parte final señala que ésta se hallará "al servicio del país, en el contexto universal de la cultura.”. La diferencia central de esa casa de estudios superiores y la que debería ser centrales en las universidades estatales es precisamente su ámbito pluralista, laico, receptor de todas las creencias, de todos los valores, de todas las tendencias. Porque eso significa precisamente “el contexto universal de la cultura”. No se trata sólo del contexto universal del conocimiento y su aplicación.



He ahí una de las grandes diferencias respecto a las universidades privadas, que incluso requieren el acuerdo de potencias extranjeras para el nombramiento de autoridades. Este Estatuto permitirá a la Universidad de Chile elegir libremente las suyas conforme a nuevos conceptos, realizar su acción tanto de docencia como de investigación y extensión, y mantener su calidad de primera de la República.



Por ello, señor Presidente, votaré favorablemente el proyecto presentado a conocimiento del Senado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Seré muy breve, señor Presidente, porque a estas alturas del debate es casi una pesadez prolongar esta sesión.



En verdad, aquí se han dicho muchas cosas ciertas y que vale la pena reiterar.



Primero, respaldaremos esta propuesta que se nos hace, sobre todo si se considera el proyecto de Estatuto que se nos entregó como antecedente adjunto, cuyo artículo 4º alude tal vez a lo más importante: los principios orientadores que guiarán a la Universidad en el cumplimiento de su misión y la libertad de pensamiento y expresión, el pluralismo, la participación en la vida institucional, con resguardo de las jerarquías, etcétera.



Lo señalo porque si hay algo que produce una pena tremenda es la forma como se ha ido desarrollando el trabajo de las universidades en Chile. Con el debido respeto por todas ellas y sus autoridades, esperábamos más cuando llegó la democracia. Creo que hemos confundido absolutamente la misión de esos planteles con la obligación puramente institucional de producir profesionales. Y se habla acerca de la educación superior y del mercado de una manera que francamente violenta. Tal vez sea por la forma en que concebimos siempre la vieja misión universitaria, desde los tiempos muy antiguos, y la forma en que en las décadas de los años 40, 50, 60 las universidades generaron el pensamiento chileno.



Aquí se ha sostenido con franqueza que esta normativa no es el mecanismo más adecuado para resolver el tema de la Universidad de Chile. Es un paso adelante, pero obligado por el fracaso derecho y claro del Parlamento y las autoridades de todas las universidades en cuanto a ponernos de acuerdo acerca tanto del rol de las universidades estatales como de la manera de generar una visión distinta de las universidades privadas.



Las universidades estatales o las privadas con sentido público, como pudo haber sido la de Concepción, deben tener una visión y una misión distintas de las que guían a las universidades particulares, que son corporativas. Las primeras representan el espíritu del país y la forma en que, en su conjunto, como una suerte de subcultura, se resuelven los caminos por donde éste debe caminar en la larga andadura de su desarrollo intelectual, cultural y profesional.



Las otras universidades son respetables. Pero también son parte de un mundo nuevo en el cual creemos que no han cumplido con su deber. En definitiva, son corporativas, son de un sector, representan una visión, pero no la totalidad. No las guía una visión holística propia de las universidades, especialmente en el caso de la Universidad de Chile, que es el centro y el alma máter del historial universitario.



Es un fracaso, porque no pudimos resolver lo relativo a la ley marco.



Hay dos asuntos cuya resolución no ha sido posible en este Senado, y ambos son de alguna manera valóricos: el universitario, más que el de la educación superior, y la fertilización asistida y otros problemas de esa naturaleza. Pareciera que tenemos una suerte de incapacidad para solucionarlos.



En todo caso, señor Presidente, también acojo el planteamiento del señor Senador que me ha antecedido en el uso de la palabra. 



Pero de repente nos falta tiempo para discutir otros temas. En verdad, tenemos cierta dificultad para abordarlos con el tiempo necesario. Podemos estar tres, cuatro, cinco, diez horas discutiendo acerca de la economía, que es muy importante, pero pareciera que los valores del espíritu son difíciles de debatir sin premura de tiempo.



Después de esta sesión, creo que tendremos que despejar una cuestión reglamentaria. La discusión no puede concluir de esta manera, en que los oradores finales, contraviniendo el mensaje evangélico de que “los últimos serán los primeros”, terminamos interviniendo a toda carrera. Es decir, o al comienzo nos ponemos de acuerdo en la distribución del tiempo o la situación termina siendo muy lamentable.



Señor Presidente, le reitero mi agradecimiento por haberme inscrito al final.



Al igual que toda mi bancada, votaré favorablemente.



Espero que algún día, en una sesión realmente abierta, extensa y tranquila, resolvamos en forma clara uno de los puntos respecto de cuales todavía, después de 16 años, no despejamos qué queremos hacer. 
Pareciera ser que la presión brutal ejercida sobre el espíritu chileno en otra época aún nos tiene adormecidos en esta materia.



Gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-
 Cerrado el debate.



Hay señores Senadores que aún no se han pronunciado. 



En votación.



--(Durante la votación).

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, quiero hacer presente una aclaración.



Aquí se han planteado algunas críticas al artículo 39. Por el contrario -y de ello quiero dejar constancia-, esa disposición es necesaria y útil para la Universidad, porque de otra manera cualquier ley general que dictáramos podría afectar su Estatuto, en circunstancias de que pudiera no ser ésa la voluntad del Congreso.



¿Qué dice el artículo 39? Que lo establecido en ese ordenamiento no podrá ser modificado por leyes generales sino cuando se diga específicamente qué se quiere hacer. Vale decir, en ese momento el Parlamento tendrá que tomar conciencia de que está enmendando una determinada norma y no dictar una ley general que por inadvertencia pudiera perjudicar la autonomía y el funcionamiento de la Universidad de Chile.



Por lo tanto, me parece un precepto adecuado, conveniente. Y, por otra parte, no es novedad en nuestra legislación, porque incluso lo contiene la ley del Banco Central. 



Además, da garantías y estabilidad a la Universidad, tanto respecto del Estatuto como de su reglamento.



Voto que sí.

El señor MORENO.- Como Presidente de la Comisión, vaya un reconocimiento a todas las intervenciones por su positivo aporte a este debate. 



Me abstuve de intervenir en la parte sustantiva con el objeto de permitir que mis colegas dieran a conocer sus opiniones. 



Pero quisiera aprovechar la presencia del señor Ministro de Educación -desgraciadamente, se retiró el Ministro señor Dockendorff-, porque, junto con aprobarse este proyecto, es indispensable que el Ejecutivo tome acciones positivas respecto de la normativa sobre acreditación de la calidad de la educación superior. En esta última, pendiente en la Comisión de Hacienda del Senado, hay temas que tienen que ser zanjados, con el objeto de permitir que este Estatuto de la Universidad de Chile, la cual no ha tenido ninguna reticencia respecto de la acreditación o de sus carreras, programas o títulos, ello pudiera tener también una validez en todo el sistema universitario, más allá del sistema público e incluido el sistema privado.



Por lo tanto, junto con votar a favor, planteo la petición formal de que el Ejecutivo realmente tome las acciones necesarias para tal efecto, porque de otra manera el sistema queda incompleto.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 30 votos a favor, se aprueba en general el proyecto, y, por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.



Votaron los señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Chadwick, Fernández, Flores, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Ominami, Páez, Parra, Prokurica, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vásquez, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



--(Aplausos en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muchas gracias, señor Rector, señores estudiantes, señores miembros del Consejo Directivo.

El señor BITAR (Ministro de Educación).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sí, señor Ministro.

El señor BITAR (Ministro de Educación).- Señor Presidente, agradezco el pronunciamiento del Senado y hago constar que con ello finaliza el proceso legislativo.



Espero que no se recurra al Tribunal Constitucional por algunos Diputados que así lo anunciaron al final de la votación en la otra rama del Congreso. De este modo se podría lograr una promulgación más rápida de la ley.



También deseo consignar que recogemos las observaciones del Honorable señor Moreno en cuanto a la iniciativa sobre la acreditación de la calidad de la educación superior, que en la mañana de hoy pasó por la Comisión de Hacienda, ya definitivamente, y se halla disponible para ser sometida a la Sala. Constituye un proyecto fundamental, como asimismo lo es el que estamos terminando de afinar para dar garantía de cobertura del costo del arancel a todos los jóvenes que ingresen a las universidades del Consejo de Rectores y pertenezcan a familias de los tres primeros quintiles de ingreso.



Destaco, además, que se ha avanzado en la aprobación de la normativa sobre las universidades estatales, que pasó por este mismo Senado.



Hoy se ha despachado la iniciativa sobre los estatutos de la Universidad de Chile; hace unos meses, la relacionada con el cobro del crédito solidario por la Tesorería General de la República. Y cabe recordar las dos leyes de reprogramación de éste.



Hago presente que se enviarán dos proyectos de ley adicionales: uno sobre reingeniería del crédito solidario y otro relativo al aporte fiscal indirecto.



Todo lo anterior configura un grupo muy contundente de cambios, que no habían ocurrido en los últimos 15 años, respecto de la educación superior.



Antes de concluir, señor Presidente, deseo subrayar que la Universidad de Chile fue instalada el 17 de septiembre de 1843. Quiero rememorar el hecho hoy, al aprobarse una modificación tan importante. 



A la sazón era Ministro de Educación don Manuel Montt. Su discurso, según registra la historia, se perdió y su hijo Luis señala que fue imposible obtenerlo, a pesar de haber sido muy buscado, ya que el autor fue sorprendido por un duelo familiar. Pero alguno de los oyentes ha destacado la calidad de la intervención, pronunciada con motivo de un acto que, además, fue parte de los festejos del aniversario de la Independencia.



Se ha hecho presente, sin embargo, que los conceptos de Montt debieron ser muy parecidos a los expresados ese mismo año acerca de la Universidad en la Memoria de su Cartera. El Ministro decía entonces: “séame lícito llamar la consideración de las cámaras hacia el vuelo rápido que últimamente ha tomado en Chile la afición a las ciencias y a la literatura. Este es un hecho notable que no puede menos que llenar de satisfacción a cuantos se interesen por el progreso del país.”.



Más adelante, respecto de dicho plantel, hace referencia “a la misión que la incumbe, de adelantar la civilización de su patria, ilustrándola por todos los caminos que han recorrido con tanto esplendor las naciones del antiguo mundo. En tales circunstancias era demasiado conspicua la necesidad de un agente que atizase esa naciente llama y diese una dirección acertada a ese espíritu de la juventud.



“Tal es el vacío que ha venido a llenar la nueva Universidad. La formación de este cuerpo es, a mi modo de ver, el paso más útil que habría podido darse en favor de la ilustración”.



“Encargada de velar sobre la educación, ella sugerirá al gobierno los medios más adecuados para mejorarla y difundirla en toda la República.”.



Y agregaba que “ella difundirá un calor vivificante sobre la creciente afición a las letras y hará contribuir al beneficio general tantos talentos inutilizados antes por la falta de estímulos.”.



Señor Presidente, al ser aprobado un cambio tan significativo en los estatutos de la Universidad de Chile, he estimado importante dejar constancia en el Senado de un hecho histórico de relevancia, vinculado a una persona de la envergadura de Manuel Montt.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, para solicitar MANTENCIÓN DE BECA “MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL” A SEÑOR MIGUEL ÁNGEL NIEVES LÓPEZ.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Economía, al señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía y al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, a fin de pedir ENMIENDA DE BASES DE POSTULACIÓN PARA OTORGAMIENTO DE SUBSIDIOS QUE INDICA.



Al señor Ministro de Economía, al señor Ministro de Planificación y Cooperación, al señor Subsecretario de Pesca, y a los señores Secretarios Regionales Ministeriales de Planificación y Coordinación (SERPLAC) de las Regiones Décima, Undécima y Duodécima, pidiéndoles implementar PROGRAMA DE ZONIFICACIÓN DE BORDE COSTERO Y MAR INTERIOR EN REGIONES SEÑALADAS. 





Al señor Ministro de Salud, al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Undécima Región y al señor Director de Salud de Aisén, para requerir INFORMACIÓN SOBRE MUERTE DE SEÑOR ANSELMO ARRIAGADA RUIZ.



Al señor Ministro de Agricultura, al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, al señor Director Nacional de Aduanas y al señor Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, con el objeto de que envíen ANTECEDENTES SOBRE IMPORTACIÓN DE DURMIENTES DE MADERA.



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Transportes, planteándole la necesidad de ordenar la REAPLICACIÓN DE RESOLUCIÓN Nº 271, DE 1998, RELATIVA A CONTROL AUTOMATIZADO DE TRABAJO DE CONDUCTORES RURALES.



Del señor VÁSQUEZ:



Al señor Ministro de Agricultura, en cuanto a MEDIDAS CONTRA DAÑO FITOSANITARIO EN NOVENA REGIÓN.



Al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, a fin de pedir INFORMACIÓN SOBRE DURMIENTES EN LÍNEA FÉRREA DE DÉCIMA REGIÓN.



Al señor Director Nacional de la Corporación Nacional Forestal, con el objeto de que se informe sobre PRODUCCIÓN DE MADERA PARA REEMPLAZO DE DURMIENTES DESDE OCTAVA REGIÓN AL SUR.



Al señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, para solicitar ANTECEDENTES SOBRE ORIGEN Y ESTADO DE DURMIENTES EN NOVENA REGIÓN Y RAZONES DE IMPORTACIÓN.

)---------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Los Comités Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto (Partidos Por la Democracia y Radical Social Demócrata) y Demócrata Cristiano no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor Stange.


CONTROL DE ENCEFALOPATÍA BOVINA ESPONGIFORME.


OFICIOS

El señor STANGE.- Señor Presidente, por oficio Nº 17.365, de 23 de enero de 2001, se requirió información al señor Ministro de Agricultura, a petición del Senador que habla, respecto de la encefalopatía bovina espongiforme, enfermedad infecciosa fatal en diversas especies animales y también en las personas, debido a un agente conocido como “proteína prión”, que afecta al sistema nervioso central. En el caso de los seres humanos se le denomina mal “de Creutzfeldt-Jakob”.



Se indicó que se transmitiría a través del consumo de harina de huesos contaminados, así como de sesos, médula espinal y retina de ojos.



Una epidemia causó grandes estragos en los años 1985 y 1992 en Europa, especialmente en Inglaterra, y obligó al sacrificio de miles de vacunos infectados por la denominada “enfermedad de las vacas locas”.



El documento expresa, también, que en 1990 la Comunidad Europea prohibió, en todos los países del Viejo Continente, la venta de carne de vacuno y derivados provenientes del Reino Unido, pero seis años más tarde la autorizó hacia países del Tercer Mundo, incluidos los de Latinoamérica.



Finalmente, se solicitaron al señor Ministro los antecedentes que obraran en su poder sobre el asunto expuesto, explicando la forma en que el Servicio Agrícola y Ganadero fiscaliza la internación de productos vacunos y bovinos y si el ganado en pie es sometido a cuarentena. Además, se planteó que el Ministerio considerara “la conveniencia de establecer un fondo acumulativo que permita resarcir a los ganaderos que resultaren afectados si se detectare la enfermedad en nuestro país”.



Con fecha 9 de febrero de 2001, el señor Ministro de Agricultura, por oficio Nº 101, da respuesta afirmando en el punto dos, textualmente: “El Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), autoridad oficial de Sanidad Animal para el territorio de la República certifica que Chile es libre de encefalopatías espongiformes de los animales (EEB y Scrapie) y ha establecido medidas preventivas conducentes a mantener su condición de país libre de esas enfermedades.”.



Además, en el punto cuarto informa que “fue diseñado un plan nacional de prevención de Encefalopatías Espongiformes Transmisibles (EET) de los animales, cuyos objetivos son: impedir el ingreso del agente, mediante regulaciones y controles sanitarios a los animales y productos de importación y ante la eventualidad de introducción, realizar una detección precoz y desarrollar un esquema de emergencia sanitaria que asegure su erradicación.”.



Igualmente, da a conocer que se ha llevado a cabo un muestreo sistemático de cerebros de bovinos, ovinos y caprinos en animales faenados en mataderos y que todos los análisis resultaron negativos de la presencia del agente transmisor.



Por ello, resume, “Chile tiene un riesgo despreciable de que exista a lo menos un caso de EBB. Esto lo han determinado estudios en Chile y reconocido por la Comisión Técnica de la Unión Europea”, los cuales determinaron que “Chile pertenecía al grupo 1 de riesgo junto a Argentina, Nueva Zelandia, Australia, Noruega, Paraguay.”.



En antecedentes adjuntos al mencionado oficio, se indica: en consideración a la situación sanitaria del país y las repercusiones tanto en el comercio interno como en el de exportación, fue diseñado un plan nacional de prevención de Encefalopatías Espongiformes Transmisibles (EET) de los animales, cuyos objetivos son impedir el ingreso del agente, mediante regulaciones y controles sanitarios a los animales y productos de importación, y ante la eventualidad de introducción, realizar una detección precoz y desarrollar un esquema de emergencia sanitaria que asegure su erradicación.”.



Pero la “Revista del Campo” del 29 de agosto –que circula los lunes con el diario “El Mercurio”-, denuncia que la Unión Europea efectuó una reclasificación del riesgo de “vaca loca” y colocó a nuestro país en grado 3.



Con tal reclasificación Chile queda en el nivel de mayor riesgo en el Cono Sur.



Según esa misma información pública, las situaciones que hacen peligrar la consolidación del país como exportador ganadero son tres:



1.- Hasta fines de los 90, Chile nunca prohibió las importaciones de harina de rumiantes, elemento transmisor de la EBB. Entre 1996 y 2000 importó alrededor de 6 mil toneladas de alimentos de hueso y carne. Sólo a partir de ese último año prohibió el consumo de tales harinas por parte de rumiantes.



2.- También se considera como punto crítico la debilidad de Chile para probar que se ha hecho efectiva la prohibición de alimentar vacunos con harina de rumiantes importada.



3.- A pesar de que en los últimos meses se ha aumentado el número de animales inspeccionados, esa medida debió implantarse el segundo semestre de 2003, cuando se descubrió un ejemplar de vaca loca en Canadá, que es el principal proveedor de harina de rumiantes para el mercado chileno.



De los antecedentes descritos, resulta fácil deducir que es posible que se avecinen graves problemas de exportación de carne, pues al pasar nuestro país de categoría 1 a 3 habrá países que impedirán el ingreso a su territorio de carne chilena.



Consecuente con lo anterior, pido oficiar al Ministro de Agricultura, don Jaime Campos Quiroga, a fin de que se sirva informar a esta Corporación, aportando el mayor número de antecedentes posible, sobre el peligro de tan grave enfermedad; las medidas preventivas que está desarrollando el SAG; si se ha contemplado el estudio de un presupuesto para compensar a los ganaderos cuyos animales hayan de ser sacrificados, en el futuro, por presumirse que sufren de esa enfermedad; cantidad de harinas para consumo animal importadas desde 1985 y países de procedencia. Y, finalmente, solicitarle que adjunte copia del Plan Nacional de Prevención de Encefalopatías Espongiformes.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, apoyo la completa presentación del Honorable colega y me hago parte de su petición de oficio.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Stange, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Horvath.

ACTA DE ENTREGA Y DECLARACIÓN DE PARQUE PUMALÍN COMO SANTUARIO DE LA NATURALEZA. OFICIOS

 El señor STANGE.- Señor Presidente, hace dos semanas, con la presencia del Presidente de la República, don Ricardo Lagos, y otras autoridades, el Gobierno, a través del Ministro Secretario General de la Presidencia, suscribió con el ciudadano norteamericano señor Douglas Tompkins el acta de entrega y recepción de terrenos del Parque Pumalín. Asimismo, el Jefe del Estado y el señor Ministro de Educación firmaron el decreto supremo que declara “Santuario de la Naturaleza” dicho parque, ubicado en la provincia de Palena, Décima Región de Los Lagos.



Con ello se puso término a la tramitación iniciada en 1997, cuando se firmó la primera acta de acuerdo, durante el Gobierno del Presidente señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle; pero, también, a la posibilidad de continuar el estudio de la permanencia de colonos avecindados por generaciones en ese sector.



Con el objeto de aclarar dudas surgidas entre los pobladores de la provincia, solicito que se remita oficio al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff, para que se sirva informar y disponer que se envíe a esta Corporación lo siguiente:



1.- Copia del acta de acuerdo final suscrita con el señor Tompkins hace 15 días.



2.- Superficie declarada santuario de la naturaleza.



3.- Si en dicha superficie se considera alguna franja de amortiguamiento con los escasos colonos que aún permanecen allí, y, asimismo, si están contempladas las aguas colindantes con el parque.



4.- Plano de los límites de ese santuario de la naturaleza.



Eso es todo.

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI.- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en este caso también me asocio, tanto al planteamiento del Senador señor Stange -mi vecino desde el punto de vista territorial-, cuanto a su solicitud de oficio. Y, por mi parte, pido que éste se envíe también al señor Ministro de Educación, pues fue el que firmó el decreto referido y quien ha garantizado la salvaguardia de la continuidad territorial, sin transbordos, a través de una franja de cien metros de ancho.

--Se anuncia el envío del oficio solicitado por el Senador señor Stange, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Horvath, quien pidió remitirlo también al señor Ministro de Educación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:56.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción


ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA ORDINARIA

ACTAS APROBADAS

SESION 26ª, ORDINARIA, EN MARTES 16 DE AGOSTO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Francisco Vidal, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Osvaldo Puccio y el señor Subsecretario del Interior, don Jorge Correa.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones vigésima segunda, ordinaria, de 9 de agosto de 2005, en sus partes pública y secreta, vigésima tercera, especial, de 10 de agosto de 2005, que no se celebró, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 del Reglamento de esta Corporación, y vigésima cuarta, ordinaria, de 10 de agosto de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Diecisiete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, formula observaciones al proyecto de reforma constitucional que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica (Boletines números 2.526-07 y 2.534-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, inicia un proyecto de reforma constitucional que establece los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 3.955-07).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el tercero y cuarto, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos, en trámite de Comisión Mixta: 



1) Proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos (Boletín Nº 3.885-07).



2) Proyecto de ley que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (Boletín Nº 2.394-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 



Con el quinto, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 3.154-07).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 



Con los tres siguientes, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín Nº 669-01).



2) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).



3) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en materia de tránsito terrestre (Boletín N° 999-15).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

___________________



Durante la lectura de la Cuenta, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien le solicita que suspenda la sesión hasta que se entregue a cada señor Senador un ejemplar de la Cuenta.



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, el que coincide con la solicitud efectuada por el Honorable Senador señor Naranjo.



El señor Presidente, de conformidad con lo establecido por el artículo 58 del Reglamento de la Corporación, suspende la sesión por cinco minutos.



Se reanuda la sesión continúandose con la lectura de la Cuenta.

___________________



Con los nueve siguientes, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín Nº 3.021-07).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves (Boletín Nº 3.587-02).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que ordena la publicación de leyes promulgadas en carácter de “secretas” en el período que indica (Boletín Nº 3.307-07).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (Boletín Nº 3.224-04).



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede beneficio tributario a las donaciones a favor de la Fundación Padre Alberto Hurtado (Boletín Nº 3.881-05).



7) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (Boletín Nº 3.367-13).



8) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11)



9) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce modificaciones a la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar (Boletín Nº 2.318-18).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio sobre Cooperación Comercial y Económica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Líbano”, suscrito en Santiago, el 26 de noviembre de 1997 (Boletín N° 3.760-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo, informa que ha desechado algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en materia de tránsito terrestre (Boletín N° 999-15), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, para que integren la referida Comisión Mixta.



Del señor Presidente del Excelentísimo Tribunal Calificador de Elecciones, mediante el cual comunica que se ha proclamado como Senador por la Decimoquinta Circunscripción Senatorial a don Guillermo Vásquez Ubeda, en reemplazo de don Jorge Lavandero Illanes, por el tiempo que le restaba a este último para completar el período por el cual fue electo, y remite copia autorizada de la sentencia dictada, de esta fecha.



-- Se toma conocimiento, y se pondrá en conocimiento del nuevo señor Senador para efecto de lo dispuesto en los artículos 4° y 10°, inciso final, del Reglamento de la Corporación.  



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senado, relativo a la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto de ley con el objeto de indemnizar a los familiares de las víctimas de la tragedia de Antuco. 



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre continuidad de giro de la Empresa de Maderas de Aysén.



Del señor Ministro de Salud, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, sobre medicamentos que las farmacias deben mantener en existencia.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre la imposibilidad de las empresas constructoras de edificar viviendas en zonas en que no existe factibilidad de acceder a servicios sanitarios.



Con el segundo, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Moreno, relativo a las deficiencias en la calidad de la construcción de las viviendas sociales de las poblaciones Villa Aconcagua, Yerbas Buenas, Parque Jardín Los Andes y Comunidad de La Cruz, en Rancagua.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Moreno, sobre la posibilidad de destinar los terrenos fiscales ocupados por la cárcel de San Fernando a la construcción de un edificio para los juzgados de la ciudad.



Del señor Director de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el proyecto Portal Bicentenario.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre la beca “Ministerio de Defensa”, que facilitaba los estudios de los soldados conscriptos que pasan a la reserva. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba las enmiendas al Reglamento Internacional para Prevenir los Abordajes, 1972, adoptadas por la resolución A. 910 (22), el 29 de noviembre de 2001, de la Asamblea de la Organización Marítima Internacional (OMI), en su 22º Período de Sesiones (Boletín Nº 3.752-10). 



-- Queda para tabla.

Comunicación



De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley, García y Ominami, mediante la cual, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación, solicitan autorización de la Sala para discutir en general y en particular el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo Superior de Empresas Públicas, regula a las Empresas de Auditoría Externa, modifica estatuto de los directores de las sociedades anónimas, las normas de administración de las mismas y los estatutos de las empresas públicas (Boletín N° 3.949-05), con ocasión de su primer informe.



-- Se accede a lo solicitado.

Moción



De los Honorables Senadores señores Foxley, Ominami y Romero, con la que inician un proyecto de ley que excluye del régimen de feriados establecidos en el artículo 2° de la ley N° 19.973, a los trabajadores de salas de cine de centros comerciales (Boletín N° 3.954-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Solicitud



Del señor Víctor Reyes Montecinos, por medio de la cual pide la rehabilitación de su ciudadanía (Boletín N° S 820-04).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

o o o



Durante la sesión, se agregan a la Cuenta los siguientes asuntos:

Mensaje



De su Excelencia el Presidente de la República, por medio del cual retira y hace presente la urgencia, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral  (Boletín N° 3.939-06).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha otorgado su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 3.939-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.

___________________________



El señor Presidente, respecto de las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de reforma constitucional, correspondiente a los Boletines números 2.526-07 y 2.534-07, señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, aquéllas deben ser informadas por la respectiva comisión permanente, por lo que solicita el asentimiento unánime de la Sala para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sesione en forma paralela con la Corporación, de manera que las referidas observaciones puedan ser tratadas en el Orden del Día de la presente sesión.



La Sala así lo acuerda.

___________________________



Inmediatamente, el señor Presidente le concede la palabra a la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), quien, respecto del proyecto de reforma constitucional que establece los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, correspondiente al Boletín Nº 3.955-07, que en una primera versión de la Cuenta se tramitaba a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, le solicita recabe el asentimiento de la Sala para que la señalada iniciativa sea analizada por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



En relación con esta materia, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín y Espina, quienes coinciden con la sugerencia de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen).



Consultada la Sala, se acuerda que la iniciativa sea radicada en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

____________________________



A continuación, el Honorable Senador señor Espina solicita al señor Presidente recabar el asentimiento unánime de la Sala con el fin de abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, correspondiente al Boletín Nº 3.021-07, hasta el día de mañana, 17 de agosto en curso, a las 12 horas, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Así se acuerda.



Luego, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicita al señor Presidente recabar idéntico parecer de la Sala con el fin de abrir un  nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419, en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, correspondiente al Boletín Nº 3.825-11, hasta las 20:00 horas del día de hoy, martes 16 de agosto en curso, en la Secretaría de la Comisión de Salud.



La Sala otorga su asentimiento.



En seguida, el Honorable Senador señor Ominami solicita al señor Presidente recabar el asentimiento unánime de la Sala con el fin de abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley relativo a la modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal, correspondiente al Boletín Nº 3.154-07, hasta el día de mañana, miércoles 17 de agosto en curso, a las 9:30 horas, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.



Así se acuerda.

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el Código del Trabajo con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales, con segundo informe 

de la Comisión de Trabajo y Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, correspondiente al Boletín Nº 3.610-13.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Trabajo y Previsión Social efectuó una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general, todas acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 5.

 

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 2, 3, 4 y 6.

 

4.- Indicaciones rechazadas: ninguna.

 

5.- Indicaciones retiradas: no hay.

 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Trabajo y Previsión Social somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo único



Sustituir, en el inciso tercero, nuevo, que se incorpora al artículo 257 del Código del Trabajo, las frases “, a lo menos, dos terceras partes de los afiliados que se encuentren al día en el pago de sus cuotas sindicales, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia de un Notario Público que certifique haberse alcanzado dicho quórum.”, por lo siguiente:



“el número de afiliados que expresamente dispongan los estatutos para estos efectos, el que no podrá ser inferior a la mayoría absoluta de ellos, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia del ministro de fe que señalen los estatutos. En dicho acuerdo, deberá dejarse constancia del destino que se dará al producto de la enajenación del inmueble respectivo.”.



A continuación, agregar como inciso cuarto, nuevo, el que sigue:



“Cuando se tratare de inmuebles adquiridos para el bienestar de los socios y sus familias, los ex miembros del sindicato que tuvieran derecho al mismo beneficio deberán ser escuchados en la asamblea extraordinaria a que se refiere el inciso anterior, en forma previa a la adopción del acuerdo, dejándose constancia de ello por el ministro de fe correspondiente.”.



En el inciso cuarto, nuevo, que pasa a ser inciso quinto, suprimir sus oraciones segunda y tercera, esto es, desde la frase “En este último caso” hasta “a dicho trámite.”.



Suprimir el inciso quinto, nuevo, propuesto en el artículo único.



Eliminar, en el inciso sexto, nuevo, la palabra “relativa”.

- - -



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Bombal, en su calidad de Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Seguidamente, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad en la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Puestas en votación las enmiendas, son aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Incorpóranse en el artículo 257 del Código del Trabajo, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:



“Tratándose de inmuebles cuyo avalúo fiscal exceda el equivalente a catorce unidades tributarias anuales o que siendo inferior a dicha suma, sean el único bien raíz de una organización, su enajenación, la promesa de ésta y cualquier otra convención destinada a gravarlos, donarlos, darlos íntegramente en arriendo o ceder completamente su tenencia por más de cinco años, si fueran urbanos o por más de ocho, si fueran rústicos, incluidas las prórrogas, deberá ser aprobada por el número de afiliados que expresamente dispongan los estatutos para estos efectos, el que no podrá ser inferior a la mayoría absoluta de ellos, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia del ministro de fe que señalen los estatutos. En dicho acuerdo, deberá dejarse constancia del destino que se dará al producto de la enajenación del inmueble respectivo.



Cuando se tratare de inmuebles adquiridos para el bienestar de los socios y sus familias, los ex miembros del sindicato que tuvieran derecho al mismo beneficio deberán ser escuchados en la asamblea extraordinaria a que se refiere el inciso anterior, en forma previa a la adopción del acuerdo, dejándose constancia de ello por el ministro de fe correspondiente.



Las organizaciones sólo podrán recibir como pago del precio, en caso de enajenación, otros inmuebles o dinero.



Los actos realizados en infracción a lo dispuesto en los incisos precedentes adolecerán de nulidad.”.”.

________________________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes 

Nacionales



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, correspondiente al Boletín Nº 2.725-12.



Previene el señor Secretario General que el artículo 24 del proyecto de ley debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

Ha incorporado los siguientes títulos y artículos nuevos:

“Título I

Disposiciones generales



Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley establecen y regulan los mecanismos de control aplicables a las sustancias agotadoras de la capa de ozono estratosférico y a los productos cuyo funcionamiento requiera del uso de dichas sustancias, las medidas destinadas a la prevención, protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, por la exposición a la radiación ultravioleta, y las sanciones aplicables a quienes infrinjan dichas normas.

 

Artículo 2°.- Los mecanismos de control y demás medidas que regula esta ley tienen por finalidad la adecuada implementación del Protocolo de Montreal, relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, suscrito y ratificado por Chile y promulgado mediante el decreto supremo N° 238, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y sus enmiendas posteriores, además de resguardar la salud humana y los ecosistemas que se vean afectados por la radiación ultravioleta.

 

Artículo 3°.- Conforme a lo previsto en el artículo anterior, los mecanismos de control que establece esta ley permiten registrar y fiscalizar la importación y exportación de sustancias agotadoras de la capa de ozono y de los productos que las utilicen en su funcionamiento, aplicar las restricciones y prohibiciones tanto a dichas operaciones como a la producción nacional de las sustancias indicadas cuando corresponda de conformidad con las estipulaciones del Protocolo de Montreal, y cautelar que la utilización y aplicación de tales sustancias y productos se realice de acuerdo con normas mínimas de seguridad para las personas.

 

Artículo 4°.- Para el adecuado resguardo de la salud de la población frente a los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, esta ley establece un conjunto de medidas de difusión, prevención y evaluación tendientes a generar y proporcionar información idónea y oportuna a los sujetos expuestos a riesgo y a estimular conductas seguras frente a éste.

Título II

De las sustancias y productos controlados y de los mecanismos de control

 

Artículo 5°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por “sustancias controladas” aquellas definidas como tales por el Protocolo de Montreal, relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, individualizadas en sus Anexos A, B, C y E, ya sea en estado puro o en mezclas.

 

Para los efectos de esta ley, se entenderá por “productos controlados” todo equipo o tecnología, sea nuevo o usado, que contenga las sustancias señaladas en el inciso anterior, individualizados en el Anexo D del Protocolo de Montreal. Sin que la enumeración sea taxativa, se comprenden en esta categoría las unidades de aire acondicionado para vehículos motorizados, ya sea incorporadas o no a estos últimos, las unidades de aire acondicionado doméstico o industrial, los refrigeradores domésticos o industriales, las bombas de calor, los congeladores, los deshumificadores, los enfriadores de agua, las máquinas de fabricación de hielo, los paneles de aislamiento y los cobertores de tuberías, que contengan sustancias controladas.

 

Artículo 6°.- El consumo nacional de las sustancias y productos controlados a que se refiere el artículo anterior deberá ajustarse anualmente a los volúmenes máximos definidos en las metas de reducción progresiva establecidas por el Protocolo de Montreal, hasta lograr su total eliminación, todo ello de acuerdo con los plazos previstos para cada sustancia o producto.

 

Para tal efecto, desde la entrada en vigencia de esta ley, todas las sustancias y productos controlados quedarán sujetos a las medidas de control y a las restricciones y prohibiciones que establecen sus disposiciones.

 

Artículo 7°.- Se prohíbe la importación y exportación de sustancias controladas, desde y hacia países que no son Parte del Protocolo de Montreal.

 

Artículo 8°.- Se prohíbe la importación y exportación de productos, nuevos o usados, que contengan sustancias controladas por el Protocolo de Montreal, contempladas en sus Anexos A, B y Grupo II del Anexo C, desde y hacia países que no son Parte del Protocolo de Montreal.

 

Artículo 9°.- La importación y exportación de sustancias y productos controlados, desde y hacia países Parte del Protocolo de Montreal, deberán ajustarse a las normas, condiciones, restricciones y plazos previstos en dicho instrumento internacional.

 

Para tal efecto, mediante uno o más decretos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que llevarán también la firma de los Ministros de Hacienda, Salud, Relaciones Exteriores, y Economía, Fomento y Reconstrucción, y, cuando corresponda, la del Ministro de Agricultura, se individualizarán las sustancias y productos controlados cuya importación y exportación estarán prohibidas conforme a las estipulaciones del Protocolo de Montreal y establecerán el calendario y plazos para la vigencia de dichas prohibiciones, así como los respectivos volúmenes de importación y exportación anuales para el tiempo intermedio y los criterios para su distribución.

 

Igual mecanismo se aplicará cuando, en virtud de nuevas decisiones y compromisos adquiridos por Chile para el cumplimiento del Protocolo de Montreal, deban incluirse nuevas sustancias y productos en el régimen de prohibiciones descrito.

 

Una vez dictados el o los decretos referidos, el Director Nacional de Aduanas, en uso de sus atribuciones, establecerá un sistema de administración de los volúmenes máximos de importación y exportación que en dichos instrumentos se determinen.

 

Con todo, los decretos que se dicten en virtud de este artículo podrán omitir el establecimiento de volúmenes máximos de importación y exportación anuales, siempre que de la información oficial, validada y proporcionada por los organismos competentes, conste que el consumo interno de la respectiva sustancia o producto controlado es inferior a la meta impuesta por el Protocolo de Montreal, y en tanto dicha circunstancia perdure.

 

Artículo 10.- Para los efectos de esta ley, serán aplicables las excepciones que el Protocolo de Montreal establece para determinadas sustancias controladas.

 

Las excepciones aplicables a cada sustancia o producto controlado serán explicitadas en el o en los decretos que se dicten en conformidad al artículo anterior.

 

Artículo 11.- El Servicio Nacional de Aduanas ejercerá las facultades fiscalizadoras que le otorga la ley para controlar el ingreso y la salida del país de las sustancias y productos controlados, en el momento de cursarse la destinación aduanera y, a posteriori, conforme a las normas establecidas en la Ordenanza de Aduanas y en la ley orgánica del referido Servicio.

 

Artículo 12.- Sin perjuicio de la fiscalización que compete a la autoridad sanitaria, al Servicio Agrícola y Ganadero y demás organismos competentes, corresponderá al Director Nacional de Aduanas impartir las instrucciones relativas a la forma de acreditar el cumplimiento de los requisitos, exigencias, documentos y visaciones aplicables a las sustancias y productos controlados, para la tramitación de las respectivas destinaciones aduaneras.

 

En todo caso, para cursar las destinaciones aduaneras de las sustancias y productos controlados aún no prohibidos, de las correspondientes a volúmenes de importación autorizados, o de los exceptuados en conformidad al artículo 10, el Servicio Nacional de Aduanas exigirá un certificado emitido por la autoridad sanitaria respectiva o por el Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, que señale el lugar autorizado donde se depositarán las respectivas sustancias, la ruta y las condiciones de transporte desde los recintos aduaneros hasta el lugar de depósito indicado, y las modalidades de manipulación de las mismas.

 

Los certificados a que alude el inciso anterior deberán ser otorgados por el organismo competente dentro del tercer día de requerido y la solicitud sólo podrá denegarse mediante resolución fundada, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones sobre silencio negativo establecidas en el artículo 65 de la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.

 

Sin perjuicio de lo anterior, será responsabilidad del importador y del exportador, respectivamente, verificar con su proveedor extranjero o nacional la naturaleza del producto o sustancia importado o exportado, para los efectos de dar cumplimiento a la normativa aplicable, correspondiendo al agente de aduanas verificar el cumplimiento de las exigencias o la obtención de las autorizaciones que procedan,  conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Ordenanza de Aduanas.

 

Artículo 13.- Transcurrido un año desde la fecha en que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9° de esta ley, entre en vigencia la prohibición de importación y exportación de una sustancia o producto controlado, quedará también prohibida la utilización industrial de los mismos.

 

Artículo 14.- Corresponderá al Ministerio de Salud dictar la reglamentación aplicable a la generación, almacenamiento, transporte, tratamiento o reciclaje de las sustancias y productos controlados, en la que deberán incluirse las normas que permitan una adecuada fiscalización de las actividades anteriores.

 

Artículo 15.- El reglamento establecerá las demás normas necesarias para la adecuada aplicación de lo previsto en este Título, sin perjuicio de las atribuciones normativas que la ley confiere a los organismos competentes en la materia.”.

- - -

 

A continuación, ha consultado el siguiente Título III, nuevo, y su correspondiente epígrafe:

“Título III

De las medidas de difusión, evaluación, prevención y protección”

- - -

Artículo 1º



Ha pasado a ser Artículo 18, con el texto ordenado como se indicará en su oportunidad.

Artículo 2º



Ha pasado a ser Artículo 16, con la siguiente redacción:

 

“Artículo 16.- Para la comercialización y utilización industrial de productos controlados que no estén prohibidos en conformidad a esta ley, en sus etiquetas y publicidad deberá incluirse un aviso destacado que advierta que dicho producto deteriora la capa de ozono.

 

El contenido, forma, dimensiones y demás características de este aviso serán determinadas por la normativa técnica que para tal efecto dictará el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

 

Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.

Artículo 3º



Ha pasado a ser Artículo 21, con las modificaciones que se indicarán en su oportunidad.

Artículo 4º



Ha pasado a ser Artículo 19, con las modificaciones que se indicarán en su momento.
Artículo 5º



Ha pasado a ser Artículo 17, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 17.- Los efectos científicamente comprobados que produzca la radiación ultravioleta sobre la salud humana serán evaluados periódicamente por el Ministerio de Salud, sin perjuicio de las funciones que la ley asigne a otros organismos para la evaluación de dichos efectos sobre el ganado, especies vegetales cultivadas, flora y fauna y ecosistemas dependientes o relacionados.”.

Artículo 6º

 

Ha pasado a ser Artículo 20, con las modificaciones que se indicarán.

Artículo 7º



Ha pasado a ser Artículo 22, en los mismos términos.

Artículo 8º



Ha pasado a ser Artículo 24, con las modificaciones que se indicarán en su momento.

- - -



Como se señaló, ha consultado como Artículo 18, el Artículo 1º, sustituyendo la expresión “Tabla”, por “tabla”, y ordenado en la forma que se señala:

 

“Artículo 18.- Los informes meteorológicos emitidos por medios de comunicación social deberán incluir antecedentes acerca de la radiación ultravioleta y sus fracciones, y de los riesgos asociados.

 

Los organismos públicos y privados que midan radiación ultravioleta lo harán de acuerdo con los estándares internacionales y entregarán la información necesaria a la Dirección Meteorológica de Chile para su difusión. Estos informes deberán expresar el índice de radiación ultravioleta según la tabla que establece para estos efectos la Organización Mundial de la Salud, e indicarán, además, los lugares geográficos en que se requiera de protección especial contra los rayos ultravioleta.”.

- - -



Como se indicara, ha consultado como artículo 19, el artículo 4º, reemplazado por el siguiente:

 

“Artículo 19.- Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en los artículos 184 del Código del Trabajo y 67 de la ley Nº 16.744, los empleadores deberán adoptar las medidas necesarias para proteger eficazmente a los trabajadores cuando puedan estar expuestos a radiación ultravioleta. Para estos efectos, los contratos de trabajo o reglamentos internos de las empresas, según el caso, deberán especificar el uso de los elementos protectores correspondientes, de conformidad con las disposiciones del Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo.

 

Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los funcionarios regidos por las leyes Nºs. 18.834 y 18.883, en lo que fuere pertinente.”.

- - -



Como se señalara, ha incorporado como Artículo 20, el Artículo 6º, sustituido por el siguiente:

 

“Artículo 20.- Los instrumentos y artefactos que emitan radiación ultravioleta, tales como lámparas o ampolletas, deberán incluir en sus especificaciones técnicas o etiquetas, una advertencia de los riesgos a la salud que su uso puede ocasionar.

 

El contenido, forma, dimensiones y demás características de esta advertencia serán determinadas por la normativa técnica que para tal efecto dictará el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en conjunto con el Ministerio de Salud.

 

Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, sin perjuicio de las facultades de la autoridad sanitaria en materia de protección de la salud de las personas.”.

- - -



Como se indicara, ha consultado como artículo 21, el artículo 3º, sustituido por el siguiente:



“Artículo 21.- Los bloqueadores, anteojos y otros dispositivos o productos protectores de la quemadura solar, deberán llevar indicaciones que señalen el factor de protección relativo a la equivalencia del tiempo de exposición a la radiación ultravioleta sin protector, indicando su efectividad ante diferentes grados de deterioro de la capa de ozono.

 

Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.”.

- - -



Según se señalara, ha incorporado como artículo 22, el texto contenido en el artículo 7º, sin modificaciones:

- - -

 

Ha consultado el siguiente título nuevo y su epígrafe.

“Título IV

De las infracciones y sanciones”



Ha incorporado el siguiente Artículo 23, nuevo:

 

“Artículo 23.- El que importare o exportare sustancias o productos controlados infringiendo las disposiciones de esta ley, sus reglamentos o normas técnicas, será sancionado con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales, cuyo producto ingresará a rentas generales de la Nación.

 

Las sanciones por las infracciones antes citadas se aplicarán administrativamente por el Servicio Nacional de Aduanas, mediante el procedimiento establecido en el Título II del Libro III de la Ordenanza de Aduanas, pero no regirá a su respecto la rebaja establecida en el artículo 188 de dicho cuerpo normativo.



De las multas aplicadas conforme al inciso anterior se podrá reclamar ante la Junta General de Aduanas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 189 de la Ordenanza de Aduanas.

 

Con todo, en caso de que las infracciones sean constitutivas de delitos de contrabando u otros previstos en las leyes vigentes, los responsables serán sancionados penalmente conforme a dichas normas legales.”.

- - -

 

Según se indicara, ha incorporado como Artículo 24, el texto contenido en el artículo 8º, sustituido como sigue:

 

“Artículo 24.- Las demás infracciones de las disposiciones de esta ley serán sancionadas con multa, a beneficio fiscal, de 2 hasta 50 unidades tributarias mensuales.

 

Será competente para conocer de dichas infracciones el juez de policía local correspondiente, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo, en su caso.”.

- - -



Ha incorporado el siguiente Artículo 25, nuevo:

 

“Artículo 25.- El Director Nacional de Aduanas ordenará, por la vía administrativa y previa coordinación con la autoridad sanitaria o el Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, la eliminación o disposición final de las sustancias y productos prohibidos, y de aquellos cuya importación y exportación quede prohibida en virtud de lo dispuesto en esta ley.”.

- - -



Ha agregado el siguiente título V, con los artículos 26, 27 y 28, nuevos, que se consignan:

“Título V

Disposiciones varias

 

Artículo 26.- No será aplicable la exigencia del certificado previsto en el artículo 12 de esta ley respecto del bromuro de metilo destinado a utilizarse en aplicaciones de cuarentena o de preembarque. En los demás casos, el certificado para dicha sustancia será otorgado por el Servicio Agrícola y Ganadero.

 

Artículo 27.- Las entidades importadoras, distribuidoras y usuarias de bromuro de metilo tendrán la obligación de declarar al Servicio Agrícola y Ganadero, trimestralmente, las cantidades del producto, adquiridas, almacenadas, distribuidas y utilizadas, por actividad productiva específica.

 

Artículo 28.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia desde la fecha de su publicación.”.

- - -



El señor Secretario General señala que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales aprobó, por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín, las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados, y propone a la Sala adoptar la misma resolución.



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, la Honorable Senadora señora Matthei y los Honorables Senadores señores Ávila, Ruiz De Giorgio, Ríos y Naranjo, y el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

___________________



Durante su intervención, la Honorable Senadora señora Matthei, en conformidad al número 7º del artículo 131 del Reglamento de la Corporación, formula una indicación, solicitando que sea votada en el acto, para enviar el proyecto a las Comisiones de Economía y Agricultura, unidas, con el objeto de que analicen aquellas disposiciones relativas a los volúmenes y criterios de distribución de cuotas anuales de importación y exportación, y lo concerniente a algunas sustancias especiales que se utilizan en la agricultura.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Prokurica.



El señor Presidente pone en votación la indicación formulada por la Honorable Senadora señora Matthei, la que resulta aprobada por 16 votos a favor y 12 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Aburto, Arancibia, Canessa, Cariola, Coloma, Martínez, Moreno, Orpis, Parra, Romero, Ruiz-Esquide, Silva, Valdés, Vega y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, García, Gazmuri, Horvath, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Prokurica, Ríos, Ruiz De Giorgio y Stange.



El señor Presidente señala que el proyecto de ley se envía a las Comisiones de Economía y Agricultura, unidas.

______________________________



El señor Presidente, en atención a la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, hecha presente por el Ejecutivo para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, correspondiente al Boletín Nº 3.939-06, que debe ser analizado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y por la Comisión de Hacienda, propone a la Sala solicitar a los Presidentes de las respectivas Comisiones que las citen en un horario previo a la sesión especial de Sala convocada para el día de mañana, con la finalidad de ocuparse del Informe de la Comisión Especial sobre Seguridad Ciudadana que da cuenta del estudio efectuado en ese ámbito y formula recomendaciones, correspondiente al Boletín Nº S 694-12 y sugiere, asimismo, fijar la hora de inicio de esta sesión especial a las 12:30 horas.



Consultada la Corporación, así se acuerda.

______________________________

Observaciones, en primer trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia el señor Presidente de la República al Proyecto de Reforma Constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín y Romero, y del ex Senador señor Díez, y de los Honorables Senadores señores Silva y Viera-Gallo, y de los ex Senadores señores Bitar y Hamilton, que introduce diversas modificaciones 

a la Carta Fundamental



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de las observaciones de Su Excelencia el Presidente de la República formuladas al proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de las observaciones, en primer trámite constitucional, de Su Excelencia el Presidente de la República formuladas al proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín y Romero, y del ex Senador señor Díez, y de los Honorables Senadores señores Silva y Viera-Gallo, y de los ex Senadores señores Bitar y Hamilton que introduce diversas modificaciones a la Carta Fundamental, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 2.526-07 y 2.534-07, refundidos.



Previene el señor Secretario que, en mérito de lo dispuesto en el artículo 116 de la Carta Fundamental, las observaciones de Su Excelencia el Presidente de la República a los artículos 16, 47, 48, 50, 58 y 72 de la Constitución Política de la República, y la disposición cuadragésimaoctava transitoria requieren para su aprobación el voto conforme de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio. Por su parte, las observaciones de Su Excelencia el Presidente de la República a los artículos 19, 81, 82, 83 y 116 de la Carta Fundamental, y las disposiciones cuadragésimatercera transitoria, cuadragésimacuarta transitoria, cuadragésimaquinta transitoria y cuadragésimanovena transitoria deben ser aprobadas con el voto conforme de las dos terceras partes de los señores Senadores en ejercicio.



Las observaciones de Su Excelencia el señor Presidente de la República son las siguientes:

artículo 16

 

1) Reemplázase en el Artículo 16, Nº 2º de la Constitución Política de la República, la expresión “procesada” por “acusada”;

artículo 19

 

2) Sustitúyese el Artículo 19, N° 4º de la Constitución Política de la República, por el siguiente:



“El respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia.”;

 

3) Incorpórase el siguiente inciso segundo al Artículo 19, Nº 7º, letra e) del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional:



“La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del imputado por los delitos a que se refiere el Artículo 9, será conocida por el tribunal superior que corresponda, integrado exclusivamente por miembros titulares. La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.”;

 

4) Reemplázase en el Artículo 19, N° 7º, letra i) de la Constitución Política de la República, la expresión “sometido a proceso” por “acusado”;

 

5) Agrégase al final del párrafo cuarto del número 16º, del Artículo 19 de la Constitución Política de la República, el siguiente texto:



“Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación con tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.”;

artículo 47

 

6) Elimínase en el inciso primero del Artículo 47 de la Constitución Política de la República, la expresión “y senadores” y en el nuevo inciso tercero del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, para reemplazar la palabra “por” por “con”;

 

7) Reemplázase en el nuevo inciso sexto del Artículo 47 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, la expresión “detentaba” por “ejercía”;

artículo 48

 

8) Intercálase en el nuevo Artículo 48, Nº 1, letra c) del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, el siguiente inciso tercero:



“No obstante, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.”;

artículo 50

 

9) Agrégase en el Artículo 50, N° 1, inciso sexto del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, después de la palabra “Congreso” la siguiente expresión: “, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste”;

artículo 58

 

10) Sustitúyense en el inciso segundo del Artículo 58, de la Constitución Política de la República, la frase “o designación, o desde el de su incorporación, según el caso, puede ser procesado” por “o desde su juramento, según el caso, puede ser acusado”, y en el inciso cuarto reemplázase la palabra “acusado” por “imputado”;

artículo 72

 

11)
Sustitúyese el numeral 33 del artículo 1º proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente: 



“33. Reemplázase el inciso primero del artículo 72, por el siguiente:



 “Artículo 72. Si el Presidente de la República no devolviere el proyecto dentro de treinta días, contados desde la fecha de su remisión, se entenderá que lo aprueba y se promulgará como ley.”;

artículo 81

 

12) En el Artículo 81 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, sustitúyese el inciso segundo del proyecto aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente: 



“Los miembros del Tribunal durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que los inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidos a las normas de los artículos 55, 56 y 78 y no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni cualquier acto de los establecidos en el inciso segundo y tercero del Artículo 57.”;

 

13) Sustitúyese el inciso penúltimo del Artículo 81 del proyecto de reforma constitucional aprobado proyecto el H. Congreso Nacional, por el siguiente:



“El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros y en el segundo de, a lo menos, cuatro. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho. El Tribunal en pleno resolverá en definitiva las atribuciones indicadas en los números 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º y 11º del artículo siguiente. Para el ejercicio de sus restantes atribuciones, podrá funcionar en pleno o en sala de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional respectiva.”;

 

14) Sustitúyese el inciso final del Artículo 81 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente:

 

“Una ley orgánica constitucional determinará su organización, funcionamiento, procedimientos y fijará la planta, régimen de remuneraciones y estatuto de su personal.”;

artículo 82

 

15) Incorpórase en el Artículo 82, Nº 2, del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, después de la palabra “Elecciones”, la siguiente frase: “, y de las instrucciones generales emanadas del Ministerio Público”;

 

16) Incorpórase en el Artículo 82, Nº 12, del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, después de la expresión “tribunales de justicia” la siguiente frase final: “, que no correspondan al Senado”;

 

17) Reemplázase el inciso tercero del Artículo 82 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, la frase “Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte en juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, cuando sea afectada por lo dispuesto en el respectivo autoacordado.” por la siguiente: “Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte en juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o desde la primera actuación del procedimiento penal, cuando sea afectada en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en el respectivo autoacordado o instrucción general del Ministerio Público, respectivamente.”;

 

18) Reemplázase el inciso duodécimo del Artículo 82 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente:



“En el caso del número 7º, una vez resuelta en sentencia previa la declaración de inaplicabilidad de un precepto legal, conforme al número 6º de este artículo, habrá acción pública para requerir al Tribunal la declaración de inconstitucionalidad, sin perjuicio de la facultad de éste para declararla de oficio. Corresponderá a la ley orgánica constitucional respectiva establecer los requisitos de admisibilidad, en el caso de que se ejerza la acción pública, como asimismo regular el procedimiento que deberá seguirse para actuar de oficio.”

artículo 83

 

19) Suprímese en el inciso segundo del Artículo 83 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, la siguiente expresión: “o en autoacordado en su caso”, cambiando la coma (,) después de la palabra “trate” por un punto (.);

 

20) Sustitúyese el inciso tercero del Artículo 83 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente:.



“En el caso del N° 16 del Artículo 82, el decreto supremo impugnado quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de la sentencia del Tribunal que acoja el reclamo. No obstante, el precepto declarado inconstitucional en conformidad a lo dispuesto en los numerales 2, 4 ó 7 del Artículo 82, se entenderá derogado desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia que acoja el reclamo, la que no producirá efecto retroactivo.”;

 

21) Sustitúyese en el inciso final del Artículo 83 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, después de la expresión “parte de una ley” la letra “o” por una coma (,) y para agregar después de “decreto con fuerza de ley” precedido de una coma (,) lo siguiente: “de un decreto supremo, autoacordado o instrucción general del Ministerio Público, en su caso.”;

artículo 116

 

22) Sustitúyese el inciso final del artículo 116, de la Constitución Política de la República, por el siguiente:



“En lo no previsto en este capítulo, serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley, debiendo respetarse siempre los quórums señalados en el inciso anterior.”;

Disposición 43ª transitoria

 

23) Modifícase la Disposición Cuadragésimatercera transitoria del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, de la siguiente forma:



a) Incorpórase en su inciso segundo después de la palabra “Senado”, lo siguiente: “la Corte Suprema”;

b) Sustitúyese el párrafo quinto por el siguiente:



“Los actuales Ministros de la Corte Suprema que lo sean a su vez del Tribunal Constitucional, quedarán suspendidos temporalmente en el ejercicio de sus cargos en dicha Corte, seis meses después que se publique la presente reforma constitucional y sin afectar sus derechos funcionarios. Reasumirán esos cargos al término del período por el cual fueron nombrados en el Tribunal Constitucional o cuando cesen en este último por cualquier motivo.”;



c) Intercálase el siguiente inciso sexto:”La Corte Suprema nominará, en conformidad a la letra c) del Artículo 81, los abogados indicados en la medida que se vayan generando las vacantes correspondientes. No obstante, el primero de ellos será nombrado por tres años, el segundo por seis años y el tercero por nueve años. El que haya sido nombrado por tres años podrá ser reelegido.”;

Disposición 44ª transitoria

 

24) Sustitúyese el inciso primero de la Disposición Cuadragésimacuarta transitoria del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por la siguiente:



“Cuadragésimacuarta.- Los tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de la presente reforma constitucional, que versen sobre materias que conforme a la Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, se entenderá que han cumplido con estos requisitos.”;

Disposición 45ª transitoria

 

25) Sustitúyese la Disposición Cuadragésimaquinta transitoria del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por la siguiente:



“Cuadragésimaquinta. Las reformas introducidas al Capítulo VII entran en vigor seis meses después de la publicación de la presente reforma constitucional con la excepción de lo regulado en la Disposición Cuadragésimatercera.”;

Disposición 48ª transitoria

 

26) Sustitúyese la Disposición cuadragésimaoctava transitoria del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por la siguiente:



“Cuadragésimaoctava. No obstante, la modificación al Artículo 16 Nº 2 de esta Constitución, también se suspenderá el derecho de sufragio de las personas procesadas por hechos anteriores al 16 de Junio de 2005, por delitos que merezcan pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.”;

Disposición 49ª transitoria



 27) Incorpórase la siguiente Disposición cuadragésimanovena transitoria, nueva, a la Constitución Política de la República:



“Cuadragésimanovena. En tanto no se creen los tribunales especiales a que alude el párrafo cuarto del número 16° del Artículo 19, las reclamaciones motivadas por la conducta ética de los profesionales que no pertenezcan a colegios profesionales, serán conocidas por los tribunales ordinarios.”.

_____________________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Subsecretario del Interior.



Así se acuerda.

_____________________



A continuación, el señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Espina, en su calidad de Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, quien efectúa una exposición respecto de las observaciones formuladas por S. E. el Presidente de la República y propone a la Sala su aprobación, en los mismos términos en que han sido enunciadas.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien solicita que las observaciones signadas con los números 15), 17) y 21) sean votadas separadamente.



El señor Presidente recuerda que, de conformidad con lo establecido en el artículo 188 del Reglamento de la Corporación, cada una de las observaciones de S. E. el Presidente de la República deben ser votadas separadamente.

- - -



El señor Presidente pone en discusión en general y en particular a la vez la observación signada con el número 1), no haciendo uso de la palabra ningún señor Senador.



Cerrado el debate y puesta en votación la observación signada con el número 1), es aprobada por 34 votos a favor, de un total de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 116 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Foxley, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



A continuación, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular a la vez, en forma separada y sucesiva, las observaciones signadas con los números 2), 3) y 4), no haciendo uso de la palabra ningún señor Senador.



Cerrado el debate respecto de las observaciones números 2), 3) y 4), y puestas en votación, en forma separada y sucesiva, resultan aprobadas con la misma votación obtenida por la observación número 1).



Inmediatamente, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular a la vez, la observación número 5), y ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la observación signada con el número 5), es aprobada por 33 votos a favor y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores Canessa y Martínez, de un total 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 116 de la Constitución Política de la República.



El señor Presidente señala, respecto de los 33 votos a favor, que en ellos se incluye el voto del Honorable Senador señor Muñoz Barra, y que los 32 restantes corresponden a los mismos señores Senadores que se pronunciaron a favor en las precedentes observaciones.



Luego, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular a la vez, en forma separada y sucesiva, las observaciones números 6), 7), 8), 9), 10), 11), 12), 13), 14), 16), 18), 19), 20), 22), 23), 24), 25), 26) y 27), no haciendo uso de la palabra ningún señor Senador.

  

Cerrado el debate respecto de las observaciones números 6), 7), 8), 9), 10), 11), 12), 13), 14), 16), 18), 19), 20), 22), 23), 24), 25), 26) y 27), y puestas en votación, en forma separada y sucesiva, resultan aprobadas por 35 votos a favor de los Honorables señores Senadores anteriormente individualizados, de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 116 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular a la vez, en forma separada y sucesiva, las observaciones signadas con los números 15), 17) y 21).



El Honorable Senador señor Viera-Gallo hace uso de la palabra respecto de la observación número 15).



Respecto de las observaciones números 17) y 21), ningún señor Senador hace uso de la palabra.



El señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro del Interior, quien expresa que el Ejecutivo retira la observación número 15) y, asimismo, retira de las observaciones números 17) y 21) las frases “o instrucción general del Ministerio Público, respectivamente” y “o instrucción general del Ministerio Público”, respectivamente.



En consecuencia, el señor Presidente señala que la observación signada con el número 15) queda retirada, según lo manifestado por el señor Ministro del Interior.



Cerrado el debate sobre las observaciones números 17) y 21), el señor Presidente las pone en votación, excluyendo de las mismas las frases anteriormente indicadas por el Ejecutivo, y resultan aprobadas por 35 votos a favor de los Honorables señores Senadores precedentemente individualizados, de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 116 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto de las observaciones aprobadas por el Senado es del tenor siguiente

“artículo 16

 

1) Reemplázase en el Artículo 16, Nº 2º de la Constitución Política de la República, la expresión “procesada” por “acusada”;

artículo 19

 

2) Sustitúyese el Artículo 19, N° 4º de la Constitución Política de la República, por el siguiente:



“El respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia.”;

 

3) Incorpórase el siguiente inciso segundo al Artículo 19, Nº 7º, letra e) del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional:



“La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del imputado por los delitos a que se refiere el Artículo 9, será conocida por el tribunal superior que corresponda, integrado exclusivamente por miembros titulares. La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.”;

 

4) Reemplázase en el Artículo 19, N° 7º, letra i) de la Constitución Política de la República, la expresión “sometido a proceso” por “acusado”;

 

5) Agrégase al final del párrafo cuarto del número 16º, del Artículo 19 de la Constitución Política de la República, el siguiente texto:



“Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación con tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.”;

artículo 47

 

6) Elimínase en el inciso primero del Artículo 47 de la Constitución Política de la República, la expresión “y senadores” y en el nuevo inciso tercero del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, para reemplazar la palabra “por” por “con”;

 

7) Reemplázase en el nuevo inciso sexto del Artículo 47 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, la expresión “detentaba” por “ejercía”;

artículo 48

 

8) Intercálase en el nuevo Artículo 48, Nº 1, letra c) del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, el siguiente inciso tercero:



“No obstante, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.”;

artículo 50

 

9) Agrégase en el Artículo 50, N° 1, inciso sexto del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, después de la palabra “Congreso” la siguiente expresión: “, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste”;

artículo 58

 

10) Sustitúyense en el inciso segundo del Artículo 58, de la Constitución Política de la República, la frase “o designación, o desde el de su incorporación, según el caso, puede ser procesado” por “o desde su juramento, según el caso, puede ser acusado”, y en el inciso cuarto reemplázase la palabra “acusado” por “imputado”;

artículo 72

 

11)
Sustitúyese el numeral 33 del artículo 1º proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente: 



“33. Reemplázase el inciso primero del artículo 72, por el siguiente:



 “Artículo 72. Si el Presidente de la República no devolviere el proyecto dentro de treinta días, contados desde la fecha de su remisión, se entenderá que lo aprueba y se promulgará como ley.”;

artículo 81

 

12) En el Artículo 81 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, sustitúyese el inciso segundo del proyecto aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente: 



“Los miembros del Tribunal durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que los inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidos a las normas de los artículos 55, 56 y 78 y no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni cualquier acto de los establecidos en el inciso segundo y tercero del Artículo 57.”;

 

13) Sustitúyese el inciso penúltimo del Artículo 81 del proyecto de reforma constitucional aprobado proyecto el H. Congreso Nacional, por el siguiente:



“El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros y en el segundo de, a lo menos, cuatro. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho. El Tribunal en pleno resolverá en definitiva las atribuciones indicadas en los números 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º y 11º del artículo siguiente. Para el ejercicio de sus restantes atribuciones, podrá funcionar en pleno o en sala de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional respectiva.”;

 

14) Sustitúyese el inciso final del Artículo 81 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente:

 

“Una ley orgánica constitucional determinará su organización, funcionamiento, procedimientos y fijará la planta, régimen de remuneraciones y estatuto de su personal.”;

artículo 82

 

15) Incorpórase en el Artículo 82, Nº 12, del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, después de la expresión “tribunales de justicia” la siguiente frase final: “, que no correspondan al Senado”;

 

16) Reemplázase el inciso tercero del Artículo 82 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, la frase “Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte en juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, cuando sea afectada por lo dispuesto en el respectivo autoacordado.” por la siguiente: “Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte en juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o desde la primera actuación del procedimiento penal, cuando sea afectada en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en el respectivo autoacordado.”;

 

17) Reemplázase el inciso duodécimo del Artículo 82 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente:



“En el caso del número 7º, una vez resuelta en sentencia previa la declaración de inaplicabilidad de un precepto legal, conforme al número 6º de este artículo, habrá acción pública para requerir al Tribunal la declaración de inconstitucionalidad, sin perjuicio de la facultad de éste para declararla de oficio. Corresponderá a la ley orgánica constitucional respectiva establecer los requisitos de admisibilidad, en el caso de que se ejerza la acción pública, como asimismo regular el procedimiento que deberá seguirse para actuar de oficio.”

artículo 83

 

18) Suprímese en el inciso segundo del Artículo 83 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, la siguiente expresión: “o en autoacordado en su caso”, cambiando la coma (,) después de la palabra “trate” por un punto (.);

 

19) Sustitúyese el inciso tercero del Artículo 83 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por el siguiente:.



“En el caso del N° 16 del Artículo 82, el decreto supremo impugnado quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de la sentencia del Tribunal que acoja el reclamo. No obstante, el precepto declarado inconstitucional en conformidad a lo dispuesto en los numerales 2, 4 ó 7 del Artículo 82, se entenderá derogado desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia que acoja el reclamo, la que no producirá efecto retroactivo.”;

 

20) Sustitúyese en el inciso final del Artículo 83 del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, después de la expresión “parte de una ley” la letra “o” por una coma (,) y para agregar después de “decreto con fuerza de ley” precedido de una coma (,) lo siguiente: “de un decreto supremo o de un autoacordado, en su caso.”;

artículo 116

 

21) Sustitúyese el inciso final del artículo 116, de la Constitución Política de la República, por el siguiente:



“En lo no previsto en este capítulo, serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley, debiendo respetarse siempre los quórums señalados en el inciso anterior.”;

Disposición 43ª transitoria

 

22) Modifícase la Disposición Cuadragésimatercera transitoria del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, de la siguiente forma:



a) Incorpórase en su inciso segundo después de la palabra “Senado”, lo siguiente: “la Corte Suprema”;

b) Sustitúyese el párrafo quinto por el siguiente:



“Los actuales Ministros de la Corte Suprema que lo sean a su vez del Tribunal Constitucional, quedarán suspendidos temporalmente en el ejercicio de sus cargos en dicha Corte, seis meses después que se publique la presente reforma constitucional y sin afectar sus derechos funcionarios. Reasumirán esos cargos al término del período por el cual fueron nombrados en el Tribunal Constitucional o cuando cesen en este último por cualquier motivo.”;



c) Intercálase el siguiente inciso sexto:”La Corte Suprema nominará, en conformidad a la letra c) del Artículo 81, los abogados indicados en la medida que se vayan generando las vacantes correspondientes. No obstante, el primero de ellos será nombrado por tres años, el segundo por seis años y el tercero por nueve años. El que haya sido nombrado por tres años podrá ser reelegido.”;

Disposición 44ª transitoria

 

23) Sustitúyese el inciso primero de la Disposición Cuadragésimacuarta transitoria del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por la siguiente:



“Cuadragésimacuarta.- Los tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de la presente reforma constitucional, que versen sobre materias que conforme a la Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, se entenderá que han cumplido con estos requisitos.”;

Disposición 45ª transitoria

 

24) Sustitúyese la Disposición Cuadragésimaquinta transitoria del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por la siguiente:



“Cuadragésimaquinta. Las reformas introducidas al Capítulo VII entran en vigor seis meses después de la publicación de la presente reforma constitucional con la excepción de lo regulado en la Disposición Cuadragésimatercera.”;

Disposición 48ª transitoria

 

25) Sustitúyese la Disposición cuadragésimaoctava transitoria del proyecto de reforma constitucional aprobado por el H. Congreso Nacional, por la siguiente:



“Cuadragésimaoctava. No obstante, la modificación al Artículo 16 Nº 2 de esta Constitución, también se suspenderá el derecho de sufragio de las personas procesadas por hechos anteriores al 16 de Junio de 2005, por delitos que merezcan pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.”;

Disposición 49ª transitoria



 26) Incorpórase la siguiente Disposición cuadragésimanovena transitoria, nueva, a la Constitución Política de la República:



“Cuadragésimanovena. En tanto no se creen los tribunales especiales a que alude el párrafo cuarto del número 16° del Artículo 19, las reclamaciones motivadas por la conducta ética de los profesionales que no pertenezcan a colegios profesionales, serán conocidas por los tribunales ordinarios.”.”.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--De la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), a los señores Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción, sobre otorgamiento del beneficio de zona extrema, contemplado en el correspondiente proyecto de mejoramiento, a los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca.



--Del Honorable Senador señor García:



1) Al señor Ministro de Hacienda, respecto del beneficio denominado “Quinquenio Penitenciario” para funcionarios de Gendarmería de Chile.



2) Al señor Ministro de Ecuación, sobre el estado de tramitación del proyecto “Construcción Vías de Evacuación Liceo Padre Alberto Hurtado Cruchaga de Loncoche”.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_______________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista y del Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere al descubrimiento de arsenales en los predios de la ex Colonia Dignidad.

_______________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero, quien efectúa algunas observaciones sobre la intervención del Honorable Senador señor Naranjo.

_______________________



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor García, quien se refiere a la necesidad de pavimentar el camino al volcán Villarrica.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas para que, si lo tiene a bien, considere la pronta ejecución de los trabajos de asfaltado del referido camino.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

_______________________



En seguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien, luego de adherir a las expresiones del Honorable Senador señor Cantero y al oficio solicitado por el Honorable Senador señor García, se refiere a la necesidad de revisar el proceso de licitación que se está llevando a cabo en la carretera que se extiende desde La Serena hasta la ciudad de Caldera.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre la materia señalada.



Asimismo, el Honorable Senador señor Prokurica se refirió al hecho que el 54% de los oficios enviados por esta Corporación no son contestados por el Ejecutivo, por lo que solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación respecto del tema planteado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

_______________________



Inmediatamente y en el tiempo que resta al Comité Partido Renovación Nacional, el Honorable Senador señor Cantero hace uso de la palabra y se refiere a la no celebración de la sesión especial convocada para ocuparse del hallazgo de armas en la ex Colonia Dignidad.



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, para que pueda vindicarse, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 114 del Reglamento de la Corporación.

_______________________



En el tiempo del Comité Institucionales 1, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Martínez, quien se refiere a la intervención del Honorable Senador señor Naranjo sobre el descubrimiento de arsenales en los predios de la ex Colonia Dignidad.



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, para que pueda vindicarse, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 114 del Reglamento de la Corporación.



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Canessa, quien adhiere a las expresiones del Honorable Senador señor Martínez y se refiere a la intervención del Honorable Senador señor Naranjo sobre el descubrimiento de arsenales en los predios de la ex Colonia Dignidad.



En el tiempo que resta al Comité Institucionales 1, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Vega, quien adhiere a las expresiones de los Honorables Senadores señores Martínez y Canessa, y a las palabras pronunciadas pertinentemente por el Honorable Senador señor Cantero, y se refiere a la intervención del Honorable Senador señor Naranjo sobre el descubrimiento de arsenales en los predios de la ex Colonia Dignidad.

_______________________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Moreno, quien se refiere a la trascendencia de las reformas constitucionales despachadas por el Congreso Nacional.

_______________________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Fernández, quien se refiere a la importancia de las reformas constitucionales aprobadas por el Parlamento.



En el tiempo que resta al Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma, quien reflexiona acerca del momento histórico en que se han aprobado las reformas a la Constitución Política de la República.



Asimismo, el señor Senador se refiere a los accidentes nocturnos ocurridos en las vías férreas del país y solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre la materia indicada.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hizo uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión el Comité Institucionales 2.

_____________

Se levanta la sesión.
(Fdo.):CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 27ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 17 DE AGOSTO DE 2.005



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.


Asisten, asimismo, el señor Ministro de Ecuación, don Sergio Bitar y el señor Subsecretario del Interior, don Jorge Correa.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Especial sobre Seguridad Ciudadana que da cuenta del estudio efectuado en ese ámbito y formula recomendaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en el número 2º del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Especial sobre Seguridad Ciudadana que da cuenta del estudio efectuado en ese ámbito y formula recomendaciones, correspondiente al Boletín Nº S 694-12.



Agrega que el Senado, con fecha 9 de septiembre de 2003, aprobó un proyecto de acuerdo por el que se creó una Comisión Especial con el objetivo de estudiar los distintos aspectos que inciden en el tema de la seguridad ciudadana y formular proposiciones al respecto. La referida Comisión quedó integrada por los Honorables Senadores señores Frei (don Eduardo), quien fue elegido Presidente, Cordero, Espina, Núñez y Stange.



El señor Secretario General expresa que la Comisión Especial deja constancia de haber escuchado la opinión de los señores Ministro del Interior y de Justicia, del señor Presidente de la Sala Penal de la Excelentísima Corte Suprema, del señor Fiscal Nacional, del señor General Director de Carabineros de Chile, del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile y de varios especialistas en materia de seguridad ciudadana.



Finalmente, el señor Secretario General indica que la Comisión Especial efectúa diversas recomendaciones en torno a nueve aspectos específicos, que consigna en las páginas 11 a 35 de su informe.

_____________________________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Subsecretario del Interior.



La Sala así lo acuerda.

_____________________________



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Frei (don Eduardo), Presidente de la Comisión Especial sobre Seguridad Ciudadana, quien efectúa una exposición sobre el contenido del informe expedido por la referida Comisión. Asimismo, solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala para enviar copia del señalado informe a diversas autoridades de Gobierno, al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema y al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público.



Consultada la Sala, se acuerda enviar copia del informe a las personas indicadas.



Seguidamente, el señor Presidente propone a la Corporación conceder el uso de la palabra por seis minutos a los señores Senadores que se encuentran inscritos.



La Corporación así lo acuerda.

_____________________________

 

A continuación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Ríos, Núñez, Arancibia, Espina, Silva, Stange y Prokurica.

________________________________



El señor Presidente anuncia que se ha cumplido el objetivo de esta sesión.

_______________________________



Se levanta la sesión.

(Fdo.):CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 28ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 17 DE AGOSTO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Francisco Vidal, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff y el señor Subsecretario de Minería, don Mario Cabezas.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

___________________________



Un vez abierta la sesión, el señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Subsecretario de Minería.



Así se acuerda.



Inmediatamente, el señor Presidente saluda a la Directiva del Partido Radical Social Demócrata, encabezada por su Presidente, don José Antonio Gómez, y a una delegación de la Novena Región, presentes en las tribunas.

___________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones vigésima segunda, ordinaria, de 9 de agosto de 2005, en sus partes pública y secreta, vigésima tercera, especial, de 10 de agosto de 2005, que no se celebró, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 del Reglamento de esta Corporación, y vigésima cuarta, ordinaria, de 10 de agosto de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

Juramento o promesa del nuevo señor Senador, don Guillermo Vásquez Úbeda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4º del Reglamento 

de la Corporación



El señor Presidente toma juramento o promesa al nuevo señor Senador, con arreglo a la fórmula establecida en el artículo 4º del Reglamento del Senado.



El nuevo señor Senador efectúa su promesa individual ante el señor Presidente y éste lo declara incorporado a la Sala.



Se suspende la sesión.



Se reanuda la sesión.

______________________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal (Boletín Nº 3.930-03).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 



Con el segundo, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control de Gasto Electoral (Boletín Nº 3.939-06).


-- Queda retirada la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 3.930-03), con la enmienda que indica.



--  Queda para tabla.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de ley que prorroga el plazo establecido en la ley Nº 19.626 para la construcción del monumento en homenaje del cacique Lautaro (Boletín Nº 3.840-04). 



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República. 



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre el costo del servicio de agua potable prestado por la empresa Aguas Nuevo Sur Maule S.A. en las comunas de Chanco y Pelluhue, en la Región del Maule.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Ocho de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Honorable Senador señor Horvath, que autoriza la construcción de un monumento, archivo y museo en memoria del geógrafo don Juan Steffen Hoffmann (Boletín Nº 3.545-04).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Copiapó en memoria de Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Obispo Emérito de Copiapó (Boletín Nº 3.564-04).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento y santuario en memoria del Padre Pío de Pietrelcina, en la Región del Maule (Boletín Nº 3.719-04).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en memoria del Padre Demetrio Bravo Santibáñez, en la ciudad de Melipilla (Boletín Nº 3.821-04).



5) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Fernández, Horvath, Naranjo, Romero y Sabag, que autoriza erigir un monumento, en la comuna de Puyehue, en homenaje a Su Santidad Juan Pablo II (Boletín Nº 3.828-04).



6) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Cordero y Martínez, que autoriza erigir un monumento, en la comuna de Santiago, en homenaje a Su Santidad Juan Pablo II (Boletín Nº  3.829-04).



7) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Arancibia y Ávila, sobre el lugar donde se erigirá el monumento en memoria de Pablo Neruda a que se refiere la ley Nº 19.871 (Boletín Nº 3.866-04).



8) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Honorable Senador señor Cordero, que autoriza erigir un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del sacerdote Angelo Panigati (Boletín Nº 3.902-04).



De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica diversas normas del Código del Trabajo, contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social (Boletín N° 1.394-13).


Certificados de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control de Gasto Electoral (Boletín Nº 3.939-06).



-- Quedan para tabla.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual solicita eximir de trámite ante ella al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para limitar el cobro de intereses, regular la subasta hipotecaria y enmendar el recurso de revisión (Boletín Nº 3.606-03).



-- Si le parece a la Sala, se accedería a lo solicitado.

Moción



Del Honorable Senador señor Coloma, mediante la cual inicia un proyecto de ley que prohíbe el tránsito de ferrocarriles durante la noche en cruces de caminos públicos en los que no exista guardabarreras o guardavías (Boletín N° 3.958-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Solicitudes



De la señora Juana del Carmen Yáñez González y del señor Heriberto Juan Opazo Maldonado, por medio de las cuales piden la rehabilitación de sus ciudadanías (Boletines números S 822-04 y S 821-04, respectivamente).



-- Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

o o o



Durante la sesión se agrega a la Cuenta el siguiente asunto:



Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha otorgado su aprobación a las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de reforma constitucional que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica (Boletines números 2.526 -07 y 2.534-07), con excepción de la contenida en el número 4, que ha desechado.


-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto aprobado por el Congreso Nacional a Su Excelencia el Presidente de la República.

______________________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien, en representación del Comité Partido Renovación Nacional, le solicita que recabe el asentimiento de la Sala con la finalidad de tratar en el Orden del Día el informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, recaído en el proyecto de ley que modifica diversas normas del Código del Trabajo, contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, correspondiente al Boletín Nº 1.394-13.



Consultada la Sala, se accede a lo solicitado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 95 del Reglamento de la Corporación.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, el que en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, le solicita idéntico parecer de la Sala para tratar en el Orden del Día el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, correspondiente al Boletín Nº 3.930-03.



La Sala otorga su asentimiento unánime, en virtud de la misma norma reglamentaria citada precedentemente.

- - -



En seguida, el Honorable Senador señor Viera-Gallo solicita al señor Presidente que consulte a la Sala sobre la modificación de la tramitación dada al proyecto de ley que flexibiliza el uso del permiso maternal, correspondiente al Boletín Nº 1.309-13, en cuanto a que las indicaciones presentadas a la iniciativa aprobada en general sean analizadas primeramente por la Comisión de Salud y luego por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Consultada la Sala, así se acuerda.

___________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, con certificado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y 

con certificado de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, con certificado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y con certificado de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.939-06.



Previene el señor Secretario General que el artículo 1º del proyecto de ley debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 18 y 19 número 15.º de la misma Carta Fundamental.



El señor Secretario General precisa que las Comisiones que analizaron la iniciativa de ley, la discutieron en general y en particular a la vez, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tener, en el momento de estudiarla, urgencia calificada de “discusión inmediata”, la que, posteriormente, retiró el Ejecutivo.



Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en mérito de los antecedentes consignados en su certificado, aprobó la iniciativa en general por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gazmuri y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín. En cuanto a la discusión en particular, aprobó los distintos numerales del artículo 1º del proyecto de ley, de la siguiente manera: los numerales 1, 2 y 3 con los votos de los Honorables Senadores señores Gazmuri y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín; el numeral 4 fue objeto de dos votaciones, en la primera se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Novoa y Romero, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Gazmuri y Larraín. Repetida la votación conforme lo dispone el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, el referido numeral fue aprobado con los votos de los Honorables Senadores señores Cantero, Larraín y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Gazmuri; el numeral 5 se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores Cantero, Gazmuri y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín; los numerales 6 y 7 se aprobaron con los votos de los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Cantero, Gazmuri y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín; el numeral 8 contó con la aprobación de los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Cantero, Novoa y Núñez, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín; los numerales 9 y 10 fueron aprobados con los votos favorables de los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Cantero y Gazmuri, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín; el numeral 11 se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Gazmuri y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín; los numerales 12 y 13 fueron aprobados de la siguiente forma: en una primera votación se pronunciaron en su favor los Honorables Senadores señores Gazmuri y Novoa, se abstuvieron los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señor Larraín, y votó en contra el Honorable Senador señor Cantero. Repetida la votación de conformidad con el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, ambos numerales resultaron aprobados con los votos de los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Gazmuri y Novoa, la abstención del Honorable Senador señor Larraín y el voto en contra del Honorable Senador señor Cantero; los numerales 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, y 23 fueron aprobados con los votos de los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Cantero, Gazmuri y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín. El artículo 2º contó con la aprobación de los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Cantero, Gazmuri y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.


En consecuencia, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización propone a la Sala dar su aprobación al proyecto de ley en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense en la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, las siguientes modificaciones:



1.- Modifícase el artículo 2º de la siguiente forma:



a) Intercálase en la letra f), entre las expresiones “los intereses” y “de los créditos”, precedidas de una coma (,), la siguiente oración nueva: “el impuesto de timbre y estampillas, los gastos notariales y, en general, todos aquellos gastos en que haya incurrido por efecto de la obtención”.



b) Agréganse en el inciso segundo las siguientes letras, a continuación de la letra g):



“h) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como la alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares. Estos podrán ser rendidos, sin justificación detallada, hasta por el 10% del límite total autorizado al candidato o partido político. No obstante, será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo o justificarla debidamente en conformidad al artículo 31 b) de esta ley.



i) Gastos por trabajos de campaña, proporcionados por personas con carácter voluntario, debidamente avaluados de acuerdo a criterios objetivos.”.



2.- Sustitúyese el inciso tercero del artículo 3º por el siguiente:



“Los candidatos no podrán realizar gastos electorales de propaganda dirigida directa o indirectamente a promover el voto, antes del plazo que esta ley establece y especialmente 30 días antes de su vencimiento. Si así fuere, comprobado por el Servicio Electoral después de investigar denuncias fundadas, dichos gastos se computarán dentro del monto establecido como límite en el artículo 4º de esta ley.”.



3.- Incorpórase al artículo 6º el siguiente inciso tercero:



“Similar procedimiento al establecido en los incisos anteriores se verificará para la denuncia de cualquier otra infracción a esta ley.”.



4.- Reemplázase el inciso primero del artículo 9º por el siguiente:



“Ninguna persona podrá aportar a un mismo candidato, y en una misma elección, una suma que exceda al equivalente en pesos de mil unidades de fomento en el caso de candidatos a alcalde o concejal; de mil doscientas cincuenta unidades de fomento tratándose de candidatos a diputado o senador y de dos mil unidades de fomento en el caso de candidatos presidenciales. No obstante, en el caso de la situación prevista en el artículo 26, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, ésta será entendida como otra elección, pudiendo aportar hasta setecientas unidades de fomento en la misma. En todo caso, el total de aportes que una misma persona podrá hacer a distintos candidatos o a un partido político en una misma elección no podrá exceder, del equivalente en pesos, de diez mil unidades de fomento.”.



5.- Elimínase en el artículo 13 la siguiente frase: “Quedarán excluidas de las normas de este Párrafo las candidaturas a Presidente de la República.”.



6.- Agrégase el siguiente artículo 13 bis:



“Artículo 13 bis.- Tratándose de candidaturas a Presidente de la República, el Fisco financiará, en los términos del artículo 15, los gastos de campaña electoral en que incurran los candidatos y los partidos políticos que presenten candidatos.



El reembolso alcanzará a una suma que no excederá el equivalente, en pesos, a tres centésimos de unidad de fomento por voto obtenido por el candidato respectivo.



En el caso de lo dispuesto en el artículo 26, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, dicho reembolso será de un centésimo de unidad de fomento por voto obtenido por el candidato respectivo.”.



7.- Agrégase en el inciso primero del artículo 14 la expresión “,alcaldes” después de la palabra “diputados”.



8.- Sustitúyese el artículo 14 bis por el siguiente:



“Artículo 14 bis.- Los endosos se regirán bajo las reglas generales aplicables a éstos.



Los candidatos podrán ceder su derecho a reembolso a sus partidos cuando éstos hubieren asumido el pago correspondiente a los proveedores por bienes y servicios prestados en la campaña electoral.



Los candidatos y los partidos políticos que contraten créditos con instituciones del sistema financiero, registradas ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrán otorgar a éstas un mandato por el cual el Servicio Electoral autorizará el pago de los créditos con el reembolso que se determine, ciñéndose al efecto a las instrucciones que dicte el Director del Servicio Electoral. Para ello, el Administrador Electoral o el Administrador General Electoral respectivo, deberán acreditar la obtención del crédito y la efectividad del uso de éste en la campaña electoral.



Lo dispuesto en los dos incisos precedentes deberá ser comunicado al Servicio Electoral para su pago preferente, en conformidad al procedimiento del artículo siguiente.”.



9.- Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:



“Artículo 15.- Finalizado el proceso electoral, y rendidas las cuentas a que se refiere el Título III de esta ley, el Fisco reembolsará a los candidatos, a los candidatos independientes que no estuvieren incluidos en un pacto o subpacto y a los partidos, los gastos electorales en que hubieren incurrido durante la campaña, de conformidad con las reglas que se indican a continuación.



Dentro de los veinte días siguientes a la resolución del Director del Servicio Electoral que tiene por aprobada la cuenta de ingresos y gastos que presente el Administrador Electoral o el candidato, en su caso, el Servicio Electoral autorizará la devolución de los gastos en que hubieren incurrido los candidatos por una suma que no podrá exceder del equivalente, en pesos, a tres centésimos de unidad de fomento, multiplicado por el número de sufragios obtenidos por ellos en la respectiva elección.  Esta devolución se hará directamente a los candidatos o partidos políticos, mediante el reembolso de los gastos que no hayan sido financiados por otro tipo de aportes, una vez aprobada la cuenta, lo que deberá ser acreditado mediante la presentación de facturas o boletas pendientes de pago.



Si el total de los gastos rendidos por el Administrador Electoral, o el candidato en su caso, fuere inferior a la suma que resulte de la aplicación de la regla indicada en el inciso anterior, la devolución de gastos se ajustará a los efectivamente realizados.



Por el contrario, si el total de gastos rendidos fuere superior a la suma que le corresponda por concepto de reembolso, sea que financien total o parcialmente dicho gasto, el Servicio Electoral procederá a autorizar la devolución hasta el monto que resulte de la aplicación de la regla indicada en el inciso segundo de este artículo.



Antes de procederse a la devolución a que se refiere el inciso primero, el Servicio Electoral determinará si la suma recibida por los partidos políticos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14, excedió de la cantidad que resulte de multiplicar por quince milésimos de unidad de fomento el número de sufragios obtenidos por ellos en la respectiva elección.



Si la suma a que se refiere el inciso anterior hubiere sido inferior a la que en definitiva le correspondiere, el partido tendrá derecho a que se le pague la diferencia que resulte en su favor, hasta alcanzar los referidos quince milésimos de unidad de fomento por cada voto efectivamente obtenido.



Será condición esencial para el envío de la autorización de pagos por parte del Servicio Electoral a la Tesorería General de la República, que la cuenta se encuentre aprobada y que los resultados de la elección estén calificados.”.



10.- Agrégase en el artículo 15 bis la siguiente frase final, reemplazándose el punto final (.), por una coma (,):



“y siempre que la cuenta general respectiva del partido se encuentre aprobada.”.



11.- Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:



“Artículo 18.- Todo aporte que supere el monto indicado en el artículo anterior y que represente menos del diez por ciento del total de gastos que la ley autoriza a un candidato o partido político, tendrá el carácter de reservado, siempre y cuando no exceda de seiscientas unidades de fomento para un candidato a concejal o alcalde; de ochocientas unidades de fomento para un candidato a diputado o senador; y de mil quinientas unidades de fomento para un candidato presidencial o de tres mil unidades de fomento para un partido político o el conjunto de sus candidatos en la respectiva elección.



Sin embargo, cualquier aportante tendrá el derecho de solicitar que se consigne su identidad y el monto de su contribución.”.



12.- introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19:



a) Elimínase en el inciso segundo del artículo 19 su parte final, a partir de la frase “Una fracción aleatoria de dicha suma”.



b) Agrégase el siguiente inciso final:



“Las cuentas bancarias a las cuales se transferirán los aportes reservados, deberán corresponder al candidato que tenga el carácter de titular de las mismas.”.



13.- Reemplázase el inciso primero del artículo 21 por el siguiente:



“Tendrán el carácter de públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3º, cuando éstos sean de un monto igual o superior a las cien unidades de fomento por cada aportante.”.



14.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 25:



“Para efectos del control de estas prohibiciones, las personas jurídicas deberán estar inscritas en el Registro de Contratistas dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. A requerimiento del Servicio Electoral, estas personas jurídicas y los servicios públicos deberán proporcionar al Servicio todos los antecedentes de que requiera para estimar el porcentaje de la facturación anual o bianual que esta ley considera.  Si tales porcentajes fueren superados, el Servicio Electoral comunicará esta situación a los órganos de la Administración del Estado, para lo cual podrá utilizar el sistema de información a que se refiere la aludida ley, para que éstos cumplan con el mandato dispuesto en la parte final del inciso tercero del artículo precitado.”.



15.- Agrégase la siguiente letra e) al artículo 31:



“e) Informar al Servicio Electoral o al Administrador General Electoral, en su caso, el hecho de no contar con antecedentes suficientes por parte del candidato, para presentar la rendición de la cuenta de ingresos y gastos electorales.  Dicha información debe ser entregada en el mismo plazo contemplado para la presentación de las cuentas o su remisión, según corresponda.”.



16.- Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:



“Artículo 32.- Cualquier militante del respectivo partido político en las elecciones de Presidente de la República, de senadores, de diputados y de alcaldes y concejales, podrá ejercer el cargo de Administrador Electoral General.



El nombramiento de éste deberá efectuarse ante el Director del Servicio Electoral, en la forma y oportunidad que establece el inciso tercero del artículo 30.”.



17.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 37:



a) Sustitúyese la frase final del inciso primero por la siguiente:



“Los reemplazos sólo podrán verificarse hasta el tercer día posterior a la elección.”.



b) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes:



“Si el candidato no formalizare el reemplazo dentro de quinto día desde la fecha en que tuvo conocimiento de su fallecimiento o renuncia, o desde que lo removió del cargo, las funciones de administrador recaerán en el propio candidato.



Los reemplazos o remociones señalados, podrán ser comunicados al Servicio Electoral mediante Internet, de acuerdo al sistema que oportunamente informará dicho Servicio.”.



18.- Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 38:



“Todo candidato, a través de su Administrador Electoral, estará obligado a presentar una cuenta general de ingresos y gastos de campaña electoral, aun cuando no haya tenido ingresos o incurrido en gastos, dando relación de ello.”.



19.-Agrégase el siguiente inciso quinto en el artículo 41:



“La presentación de cuentas referidas en los incisos precedentes, podrá realizarse en forma electrónica, vía internet, para lo cual el Servicio Electoral oportunamente establecerá el sistema a aplicar.”.



20.- Agrégase la siguiente frase final en el inciso primero del artículo 42:



“Trátandose de los actos eleccionarios regulados por la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el plazo de análisis de la cuenta será de sesenta días.”.



21.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 48 por el siguiente:



“Las cuentas de los ingresos y gastos electorales presentadas ante el Director del Servicio Electoral serán públicas y cualquier persona podrá obtener, a su costa, copia de ellas.  El Director del Servicio Electoral deberá publicar en Internet las cuentas de las candidaturas a Presidente de la República, senador y diputado y de los partidos políticos dentro del plazo establecido en el artículo 6º. A medida que el Servicio Electoral proceda a la revisión de las mismas, deberá actualizar la información difundida en Internet indicando si tales cuentas son aceptadas, rechazadas u observadas.”.



22.- Elimínase la letra c) del artículo 49.



23.- Agrégase en el artículo 52, a continuación de la expresión “días hábiles”, la frase “,entendiéndose por tales aquellos comprendidos entre los días lunes y viernes.”.



Artículo 2º.- El mayor gasto que pudiera irrogar esta ley para el Servicio Electoral durante el año 2005, se solventará con cargo a los recursos que se contemplen en el presupuesto del Servicio. Si éstos no fueren suficientes, el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlos con cargo al ítem correspondiente de la Partida del Tesoro Público.”.

- - -



El señor Secretario General señala que la Comisión de Hacienda, de conformidad con su competencia, se pronunció respecto de los artículos 1º y 2º de esta iniciativa legal y que, en mérito de los antecedentes y del debate transcritos en su certificado, aprobó el proyecto de ley en los mismos términos en que lo despachó la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Adoptó esta resolución por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Boeninger, Ominami y Sabag, y el voto en contra del Honorable Senador señor García.

- - -



En discusión en general, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Ominami, Gazmuri, Valdés, Cantero, Parra, Coloma, Novoa y Zaldívar (don Andrés).

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés) deja constancia que el Servicio Electoral posee la facultad reglamentaria para corregir el error en que pueda incurrir un donante de aportes a alguna campaña parlamentaria, de manera tal que la suma aportada sea entregada al beneficiario, de conformidad con lo dispuesto en la ley.

- - -



A continuación, el señor Presidente consulta a la Sala acerca de la posibilidad de aprobar, en esta sesión, la iniciativa legal en discusión.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor García hace uso de la palabra y solicita al señor Presidente que suspenda la sesión, con el objeto de que el Comité Partido Renovación Nacional resuelva un tema relacionado con el proyecto de ley en análisis.



El señor Presidente suspende la sesión, de conformidad con lo establecido en el artículo 58 del Reglamento del Senado.



Se reanuda la sesión y el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor García, al señor Ministro del Interior y a los Honorables Senadores señores Larraín y Orpis.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 31 votos a favor y 8 abstenciones, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, respecto del artículo 1º del proyecto de ley, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick Coloma, Fernández, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Martínez, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Ruiz de Giorgio, Ruiz-Esquide, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita. Fundamenta su voto el Honorable Senador señor Ávila.

 

Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero, Espina, García, Horvath, Larraín, Orpis, Prokurica y Romero. Fundamenta su voto el Honorable Senador señor García.



En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien, en atención a las expresiones del Ejecutivo respecto de la iniciativa legal y al retiro de las indicaciones presentadas por algunos señores Senadores al proyecto de ley aprobado en general, solicita que éste sea aprobado también en particular por la Sala.



El señor Presidente manifiesta que se han retirado todas las indicaciones formuladas a la iniciativa aprobada en general, de manera que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, se debe entender aprobada también en particular, por lo que consulta a la Sala su conformidad para hacerlo con la misma votación obtenida precedentemente.



Consultada la Sala, así se acuerda y el Presidente declara aprobado en particular el proyecto de ley por 31 votos a favor y 8 abstenciones, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, respecto de la norma orgánica constitucional, a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El proyecto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



A continuación, el señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Bombal le ha solicitado recabar el asentimiento unánime de la Sala, con el fin de abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, correspondiente al Boletín Nº 3.367-13, hasta el día 7 de septiembre próximo, a las 12:00 horas.



Así se acuerda.

______________________________



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Ávila, quien, en virtud del acuerdo de la Corporación de tratar en el Orden del Día la iniciativa, en tercer trámite constitucional, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, le solicita que se proceda en ese sentido.



El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio coincide con lo planteado por el Senador señor Ávila.



El señor Presidente consulta a la Sala acerca de la posibilidad de tratar inmediatamente el referido proyecto de ley.



Consultada la Sala, así se acuerda.

______________________________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que suspende el reemplazo de inscripciones en el 

Registro Pesquero Artesanal



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, correspondiente al Boletín Nº 3.930-03, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Agrega el señor Secretario General que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con la siguiente enmienda:

Artículo único



Ha agregado, en el artículo único, el siguiente inciso segundo:



“Suspéndese también, por igual plazo, la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales de una eslora igual o superior a doce metros inscritas en pesquerías pelágicas pequeñas, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de pérdida total.”.


En discusión la enmienda efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda propuesta por la Honorable Cámara de Diputados, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El proyecto despachado por el Congreso Nacional es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo único.- Suspéndese la vigencia del artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, hasta el 30 de abril del año 2006 inclusive. Suspéndese, asimismo, la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la ley Nº 19.849 y la de esta ley.


Suspéndese también, por igual plazo, la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales de una eslora igual o superior a doce metros inscritas en pesquerías pelágicas pequeñas, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de pérdida total.”.
______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que el señor Senador que a continuación se señala, ha solicitado se dirijan, en su nombre, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Horvath, a los señores Ministros de Salud y de Agricultura, y al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, sobre antecedentes que posean en relación con la liberación de cultivos transgénicos farmacéuticos en nuestro país.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señalado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que ningún Comité hizo uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión.

_____________

Se levanta la sesión.
(Fdo.):CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y SUECIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y AL PATRIMONIO

(3905-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y el Reino de Suecia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en Estocolmo, el 4 de junio de 2004.”.

******


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN

Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y FRANCIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y AL PATRIMONIO

(3906-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Francesa para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en París, el 7 de junio de 2004.”.

******


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN

Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO DE SANTA CRUZ DE LA SIERRA CONSTITUTIVO DE LA SECRETARÍA GENERAL IBEROAMERICANA

(3730-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 6 de octubre de 2004.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 14 de junio de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Director General de Política Exterior, señor Carlos Portales; el Director de Políticas Multilaterales, señor Pedro Oyarce; el Director de Planificación, señor Eduardo Gálvez, y el Director Jurídico, señor Claudio Troncoso.

- - -





La Comisión deja constancia que, con fecha martes 30 de agosto del año en curso, el proyecto ha sido calificado con urgencia “suma”.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este Convenio tiene por objetivo fundamental la creación de la Secretaría General Iberoamericana (sucesora de la Secretaría de Cooperación Iberoamericana (SECIB)), como un organismo internacional dotado de personalidad jurídica propia y capacidad para celebrar los actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus fines. Establece, además, que la Secretaría General tendrá su sede en Madrid.





Agrega que este Convenio, además, refuerza el marco institucional de la Cumbre Iberoamericana, al brindarle cohesión interna y darle mayor proyección internacional,




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 17 de noviembre de 2004, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 22 de marzo de 2005 y aprobó, por la mayoría de los Diputados presentes y una abstención, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 7 de junio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular por 86 votos a favor, uno en contra y una abstención.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe se estructura sobre la base de un Preámbulo, que consigna los propósitos del mismo, 14 artículos permanentes y dos disposiciones transitorias.





El artículo 1° dispone la creación de la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB), como un organismo internacional dotado de personalidad jurídica propia y capacidad para celebrar los actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus fines, estableciendo, además, que la Secretaría General tendrá su sede en Madrid.





El artículo 2° indica que la Secretaría General Iberoamericana, como órgano de apoyo de la Conferencia Iberoamericana, tiene los siguientes objetivos:





a) Contribuir al fortalecimiento de la Comunidad Iberoamericana y asegurarle una proyección internacional.





b) Coadyuvar a la organización del proceso preparatorio de las Cumbres y de todas las reuniones iberoamericanas.





c) Fortalecer la labor desarrollada en materia de cooperación en el marco de la Conferencia Iberoamericana, promoviendo la cooperación, de conformidad con el Convenio de Bariloche.





d) Promover los vínculos históricos, culturales, sociales  y económicos entre los países iberoamericanos, reconociendo y valorando la diversidad de sus pueblos.





Por su parte, el artículo 3° establece que la Secretaría General Iberoamericana tendrá las funciones que se fijen en su normativa estatutaria, que será aprobada por los Jefes de Estado y de Gobierno, todo ello con el propósito de dar apoyo institucional, en estrecha coordinación con la Secretaría Pro-Tempore, a la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno y a las demás instituciones de la Conferencia Iberoamericana.





El artículo 4° señala que la Secretaría General Iberoamericana contará con un Secretario General, el que será nombrado por consenso por los Jefes de Estado y de Gobierno a propuesta de la Reunión Plenaria de Ministros de Relaciones Exteriores. Su mandato tendrá una duración de cuatro años, pudiendo ser renovado una sola vez. En todo caso, el Secretario General no podrá ser sucedido por una persona de su misma nacionalidad.





En cuanto a las funciones, competencias y el procedimiento de selección del Secretario General, éstos serán definidos en la normativa estatutaria de la Secretaría General Iberoamericana.





A su vez, el artículo 5° trata del Secretario Adjunto y del Secretario para la Cooperación Iberoamericana, cuyos cargos serán nombrados por la Reunión Plenaria de Ministros de Relaciones Exteriores. Su mandato será de cuatro años pudiendo ser renovado por una única oportunidad y, al igual que el Secretario General, sus funciones, competencias y procedimiento de selección estarán definidos en la normativa estatutaria de la Secretaría General.





Cabe hacer presente que en la selección del personal, como lo preceptúa el inciso segundo del artículo 5°, debe garantizarse la representación geográfica equitativa, el equilibrio de idioma, así como la incorporación de la perspectiva de género.





El artículo 6° reconoce la independencia del Secretario General, del Secretario Adjunto, del Secretario para la Cooperación Iberoamericana, así como del resto del personal de la Secretaría, quienes no solicitarán ni deberán recibir instrucciones de ningún Gobierno ni de ninguna Autoridad ajena a la Conferencia Iberoamericana. Igualmente, dichos funcionarios deberán abstenerse de actuar en forma incompatible con su condición de funcionarios internacionales responsables únicamente ante la Conferencia.





El artículo 7° se refiere al financiamiento de la Secretaría General, que se efectuará mediante las contribuciones de los Estados miembros según la escala de cuotas que acordará la Reunión Plenaria de Ministros de Relaciones Exteriores, teniendo en cuenta las recomendaciones formuladas por los Coordinadores Nacionales y los responsables de Cooperación Iberoamericanos.





A continuación, el artículo 8° consigna los privilegios e inmunidades con los que estarán investidos la Secretaría General y su personal, que serán aquellos reconocidos en el Acuerdo de Sede entre la Secretaría General y el Estado anfitrión, además de aquellos internacionalmente reconocidos a los funcionarios de los Organismos Internacionales necesarios para el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los ordenamientos jurídicos de los países miembros de la Conferencia Iberoamericana.





El artículo 9° alude a los idiomas oficiales y de trabajo de la Secretaría General, disponiendo que serán el español y el portugués.





Los artículos 10°, 11° y 12° se refieren, respectivamente, a la firma, ratificación y entrada en vigor; enmiendas, y  duración y denuncia del Acuerdo.





El artículo 13, trata de las diferencias que pudieren haber en la interpretación del Acuerdo, disponiendo que éstas serán examinadas por los Coordinadores Nacionales y elevadas, en su caso, a los Ministros de Relaciones Exteriores para la resolución por consenso de los Jefes de Estado y de Gobierno.





El artículo 14°, relativo al depositario, indica que éste será el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la República de Bolivia.





La Primera disposición transitoria consigna que el Estatuto de la Secretaría General Iberoamericana, que fuera previamente negociado por los Coordinadores Nacionales, será elevado por los Ministros de Relaciones Exteriores a la aprobación por consenso de los Jefes de Estado y de Gobierno en la XIV Cumbre Iberoamericana.





La Segunda disposición transitoria, por su parte, establece que para todos los efectos legales la Secretaría General Iberoamericana sucede a la Secretaría de Cooperación Iberoamericana (SECIB) en sus derechos y obligaciones y que esta última continuará ejerciendo sus funciones hasta la entrada en vigor del Convenio, que, en caso alguno, afectará la continuidad de los programas de cooperación que se encuentren en ejecución entre los Estados Partes.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, otorgó la palabra al Director General de Política Exterior, señor Carlos Portales.





El Embajador, señor Carlos Portales, señaló que el proyecto en estudio reviste gran interés para las relaciones de nuestro país con los países iberoamericanos, en especial, con España.





Explicó que las denominadas Cumbres Iberoamericanas de Jefes de Estado y de Gobierno han sido impulsadas por España, a fin de reforzar los lazos históricos que la unen con nuestra región.





Señaló que en octubre próximo se pretende consolidar este proceso en la ciudad de Salamanca, España. Agregó que, en consecuencia, reviste especial significación la creación del cargo de Secretario General, ya que permitirá estructurar de una manera más organizada estas citas.





Recordó que en el año 2002 se iniciaron los estudios para fortalecer estas reuniones de Jefes de Estado y de Gobierno. Añadió que como consecuencia del informe presentado se acordó, en la reunión realizada en la ciudad de Santa Cruz de la Sierra, reemplazar la figura del Secretario de Cooperación por la del Secretario General.





A continuación, indicó que las citadas reuniones han tenido frutos en distintos ámbitos, tales como: ciencia y tecnología, educación, político, pequeña y mediana empresa, y cultural.





Agregó que para nuestro país es importante, por una parte, para reforzar sus lazos con Latinoamérica, y de otra, para estrechar vínculos con España y Portugal.





Señaló que el Convenio se encuentra actualmente en vigor y que el destacado hombre público, señor Enrique Iglesias, ha sido propuesto para desempeñar el cargo que se está creando.





A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, preguntó cuál es el costo que implica para nuestro país el Convenio en comento.





El Embajador Portales respondió que el costo asciende a aproximadamente quince mil dólares. Añadió que es la misma suma que se abona actualmente a la Secretaría de Cooperación.





Agregó que Chile ha recibido por concepto de cooperación cifras mucho mayores a las que cancela por cuotas.





Por su parte, el Honorable Senador señor Valdés expresó que el señor Enrique Iglesias es una distinguida personalidad internacional. Destacó su trayectoria como Presidente del Banco Interamericano de Desarrollo, la que calificó de brillante.





Luego, señaló que este Acuerdo es importante para nuestro país, especialmente, para sus relaciones con los demás países latinoamericanos, pues estas reuniones a nivel iberoamericano son una excelente oportunidad para afianzarlas.





Indicó que los esfuerzos españoles para reconstruir una comunidad iberoamericana son ampliamente favorables para nuestros intereses nacionales, pues promueven el buen gobierno y el desarrollo cultural.





Finalmente, manifestó que existe una proliferación de citas “Cumbres”, muchas de las cuales no reflejan resultado alguno. Añadió que, sin embargo, la creación de una Secretaría General Iberoamericana permitirá a las Cumbres de Jefes de Estado y de Gobierno Iberoamericanos desempeñar un rol más activo y eficaz en el concierto internacional.





Por su parte, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, señaló que tiene dos inquietudes respecto al proyecto.





La primera, dice relación con la visión que tienen el resto de países de la Unión Europea frente a este Acuerdo. La segunda, se refiere a la política chilena de participación en Organismos Internacionales.





Explicó que recibió el documento que elaboró la Cancillería sobre los Organismos Internacionales en los que Chile participa, que son ciento ochenta (180), y los costos que conlleva, alrededor de quince millones de dólares. Al respecto, indicó que, en su opinión, le parece alto el número de organismos a los cuales se concurre. Además, manifestó que Chile adeuda alrededor de nueve millones de dólares, por concepto de cuotas, lo que le parece incorrecto.





Sobre lo anterior, solicitó que la Cancillería proceda a revisar y evaluar nuestra participación en ellos, de manera de focalizar el gasto en las entidades realmente importantes para los intereses del país.





A su vez, el Honorable Senador señor Larraín señaló que la cantidad de organismos a los cuales pertenece Chile y los costos que conllevan ameritan una reflexión, pues cuotas de participación por quince millones de dólares no son cifras menores.





Expresó que es el momento oportuno para estudiar el tema y para encargar a una entidad autónoma e independiente una revisión y evaluación de la participación chilena en los organismos que consigna el informe de la Cancillería. En especial, para que pueda servir de antecedente al estudio de la Ley de Presupuestos de este año.





En cuanto al Convenio, afirmó que éste da cuenta de un compromiso muy serio del Estado español, en orden a establecer una prioridad especial en sus relaciones con América latina.





Asimismo, manifestó que la trayectoria de Enrique Iglesias es un aporte para la Secretaría General, por lo que será beneficioso para Chile.





Por último, indicó que extraña una mayor participación parlamentaria a nivel Iberoamericano, por lo que sugirió que la Cancillería presente el tema a discusión, en atención al rol que desempeñan los Congresos en la vida pública de un país.





A continuación, el Honorable Senador señor Martínez señaló que con la creación de esta Secretaría General, de la que dependen dos Subsecretarías más, las Cumbres Iberoamericanas pasan a tener una estructura más consolidada.





Manifestó su aprensión en el sentido de que pueda transformarse en una Institución similar a la OEA, con mucha burocracia y poca efectividad.





Enseguida, el Embajador, señor Portales, expresó que no existe incompatibilidad con el Tratado con la Unión Europea. Por el contrario, señaló que lo complementa, pues se refiere fundamentalmente a las relaciones chileno-iberoamericanas.





Destacó, a continuación, el especial interés de España por afianzar lazos con Latinoamérica, el que se ha manifestado en una importante inversión de recursos destinados a la cooperación.





Respecto a la inquietud del Honorable Senador señor Larraín sobre una presencia parlamentaria en estos eventos, explicó que paralelo a la próxima Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno que se realizará en la ciudad de Salamanca, se efectuará una reunión parlamentaria iberoamericana en la ciudad de Bilbao.





Manifestó que los recursos que recibe nuestro país de los Organismos Internacionales en los cuales participa son superiores a las contribuciones que realiza por concepto de cuota.





Además, indicó que siempre acarrea costos políticos no participar en los Organismos Internacionales.





Finalmente, la Comisión solicitó al señor Ministro de Relaciones Exteriores, por intermedio del Director General de Política Exterior, señor Carlos Portales, que el Ministerio proceda a revisar y evaluar la participación chilena en Organismos Internacionales, de manera de concurrir sólo a aquéllos que sean de utilidad para los intereses nacionales. Teniendo presente, además, que se gastan anualmente alrededor de quince millones de dólares por concepto de cuotas, y que hay nueve millones de dólares que se adeudan.





La Comisión, teniendo presente que no supone nuevos gastos, según la afirmación del Ejecutivo, propone su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez y Valdés. 

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Santa Cruz de la Sierra constitutivo de la Secretaría General Iberoamericana”, firmado en la Paz, Bolivia, el 15 de noviembre de 2003.”.

----------





Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 30 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux.





Sala de la Comisión, a 30 agosto de 2005.





(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO


                                             Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA BONO COMPLEMENTARIO A AGUINALDO DE FIESTAS PATRIAS Y NAVIDAD PARA EL SECTOR PASIVO

(3963-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -


Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, fue discutido en general y en particular a la vez.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron los asesores de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señores Carlos Pardo y Julio Valladares.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


El principal objetivo de la iniciativa en informe consiste en conceder, por una sola vez, a los beneficiarios del aguinaldo de Fiestas Patrias y del aguinaldo de navidad del año 2005, a que se refiere el artículo 24 de la ley N°19.985, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, un bono complementario de los aguinaldos de Fiestas Patrias de Navidad del año 2005.
- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe, deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N° 19.985, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público y concede aguinaldos y otros beneficios.

- Ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios.


- Decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece el nuevo sistema de pensiones.
- Ley N° 19.129, que establece subsidio compensatorio en favor de la industria del carbón.

- Ley N° 18.987, que incrementa asignaciones, subsidio y pensiones.

- Ley N°15.386, sobre revalorización de pensiones.

- Decreto ley N° 869, de 1975, que establece régimen de pensiones asistenciales para ancianos y personas carentes de recursos.

- Ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

- Ley N° 19.986, Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2005.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje de S.E. el Presidente de la República


En dicho documento, el Primer Mandatario señala que una de las prioridades del Gobierno ha sido llevar a cabo la implementación de iniciativas que apunten a mejorar la calidad de vida de las personas en sectores más vulnerables de nuestra sociedad y avanzar así en la construcción de un país con mayor igualdad y equidad social.

Expresa que el crecimiento económico experimentado en Chile durante el último período ha resultado estar por encima de las proyecciones, lo cual, acompañado de un mejor precio del cobre y de una mayor eficiencia en el uso de los recursos, ha permitido la generación de mayores disponibilidades fiscales.

Asevera que los gobiernos de la Concertación, con el apoyo del Parlamento, han podido avanzar en la construcción de un país mejor y que se esmera en alcanzar mayores niveles de solidaridad entre los chilenos. Hacer un Chile más solidario requiere perseverancia y continuidad en las políticas de equidad y eso es lo que hemos realizado como coalición gubernamental; hoy queremos seguir avanzando y dar un paso más en esa senda de equidad con los chilenos y chilenas de menores recursos. 

Sostiene que el desafío es dar nuevos beneficios a quienes más lo necesitan y que, por ello, la propuesta de bono complementario que otorga esta iniciativa legal, se focaliza en ese enorme contingente de chilenos que reciben pensiones que no excedan de dos pensiones mínimas de vejez, según el artículo 26 de la ley N°15.386, que correspondan según su edad.

Manifiesta que con el objeto de lograr un mayor impacto redistributivo, este beneficio es mayor para los chilenos y chilenas de menores pensiones, lo que se materializa a través del otorgamiento de este bono complementario con un mayor valor para aquellos beneficiarios con pensiones menores o iguales a la pensión mínima antes indicada.

Destaca que para dimensionar de mejor manera el impacto de estos bonos complementarios en el ingreso de los beneficiarios, se puede considerar que, sumando los beneficios otorgados a través del presente proyecto, los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad y el bono de invierno ya otorgados en la ley N° 19.985, significan para un perceptor de pensión mínima recibir en torno a una pensión adicional al año. Es decir, para este tipo de pensionados, la suma de estos beneficios, permitirá recibir el equivalente a 13 pensiones en un año. Si se realiza el mismo ejercicio para un beneficiario de una pensión asistencial, la suma de estos mismos beneficios implica recibir alrededor de 2 pensiones asistenciales adicionales, lo que le permitirá recibir alrededor de 14 pensiones asistenciales al año.

A continuación se refiere al grupo objetivo beneficiado, y explica que mediante el proyecto de ley se entregará un bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad a los pensionados que perciban una pensión que no exceda de dos pensiones mínimas de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386 que corresponda según su edad, y que pertenezcan a algunos de los siguientes grupos al 31 de agosto de 2005, para el bono complementario de Fiestas Patrias y al 25 de diciembre de 2005, en el caso del bono complementario de Navidad:

1. Pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744;

2. Beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975; 

3. Beneficiarios de la ley N°19.123;

4. Beneficiarios de las indemnizaciones del artículo del l1 de la ley N° 19.129;

5. Pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992;

6. Pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal.

Adicionalmente, a los grupos contenidos en los numerales 5 y 6 recién señalados, se les incorporará a la cobertura de los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005 a que se refiere el artículo 24 de la ley N° 19.985, en los mismos términos establecidos en dicho artículo para los pensionados.


Precisa que el Bono Complementario de Fiestas Patrias será el siguiente:

1. De $10.121 para los beneficiarios ya señalados que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N°15.386, considerando su edad; y

2.- De $5.121 para los beneficiarios ya señalados, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en el numeral precedente considerando su edad.

Además, el bono a otorgar como complemento al aguinaldo de Fiestas Patrias se incrementará en $1.311 por cada persona que, al 31 de agosto de 2005, sus beneficiarios tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal. Este incremento permitirá igualar dicha asignación al beneficio otorgado por igual concepto con el aguinaldo de Navidad.


Por otra parte, el Bono complementario de Navidad será:

1.- de $8.670 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N°15.386 considerando su edad; y

2.- de $3.670 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en el numeral precedente considerando su edad.

Por último, en lo referente al financiamiento del proyecto, informa que los beneficios que conceden los artículos 1°, 2° y 4° del proyecto, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco. Respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. 

Sobre el particular, puntualiza que el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes, mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de le ley N° 19.986.

- - -

DISCUSIÓN

Los personeros del Ejecutivo reiteraron los conceptos planteados en el Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en orden a que mediante el proyecto de ley se entregará un bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad a los pensionados que perciban una pensión que no exceda de dos pensiones mínimas de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386 que corresponda según su edad, y que pertenezcan a algunos de los siguientes grupos al 31 de agosto de 2005, para el bono complementario de Fiestas Patrias y al 25 de diciembre de 2005, en el caso del bono complementario de Navidad: pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744; beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975; beneficiarios de la ley N°19.123; beneficiarios de las indemnizaciones del artículo del l1 de la ley N° 19.129; pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992, y pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal.


Pusieron de relieve que, adicionalmente, se extiende el beneficio y el bono complementario a dos categorías que no estaban originalmente contempladas: pensionados mínimos de las Administradoras de Fondos de Pensiones y beneficiarios de la pensión de reparación otorgada a las víctimas afectadas directamente por las violaciones a los derechos humanos.


Frente a una pregunta en tal sentido, señalaron que el universo de beneficiados con la iniciativa alcanzará a 1.245.000 personas.


Sometido el proyecto a votación en general, y en atención a las consideraciones expuestas, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 1°


Concede, por una sola vez, a los beneficiarios del aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2005, a que se refiere el artículo 24 de la ley N°19.985, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, un bono complementario del aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2005, siempre que se encuentren en alguna de las situaciones que a continuación se indican. Dicho bono tendrá los montos siguientes:

a) De $10.121 para los pensionados y para los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N°15.386 considerando su edad, y

b) De $5.121 para los pensionados y para los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en la letra precedente considerando su edad.

El bono se incrementará en $1.311 por cada persona que, al 31 de agosto de 2005, sus beneficiarios tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada pensionado tendrá derecho sólo a un bono complementario, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que una misma entidad pague más de una pensión a un beneficiario del bono complementario, deberá considerarse aquella de mayor monto para efecto de determinar la procedencia y monto de dicho bono.

Cuando el beneficiario del bono complementario de este artículo, pueda impetrar el beneficio establecido en el artículo 9° de la ley N°19.985 en su calidad de trabajador, para efectos de la aplicación del inciso quinto del artículo 24 de la mencionada ley, se le adicionará el bono complementario a que tenga derecho más la suma de los incrementos que le correspondan.

El bono complementario de Fiestas Patrias del año 2005 se pagará a los beneficiarios que tengan tal calidad al 31 de agosto de dicho año.


- El artículo 1° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 2°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, a los beneficiarios del aguinaldo de Navidad del año 2005, a que se refiere el artículo 24 de la ley N°19.985, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, un bono complementario del aguinaldo de Navidad del año 2005, siempre que se encuentren en alguna de las situaciones que a continuación se indican. Dicho bono tendrá los montos que se pasan a señalar:

a) De $8.670 para los pensionados y para los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N°15.386 considerando su edad, y

b) De $3.670 para los pensionados y para los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en la letra precedente considerando su edad.

Cada pensionado tendrá derecho sólo a un bono complementario, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que una misma entidad pague más de una pensión a un beneficiario del bono complementario, deberá considerarse aquella de mayor monto para efecto de determinar la procedencia y monto de dicho bono.

El bono complementario de Navidad se pagará a los beneficiarios que tengan tal calidad al 25 de diciembre de 2005.”.


- La Comisión aprobó el artículo 2° por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 3°

Dispone que el inciso séptimo del artículo 24 de la ley N°19.985 se aplicará a los bonos complementarios dispuestos en los artículos 1° y 2°.

Agrega que los bonos complementarios antes señalados y sus incrementos, no constituirán remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles ni tributables y no estarán afectos a descuento alguno.


- Fue aprobado por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 4°

Otorga, por una sola vez, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005 a que se refiere el artículo 24 de la ley N° 19.985, en los mismos términos establecidos en dicho artículo.

Dispone que los mencionados aguinaldos se pagarán por los organismos o instituciones a quienes corresponde pagar las respectivas pensiones.


- La Comisión aprobó el artículo 4° con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo transitorio


Su tenor es el siguiente:

“Artículo Transitorio.- Los beneficios que conceden los artículos 1°, 2° y 4°, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco.

Los beneficios señalados en el inciso anterior, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes, mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de le ley N° 19.986.


El mayor gasto fiscal que represente en el año 2005, la aplicación del inciso primero del presente artículo, se financiará con cargo al ítem señalado en el inciso anterior. Para el pago de dichos beneficios, se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.”.

- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala:


“El mayor gasto que representa la aplicación de esta ley durante el año 2005, es de $ 23.794 millones.  El financiamiento corresponderá al establecido en el artículo transitorio de este proyecto de ley, esto es, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975,  y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco. El mayor gasto que se irrogue respecto a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente, y si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes, se le transferirán recursos de la Partida 50-01-03-24-03.104 del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año.”.


En consecuencia, y de acuerdo con lo expuesto en el informe financiero, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, a los beneficiarios del aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2005, a que se refiere el artículo 24 de la ley N°19.985, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, un bono complementario del aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2005, siempre que se encuentren en alguna de las situaciones que a continuación se indican. Dicho bono tendrá los montos que se pasan a señalar:

a) De $10.121 para los pensionados y para los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N°15.386 considerando su edad, y

b) De $5.121 para los pensionados y para los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en la letra precedente considerando su edad.

Este bono se incrementará en $1.311 por cada persona que, al 31 de agosto de 2005, sus beneficiarios tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987. A dicho incremento se aplicará lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 24 de la ley N° 19.985.

Cada pensionado tendrá derecho sólo a un bono complementario, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que una misma entidad pague más de una pensión a un beneficiario del bono complementario, deberá considerarse aquella de mayor monto para efecto de determinar la procedencia y monto de dicho bono.

Cuando el beneficiario del bono complementario de este artículo, pueda impetrar el beneficio establecido en el artículo 9° de la ley N°19.985 en su calidad de trabajador, para efectos de la aplicación del inciso quinto del artículo 24 de la mencionada ley, se le adicionará el bono complementario a que tenga derecho más la suma de los incrementos que le correspondan.

El bono complementario de Fiestas Patrias del año 2005 se pagará a los beneficiarios que tengan tal calidad al 31 de agosto de dicho año.

Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, a los beneficiarios del aguinaldo de Navidad del año 2005, a que se refiere el artículo 24 de la ley N°19.985, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, un bono complementario del aguinaldo de Navidad del año 2005, siempre que se encuentren en alguna de las situaciones que a continuación se indican. Dicho bono tendrá los montos que se pasan a señalar:

a) De $8.670 para los pensionados y para los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N°15.386 considerando su edad, y

b) De $3.670 para los pensionados y para los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en la letra precedente considerando su edad.

Cada pensionado tendrá derecho sólo a un bono complementario, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que una misma entidad pague más de una pensión a un beneficiario del bono complementario, deberá considerarse aquella de mayor monto para efecto de determinar la procedencia y monto de dicho bono.

El bono complementario de Navidad se pagará a los beneficiarios que tengan tal calidad al 25 de diciembre de 2005.

Artículo 3°.- El inciso séptimo del artículo 24 de la ley N°19.985 se aplicará a los bonos complementarios dispuestos en los artículos 1° y 2°.

Los bonos complementarios antes señalados y sus incrementos, no constituirán remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles ni tributables y no estarán afectos a descuento alguno.

Artículo 4°.- Otórganse, por una sola vez, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005 a que se refiere el artículo 24 de la ley N° 19.985, en los mismos términos establecidos en dicho artículo.

Los mencionados aguinaldos se pagarán por los organismos o instituciones a quienes corresponde pagar las respectivas pensiones.

Artículo Transitorio.- Los beneficios que conceden los artículos 1°, 2° y 4°, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco.

Los beneficios señalados en el inciso anterior, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes, mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de le ley N° 19.986.

El mayor gasto fiscal que represente en el año 2005, la aplicación del inciso primero del presente artículo, se financiará con cargo al ítem señalado en el inciso anterior. Para el pago de dichos beneficios, se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.”.

· - -


Acordado en sesión celebrada el día 31 de agosto de 2005, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), y señores Edgardo Boeninger Kausel y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 31 de agosto de 2005.

                                                           (Fdo.): Roberto Bustos Latorre

                                                                      Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA MATTHEI Y SEÑOR ESPINA, QUE CONFIERE CARÁCTER DE TÍTULO PROFESIONAL UNIVERSITARIO A CARRERAS DE KINESIOLOGÍA, FONOAUDIOLOGÍA, ENFERMERÍA, OBSTETRICIA Y PUERICULTURA, NUTRICIÓN Y DIETÉTICA, TECNOLOGÍA MÉDICA Y TERAPIA OCUPACIONAL

(3849-04)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señor Alberto Espina Otero.


En representación del Ejecutivo, concurrió la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet y el asesor jurídico, señor Cristián Inzulza; del Ministerio de Salud, el Jefe de la División de Recursos Humanos, señor Rodrigo Lavandero y el asesor jurídico, señor Eduardo Álvarez.


Asimismo, concurrieron especialmente invitados del Colegio de Profesionales de la Salud: los Tecnólogos Médicos, señora Rosa Oyarce Suazo y señor Andrés Villegas; los Kinesiólogos, señores David López, Marcelo Cano y Humberto Eyzaguirre; el Doctor, señor Jorge Rodríguez; el Terapeuta Ocupacional, señor Víctor Miranda Mardones; las Fonoaudiólogas, señoras Beatriz Didier Didier y Casandra Araya Salfate; del Colegio de Químicos Farmacéuticos, el Doctor señor Ernesto Mickman, y del Colegio de Nutricionistas de Chile, la señora Mirta Crovetto Mattassi.
- - - - - -


En conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, por tratarse de un proyecto de artículo único, corresponde discutirlo en general y particular a la vez.

-.-.-.-.-.-.-

ANTECEDENTES

A.- Antecedentes legales


a) El artículo 19, Numerales 10º, 11º y 16º, inciso cuarto, de la Constitución Política.


b) La Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, Nº 18.962.


c) El decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre universidades.
B.- Antecedentes de hecho

Moción


Al fundar la presente iniciativa legal, sus autores destacan que el presente proyecto de ley busca modificar el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza que terminó con la exclusividad universitaria de las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica, y Terapia Educacional, lo que permitió a los Institutos Profesionales abrir y dictar las mencionadas carreras que son esencialmente universitarias y profesionales.


Las profundas diferencias entre la instrucción universitaria y técnica, llevan a concluir que las carreras indicadas no deberían ser impartidas por instituciones educacionales que no entreguen el título universitario.


Consideran sus autores que queda en entredicho la fe pública de estas profesiones, ya que por una parte, la mayoría de sus profesionales tendría una carrera universitaria de cinco años, en tanto que los que egresen de los Institutos Profesionales, la misma carrera les será impartida en cuatro años.


Agregan que el artículo 112 del Código Sanitario exige un título otorgado por alguna Universidad reconocida por el Estado para que puedan desempeñar cualquier actividad propia de la conservación y restablecimiento de la salud.


Señalan que de lo expuesto se colige que el espíritu de nuestra legislación ha sido el de reconocer la importancia del carácter eminentemente universitario de estas profesiones, por lo que permitirle a Institutos Profesionales dictar carreras técnicas con el mismo nombre, aún cuando la malla curricular sea distinta, es un error que se pretende enmendar con esta modificación legal.


Conforme a lo anteriormente consignado, los objetivos del proyecto son:


1) Reconocer la relevancia científica y la calidad esencial y exclusivamente universitaria, de las siguientes carreras del área de la salud: Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional.


2) Modificar el artículo 52 de la ley Nº 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza con la finalidad de agregar las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional a su listado de títulos profesionales que requieren de licenciatura previa para su otorgamiento.
- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Con motivo de la discusión de la idea de legislar en la materia, vuestra Comisión escuchó a la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet, quien expuso lo que a continuación se señala en relación al artículo 52 de la ley 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza respecto a las carreras de exclusividad universitaria.

Indicó que durante el último tiempo han surgido numerosas iniciativas parlamentarias que proponen la modificación del artículo 52 de la ley Nº 18.962, con el objeto de otorgar el grado de licenciado a nuevas carreras que no se encuentran contempladas en esta norma. Sobre el particular, hace referencia al artículo 31 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, el cual define los conceptos de título profesional y grado de licenciado, bajo los siguientes términos: “El título profesional es el que se otorga a un egresado de un instituto profesional o de una universidad que ha aprobado un programa de estudios cuyo nivel y contenido le confieren una formación general y científica necesaria para un adecuado desempeño profesional.”. “El grado de licenciado es el que se otorga al alumno de una universidad que ha aprobado un programa de estudios que comprenda todos los aspectos esenciales de un área del conocimiento o de una disciplina determinada.”.

De acuerdo a estas definiciones, continúa, las universidades pueden otorgar títulos profesionales y toda clase de grados académicos, en especial, los de licenciado, magíster y doctor. Además, agrega que les corresponde exclusivamente el otorgamiento de los títulos profesionales respecto de los cuales la ley exige previamente haber obtenido el grado de licenciado en las carreras que impartan. El artículo 52 de la LOCE señala taxativamente cuáles títulos profesionales requieren la obtención previa del grado de licenciado.


En cuanto a las instituciones de educación superior existentes en nuestro país, la LOCE, a diferencia de la legislación que la precedió, no definió los conceptos de universidad, instituto profesional y centro de formación técnica. Se limitó a caracterizarlas según su competencia en el otorgamiento de títulos y grados académicos.


Por otra parte, los institutos profesionales pueden otorgar toda clase de títulos profesionales, con excepción de aquellos exclusivamente universitarios, y además títulos técnicos de nivel superior. No obstante, agrega que no pueden otorgar grados académicos de ninguna especie. 


En nuestra legislación existen ciertas carreras que no pueden ser impartidas si no consideran el otorgamiento del Grado Académico de Licenciado, es decir, si no incorporan en el plan de estudios todos los aspectos esenciales de un área del conocimiento o de una disciplina determinada. Lo anterior se justifica en cuanto existen ciertas profesiones que requieren de una base disciplinaria o científica profunda, de manera previa a la formación más específica de tipo profesional.


A continuación, hace referencia a los títulos enumerados en el texto original del artículo 52 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, los cuales son: Abogado, Arquitecto, Bioquímico, Cirujano Dentista, Ingeniero Agrónomo, Ingeniero Civil, Ingeniero Comercial, Ingeniero Forestal, Médico Cirujano, Médico Veterinario, Psicólogo, Químico Farmacéutico y Profesor de Educación Básica. Con posterioridad, señala que en el año 1991, se incorporaron los siguientes títulos: Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial, Educador de Párvulos y Periodista.

De manera paralela, reconoce que existen otras carreras que poseen un carácter eminentemente profesional, que se basan en la transmisión y aplicación de los conocimientos necesarios para una práctica profesional específica y, por ende, entiende que no requieren de manera obligatoria incorporar todos los aspectos esenciales de un área del conocimiento o de una disciplina determinada. 

Lo anterior, arguye, es sin perjuicio de las atribuciones que tienen las universidades, en virtud de su autonomía académica, de complementar la formación profesional en una determinada carrera, agregando aquellos elementos disciplinarios que ameriten el otorgamiento de una Licenciatura. 


En consecuencia, señala que es necesario determinar en qué casos es efectivamente necesario que previamente al otorgamiento del título profesional, se otorgue al alumno el grado académico de licenciado, restringiendo con ello, además, las posibilidades de impartir esa carrera sólo en las Universidades. Para estos efectos, es relevante definir qué entendemos por área del conocimiento o disciplina, a fin de analizar si un programa de estudios determinado requiere obligatoriamente o no el otorgamiento de  este grado. 


La disciplina científica podría definirse como aquella que “tiene un contenido concreto y sustancial de conocimiento fundamental, que debe estar dentro de un área donde es posible lograr avances en el conocimiento, y en la que no debe predominar la formación de destrezas y técnicas” (Mountford, 1966).

En consecuencia, distingue en los estudios de nivel superior las siguientes categorías:





- Los estudios en los que el elemento decisivo y unificador son los factores de formación que se revelan, en particular, en la enseñanza y en los programas científicamente fundamentados y que corresponden más propiamente a los grados académicos, y





- Los estudios profesionales en los que se insiste preferentemente en los resultados y que, por ello, ponen el énfasis en los conocimientos asimilados, en los procesos de aprendizaje y en las competencias adquiridas. 

Considera que determinar a qué tipo de estudios corresponde una carrera es un elemento central, porque permite determinar si se requiere a no del Grado de Licenciado previo. En consecuencia, sostiene que el hecho de establecer la obligatoriedad del otorgamiento del Grado de Licenciado de una carrera sin tener en consideración lo anteriormente señalado, puede traducirse en una rigidización injustificada de la carrera, sobrecargando así su malla curricular con asignaturas que no serían indispensables para un adecuado ejercicio profesional.

Tal como han señalado numerosos estudios sobre la materia, concluye que la educación superior en Chile siempre ha sido profesionalizante. De este modo, reconoce que la proliferación de carreras y la mantención de esquemas rígidos en la mayoría de los casos va en contra de las tendencias internacionales. 

Bajo este contexto hace referencia al pregrado, el cual se mantiene sobredimensionado en las duraciones de las mallas curriculares, sobrecargado por una proliferación de contenidos y asignaturas y cada vez con menos elementos académicos, a pesar del grado de la Licenciatura. En consecuencia, asevera que la universidad chilena tiende a descuidar la formación general y a duplicar –extendiendo innecesariamente- las etapas de formación profesional.

En la actualidad, destaca se ha tendido a diferenciar los estudios, lo que constituye una característica de nuestros tiempos y como tal es recogida en la Declaración Mundial sobre la Educación Superior de la UNESCO, de octubre 1998, tal como puede apreciarse a través de la siguiente cita: “En la víspera del nuevo siglo, se da una demanda sin precedentes para una gran diversificación en la educación superior junto con un aumento de la conciencia de su vital importancia para el desarrollo sociocultural y económico y para la construcción del futuro; para ello, las nuevas generaciones deben equiparse con nuevas habilidades, conocimientos e ideales. La educación superior incluye cualquier tipo de estudios y formación para la investigación de nivel post-secundario, suministrados por las universidades y por otras instituciones de educación superior, autorizadas como tales por la Administración Pública.”.

Asimismo, señala que la preocupación de la autoridad debe estar dirigida a permitir el acceso tanto a una educación general como a una educación orientada y específica a menudo interdisciplinaria que se centre en las aptitudes y en las destrezas obtenidas, ya que ambas preparan a las personas para vivir en situaciones cambiantes y para desempeñar distintas ocupaciones.

De este modo, sostiene que la diversificación de la enseñanza superior se expresa, entre otras cosas, en la proliferación de las instituciones de enseñanza superior no universitarias. Luego, agrega que nuestro sistema de educación superior se destaca por contar con tres niveles institucionales que, de acuerdo al espíritu que motivó la reforma de los años 80, debían concentrarse en ciertos nichos específicos. 

Originalmente se pensó que las Universidades concentrarían sus esfuerzos en las carreras asociadas a estudios de nivel académico, realizando investigaciones e impartiendo programas de postgrado. Los Institutos Profesionales estarían orientados fundamentalmente a la formación de profesionales en carreras relativamente más cortas y vinculadas al mundo productivo; mientras que los Centros de Formación Técnica estarían destinados a la formación de técnicos de nivel superior mediante carreras cortas de fácil adaptación a las demandas del mercado ocupacional. Sin embargo, se constata que la dinámica desarrollada en los últimos años se ha alejado de la concepción original, resultando necesario perfeccionar la definición de tipos institucionales así como sus áreas de competencia.

En consecuencia, considera que establecer legalmente licenciaturas obligatorias, mediante modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, en aquellas carreras de carácter esencialmente profesional, juega en contra de las tendencias internacionales en la materia. En este sentido, cree que establecer este tipo de licenciaturas implicaría una prohibición para que los Institutos Profesionales puedan impartir aquellas carreras para las que, precisamente, fueron creados.

Destaca que la formación superior no universitaria ha recibido una especial atención por parte de los diferentes países y sus gobiernos, para dotar a las sociedades de profesionales de una preparación suficiente. De este modo, señala que la demanda social de esta clase de profesionales procede, en primer lugar, de los servicios generados por la llamada sociedad del conocimiento. Una segunda serie de demandas, continúa, procede de la Administración Pública en la búsqueda de profesionales capaces de reformarla y, finalmente, hace referencia a las demandas que representan las nuevas necesidades sociales en el campo cultural, sanitario y ambiental.

Asimismo, sostiene que la sociedad del conocimiento y sus manifestaciones en el mundo del trabajo exigen un sistema de educación superior flexible que ofrezca múltiples vías de entrada y salida para sus estudiantes, que se acomode a las variadas necesidades y ritmos de aprendizaje de clientelas cada vez más diversas, que ofrezca educación a lo largo de toda la vida de las personas en el lugar que ellas lo demanden, en la forma en que lo soliciten y en la oportunidad que lo pidan, haciendo posible alternar períodos de estudio con períodos de trabajo, cambiar de oficio o profesión en forma eficiente y agregar nuevos conocimientos y destrezas a las que ya se poseen.

En cuanto a la educación superior chilena, destaca que ha avanzado en los últimos años en la dirección de una mayor adaptación a estos requerimientos, a través, por ejemplo, de la creación y desarrollo de los centros de formación técnica y de los institutos profesionales; de los programas técnicos y de la implementación de los bachilleratos en las universidades; la reducción de la duración de algunas carreras profesionales y el reconocimiento de la experiencia laboral o de estudios previos; la educación a distancia y los esquemas de modularización de programas, transferencia interinstitucional y continuidad de los estudios a un nivel de formación superior.

Sin embargo, señala que estas experiencias siguen siendo excepciones al modo de operación de nuestra educación superior, centrado en la universidad en detrimento de las instituciones no universitarias, orientado a acomodar la demanda por carreras profesionales en perjuicio del desarrollo del sector técnico y caracterizado por planes de formación rígidos, cerrados a transferencias de otras carreras y otras instituciones y con énfasis en las asignaturas profesionales y de especialización por sobre los contenidos de formación general.

Dada la ausencia de una reforma generalizada en estas materias, concluye que nuestra formación profesional es cada vez menos eficaz, menos eficiente y menos orientada al usuario. De este modo, plantea que se está experimentando un agotamiento del modelo profesionalizante en la formación universitaria, lo que se materializa en la imposibilidad práctica de seguir agregando nuevos ramos de especialización al ritmo en que avanza el conocimiento especializado, lo que se suma a la percepción generalizada de los empleadores de no encontrar en los egresados universitarios las competencias generales que requieren. 

En consecuencia, señala que la Universidad debe centrar sus esfuerzos en el desarrollo del ámbito de la formación general y no en estudios profesionalizantes que pueden ser adecuadamente abordados por instituciones de educación superior no universitarios. 

Finalmente, indica que esta formación general busca enseñar a pensar y a aprender, enfatizando el conocimiento amplio que atraviesa varias disciplinas: los métodos matemáticos y experimentales de las ciencias naturales, el análisis histórico y cuantitativo que lleva a la comprensión de la formación y desarrollo de la sociedad moderna, las cumbres del trabajo artístico, y los grandes sistemas filosóficos y religiosos de la humanidad. Para tal efecto, concluye que la actitud a inculcar es la pasión por aprender, la que debe estar basada en una adecuada preparación para continuar aprendiendo durante toda la vida.


El Presidente de la Asociación de Facultades de Medicina de Chile (ASOFAMECH), Decano de la Facultad de Medicina de la Universidad de Concepción, doctor Octavio Enríquez Lorca, al ser consultado por la Comisión de Educación en relación a la presente iniciativa legal de incorporar a algunas profesiones de la salud al conjunto de aquellas cuyo título profesional requiere del grado de licenciado otorgado por una universidad reconocida por el Estado, señaló que en las Facultades de Medicina de ASOFAMECH, las carreras profesionales como KINESIOLOGIA, FONOAUDIOLOGÍA, ENFERMERÍA, OBSTETRICIA Y PUERICULTURA, Y TECNOLOGÍA MÉDICA, son dictadas en 5 (cinco) años y otorgan además del título profesional el grado de licenciado y tienen un plan de estudios coherentes con el grado. También indicó que el cuerpo académico está compuesto en importante proporción por profesores con grados académicos, principalmente magíster.


Formula tres comentarios relevantes sobre este tema:


1.- Expone que en algunas de estas Facultades de Medicina se ofrecen programas de postgrado académico por parte de Departamentos disciplinarios. Por ejemplo, programas de Magíster en Enfermería y Magíster en Salud Reproductiva, y también, en un caso, programa de Doctorado en enfermería (U. de Concepción).


2.- Agrega que también son numerosos los licenciados de estas carreras que se incorporan y completan programas de postgrado como magíster o doctorado en Ciencias Biológicas o Biomédicas en estas universidades.


3.- En las plantas de puestos académicos de los Departamentos o institutos de ciencias biológicas o biomédicas de las universidades de ASOFAMECH son numerosos los docentes que son licenciados de las referidas carreras y poseedores de postgrado académicos, magíster o doctores.


Por otra parte, señala que son numerosos los profesionales de esta naturaleza que se desempeñan exclusivamente en el ámbito asistencial, sin vinculación con el mundo académico.


Agrega que aunque no se ha fijado aún una posición en ASOFAMECH sobre el proyecto de ley en referencia, indica que existe consenso sobre la urgencia de introducir reformas legales tendientes a regular la oferta de educación superior, ya sea de universidades o instituciones profesionales, centrada en la calidad. En este sentido, considera que el proyecto de ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior se apruebe a la brevedad.


Considera oportuno una revisión de la LOCE. 

A continuación, el Jefe de la División de Recursos Humanos del Ministerio de Salud, señor Rodrigo Lavandero, refiriéndose al proyecto de ley en estudio expresa que el Ministerio que representa lo considera relevante para la gestión de los establecimientos de salud, especialmente para los 10.000 trabajadores no médicos que se desempeñan en el sector público. En este sentido, agrega que este Ministerio apoya esta iniciativa legal, fundamentalmente porque ya se aprobó en primer trámite constitucional la exclusividad universitaria de los Obstetras, lo cual podría generar una incomodidad administrativa y técnica con las otras profesiones. Además, señala que este proyecto de ley coincide con la Reforma Sanitaria, ya que ésta exige el rango universitario para acceder a cargos de nivel directivo.

A continuación, hace especial alusión al caso de la carrera de Enfermería, la cual indica que tiene gran incidencia para los hospitales y los consultorios de atención primaria, ya que su currículum tiene un fuerte componente de administración. En consecuencia, este Ministerio apoya su exclusividad universitaria.

Asimismo, manifiesta que el Ministerio entiende que la exclusividad universitaria no garantiza una calidad técnica adecuada. 

Por otra parte, propone la incorporación de un artículo transitorio que proteja a los profesionales que hoy día ingresaron a un Instituto Profesional con la expectativa de ser contratado en un servicio de salud en determinado rango y cargo.

El Honorable Senador señor Fernández consulta sobre las ventajas que traerían aparejadas la exclusividad universitaria para el Ministerio de Salud de todas las carreras mencionadas en este proyecto de ley.

El Jefe de la División de Recursos Humanos del Ministerio de Salud responde que la gran ventaja que vislumbran es un aumento en el programa de estudios de estas carreras de 8 a 10 semestres, lo cual considera podría incidir en un aumento de la calidad en su formación. No obstante, aclara que no han tenido la experiencia de comparar una Enfermera Universitaria con otra de un Instituto Profesional, ya que actualmente no existe ningún instituto que imparta esta carrera.

A continuación, señala que de acuerdo a su criterio la única carrera que requeriría la exclusividad universitaria es la Enfermería, dada las funciones que ejerce en el sector de la salud.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Salud agrega que el objetivo de este proyecto de ley es que todas estas carreras obtengan el Grado de Licenciado, lo que implicaría en la práctica la rendición de un examen de grado, lo cual podría motivar a una elevación en el nivel de formación de estos profesionales.

El Honorable Senador señor Moreno invita al Ejecutivo a pronunciarse sobre las otras carreras aludidas en este proyecto de ley.

El Jefe de la División de Recursos Humanos del Ministerio de Salud responde que es difícil comparar todas estas carreras, porque poseen funciones muy diversas en términos de estructura directiva. No obstante, señala que la exclusividad universitaria de todas ellas podría en cierta forma garantizar una mayor calidad.

El Honorable Senador señor Moreno haciendo referencia a la información proporcionada por ASOFAMECH, consulta sobre las carreras de Nutrición y Terapia Ocupacional.

 El Jefe de la División de Recursos Humanos del Ministerio de Salud responde que la Terapia Ocupacional es una carrera completamente ligada a la salud, porque se encarga de la rehabilitación mental y física de los pacientes hospitalizados. En este sentido, aclara que su función excede el ámbito netamente laboral.

Por su parte, refiriéndose a la Nutrición, señala que esta carrera es impartida por las Universidades y los Institutos Profesionales. Asimismo, agrega que se trata de una profesión muy específica y fundamental en el área de la salud, ya que se encarga de la terapia de enlace.

El Honorable Senador señor Fernández observa que de acuerdo a lo expuesto por el Ministerio de Salud, percibe que éste no cuestiona la capacidad de las personas que se han formado en los Institutos Profesionales. De este modo, entiende que no existe una necesidad del Ministerio de instaurar la exclusividad universitaria.

El Jefe de la División de Recursos Humanos del Ministerio de Salud comenta que en la actualidad existe un escaso porcentaje de funcionarios del sector público formado en los Institutos Profesionales. En este sentido, manifiesta que el Ministerio está realizando una visión prospectiva de la materia.

El Honorable Senador señor Vega llama la atención sobre la falta de maestrías y doctorados en las distintas áreas del conocimiento, lo que incide también el ámbito de la salud.

El Honorable Senador señor Muñoz Barra hace hincapié respecto de la tendencia mundial de acortar la duración de las carreras, lo que se contrapone a las aspiraciones nacionales de aumentar los programas de estudios. A continuación, señala que esta situación traería aparejada consecuencialmente un aumento en el costo de las carreras a nivel de pregrado. Finalmente, aclara que no cuestiona la exclusividad universitaria de las carreras de Obstetricia y de Enfermería.

El Jefe de la División de Recursos Humanos del Ministerio de Salud concuerda con el Honorable Senador señor Vega, con respecto a la escasez de maestrías a nivel nacional y agrega que sólo los Licenciados pueden optar a postgrados.

A continuación, hace referencia a los Tecnólogos Médicos, quienes son los encargados de manejar todos los equipos de última generación que se incorporan a los hospitales. En este sentido, promueve su exclusividad universitaria, ya que ésta les facultaría para optar a las maestrías necesarias para cumplir adecuadamente su función.

Finalmente, concluye que con el Plan Auge, el sector público atenderá a más del 80% de la población y, en consecuencia, sostiene que se requiere de mejores profesionales paramédicos. Por otra parte, agrega que si bien la universidad no garantiza la calidad de sus egresados, sí permite cierto rango de especialización a nivel de postgrado.

Del Colegio de Profesionales de la Salud, la Presidenta del Consejo Nacional del Colegio de Tecnólogos Médicos de Chile, expuso ante la Comisión de Educación señalando que el fundamento de su propuesta se basa en el marco de una política pública, sustentada en tres ejes estratégicos, a saber:

1.- La ética y los valores para el resguardo de los intereses sociales y del bien común.

2.- El resguardo de la calidad de la Educación Superior para incrementar la competitividad entre los profesionales y la calidad de atención en salud para resguardar la fe pública.

3.- Competitividad profesional y los reconocimientos mutuos con países en desarrollo para permitir así la internacionalización, la movilidad profesional, la competitividad, la transferencia tecnológica y la investigación.

Por otra parte, haciendo referencia a los objetivos de la propuesta, indicó que su objetivo general es proteger la salud de la población y resguardar la calidad de la Educación Superior en el marco de la globalización, incorporando todas las profesiones del área de la salud en el artículo 52 de la Ley Orgánica de Constitucional de Enseñanza.

Dentro los objetivos específicos, mencionó:

1.- Resguardar la ética a través de la calidad profesional puesta al servicio de la Salud Pública del país.
2.- Promover las competencias y las oportunidades de desarrollo, y garantizar el cumplimiento de los objetivos de la Reforma de Salud en Chile para la próxima década.

3.- Permitir la investigación en Salud Pública para generar nuevas Políticas Públicas.

4.- Permitir que las políticas públicas de acreditación en la formación profesional garanticen la competitividad y respondan a las reformas del Estado actual y de una sociedad emergente.

5.- Permitir la movilidad profesional, el logro de la transferencia tecnológica, el conocimiento, la investigación y el uso de nuevas tecnologías para mejorar la calidad de vida de la población.

Asimismo, sostuvo que esta propuesta intenta incorporar las consecuencias de la globalización en el área de la salud, con el objeto de responder a la misma, como si fuera una tarea de gran alcance y por ende, multidisciplinaria, especialmente si existe la necesidad urgente de realizar las investigaciones empíricas acompañadas del desarrollo de métodos analíticos. Sólo entonces, se pueden considerar los principios fundamentales de la globalización, tal como se presentan actualmente.

Desde el punto de vista histórico, identifica tres criterios de formulación de las políticas de recursos humanos en los países de la región. El primero, indica que puede denominarse el criterio antiguo, que corresponde a los asuntos generados por un modelo de relaciones laborales estables y con protección basadas en nombramientos de por vida. El segundo, continúa es un criterio nuevo o flexible, asociado con la era de las reformas sectoriales, que responde a un nuevo modelo reglamentario caracterizado por la flexibilidad de las condiciones laborales y de empleo. Por último, hace alusión a un tercer criterio, que considera los retos de la globalización y las nuevas condiciones que surgen de los acuerdos regionales y de libre comercio.

Asimismo, añade que la evolución de la investigación en el mundo ha generado nuevos conocimientos y avances tecnológicos impredecibles, aumentando las exigencias en la formación de nuevas habilidades y competencias tanto académicas como laborales. En este sentido, sostiene que las profesiones de salud no pueden quedar al margen de estos cambios, ya que deben responder a una Salud Pública que incorpore los problemas emergentes, asumiendo los cambios demográficos y la movilidad profesional.

En Chile, señala que las universidades y sus diferentes escuelas han generado nuevos programas de estudio para responder a los problemas de una sociedad en desarrollo, lo que se ha reflejado en el aumentado de los programas de estudio de ocho a diez semestres, para obtener un título universitario y el Grado Académico de Licenciado.

Bajo este contexto, afirma que las universidades estatales y privadas han realizado grandes inversiones en recursos humanos, tecnologías e infraestructura, con el objeto de acoger a los estudiantes de todo el país, que junto a sus familias han realizado grandes esfuerzos para seguir una carrera universitaria que otorgue un título profesional más el Grado de Licenciado.

En cuanto a la especialidad de la Tecnología Médica, indica que ésta se inició en las primeras décadas del siglo pasado, centrándose en la administración de los servicios hospitalarios y en la investigación médica. Sin embargo, agrega que su impacto fue de tal magnitud que rápidamente se debió ampliar a las diferentes especialidades del área de la Salud Pública de nuestro país.

Hace presente que hoy día la Tecnología Médica es una profesión que requiere de la aprobación de un programa de estudio de 5 años, desarrollar una tesis, completar un internado de un semestre académico y rendir un examen de grado final.

Por otra parte, expone que los Tecnólogos Médicos aplican y ejecutan métodos y procedimientos de tipo invasivos en pacientes para su diagnóstico y tratamiento, significando esto un elevado grado de responsabilidad y especialización, lo que se traduce en un gran aporte para la salud de nuestro país.

Asimismo, señala que existen sólo once entidades universitarias que imparten esta carrera, las cuales junto al Colegio de Tecnólogos Médicos de Chile integran la Comisión Nacional Asesora de Acreditación de Pre-grado de Tecnólogos Médicos, organismo regido por el Decreto N° 0119 del 1° de abril del 2003, acogiéndose al proyecto de Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, Programa MECESUP promovido por el MINEDUC. 

Al mismo tiempo, trae a colación la Reforma Sanitaria, en especial hace referencia a la integración de la Comisión de Trabajo de Acreditación del MINSAL, regulada por la Resolución Exenta N° 794, del 15 de Julio de 2003, que acredita el Perfil Profesional Universitario del Tecnólogo Médico, entre otros. Por lo anterior, sostiene que se hace imprescindible la incorporación de la profesión de Tecnólogo Médico a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.
En el marco de una política mundial, hace alusión a los retos de la globalización y a las nuevas condiciones que surgen de los acuerdos internacionales de libre comercio, los cuales generan una nueva dinámica de recursos humanos en el área de la salud, destacando la firma del Memorándum de Entendimiento para la Acreditación y Certificación entre el MERCOSUR, Bolivia y Chile, el cual promueve una educación basada en la formación de valores éticos, la acreditación de la formación profesional a escala nacional e internacional, la incorporación de las nuevas normas para la práctica profesional internacional, la necesidad de asegurar la oportunidad de desarrollo y de normalizar los títulos profesionales .
Asimismo, se refiere al comercio transfronterizo de los servicios en el área de la salud en el marco de los TLC, los cuales han fijado estándares mínimos de reconocimiento mutuo, destacando la acreditación de la escuela o programa en donde se imparte la carrera; la implementación de métodos alternativos de evaluación, como los de certificación profesional; y la fijación de estándares de conducta y sanciones disciplinarias efectivas. 

Luego, sostiene que el área de la salud no ha quedado al margen de este proceso de globalización. Al contrario, señala que este fenómeno ha generado una nueva dinámica en las políticas de los recursos humanos, lo que se ha visualizado en los sistemas que antes respondían a una salud pública de índole curativa, transformándose actualmente en un sistema multidisciplinario preventivo y resolutivo, que requiere de profesionales de mayor especialización.

Por otra parte, argumenta que en Chile las profesiones del área de la salud históricamente se han impartido en las universidades y que todas acceden sin excepción desde la ultima década del siglo pasado al Grado de Licenciado en sus diferentes disciplinas y que pese a los vacíos de actualización y normalización existentes en la ley N° 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza y siguiendo la sana doctrina, hasta ahora no han prosperado iniciativas en el sentido de impartirlas fuera del ámbito universitario, por cuanto la intervención de estas profesiones concierne a un bien superior de la nación, como es la salud de todos los chilenos.

Asimismo, señala que hace más de una década todas las carreras del área de la salud están intentando optar al Grado Académico de Licenciado, sobrepasando la realidad a las estipulaciones de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza en cuanto a reconocerles la condición de disciplinas diferenciadas, en conformidad a lo publicado en el Reglamento General de los Estudios de Pregrado de la Universidad de Chile, contenido en el decreto universitario exento N° 20.584 del año 2000, el que en su artículo 3° establece las concepciones concebidas por la Vicerrectoría de Asuntos Académicos, para que a partir de las mismas, se reconozca el carácter disciplinario de estas profesiones.

Por otra parte, indica que cualquier acción tendiente a formar profesionales con menos competencias que el Grado de Licenciado sería un retroceso en los estándares establecidos en el país, según lo que se desprende de las directrices establecidas en el artículo 24 del Reglamento antes aludido, en el sentido que asegura y promueve la tranversalidad y equivalencia curricular de los programas académicos de las profesiones. 

Al mismo tiempo, indica que en un mundo globalizado como el de hoy existe una cultura alrededor de la calidad en la formación universitaria de postgrado por su directa relación con el grado de desarrollo de los países y que el acceso a grados académicos superiores de Magíster y Doctorado en los profesionales de la salud es una realidad cotidiana en los países más desarrollados del mundo desde su egreso de las instituciones formadoras. En este sentido, enfatiza que nuestra nación no puede abstenerse de realizar esfuerzos en el sentido de estrechar la brecha entre esos niveles de formación y los profesionales de la salud en Chile.

De este modo, señala que la necesidad de un acceso igualitario a la atención en salud de los chilenos requiere formar mejores especialistas y con los más altos estándares para dar respuesta a las desigualdades generadas por las brechas de un ingreso de la población y que el fomento de los profesionales de la salud no universitarios sólo contribuirá a profundizar las diferencias ya existentes, promoviendo una atención inequitativa con profesionales universitarios de primera calidad para los más ricos y de segunda con profesionales no universitarios para los más pobres. 

Además, agrega que el aseguramiento de la formación de la calidad en la educación profesional del área de la salud garantizan el cumplimiento de las políticas sanitarias y mejoran el rendimiento y eficiencia de las acciones profesionales específicas sobre la población, impactando positivamente en la gestión y costo efectividad de todo el sector salud. En consecuencia, sostiene que la modificación propuesta representa en sí misma, un mejoramiento al Sistema de Educación Superior de Chile, porque introduce la normalización de la formación de los profesionales de la Salud al otorgarles el Grado Académico de Licenciado, con directo impacto en la evaluación internacional del capital humano del área de la salud del país.


Por otra parte, agrega que las carreras de Enfermería, Tecnología Médica y Kinesiología han sido impartidas desde sus orígenes por las universidades. No obstante, indica que con la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza estas carreras además comenzaron a ser impartidas por los Institutos Profesionales, ya que éstas no fueron incluidas en el artículo 52 de la ley N° 18.962. 


En relación a las carreras mencionadas en este proyecto de ley, destaca que en la actualidad existen al menos dos niveles distintos de formación profesional respecto a las mismas: el primero, de nivel universitario, impartido únicamente por las Universidades, que otorga el título profesional respectivo y el Grado Académico de Licenciado y, el segundo, de nivel profesional, cuya formación se vincula exclusivamente a los Institutos Profesionales, en los cuales se entrega únicamente el título profesional de técnico.


Por último, bajo este contexto, formula la siguiente propuesta:


1.- Restituir la exclusividad universitaria a los profesionales del área de la salud y


2.- Que los Institutos Profesionales sólo otorguen títulos profesionales de técnicos en la salud a aquellas carreras cuyo programa de estudio dure como mínimo dos años. 


- En votación la idea de legislar en la materia, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Según datos proporcionados por la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, sólo una Institución correspondiente a Instituto Profesional imparte las Carreras de Kinesiología (sin matrícula informada); Enfermería (sin matrícula informada); Nutrición y Dietética (con 88 alumnos) y Tecnología Médica (sin matrícula informada). Dos Instituciones correspondientes a Institutos Profesionales, imparten la Carrera de Obstetricia (con 46 alumnos) y ninguna Institución correspondiente a Instituto Profesional imparte la Carrera de Terapia Ocupacional.


La Moción presentada para el estudio de la Comisión consta de un artículo único, el que a continuación se transcribe:

ARTÍCULO ÚNICO


“Artículo Único.- Agréguense las siguientes letras al artículo 52 de la ley N° 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza:


q) Título de Kinesiólogo: Licenciado en Kinesiología;

r) Título de Fonoaudiólogo: Licenciado en Fonoaudiología;

s) Título de Enfermera: Licenciado en Enfermería;


t) Título de Matrón: Licenciado en Obstetricia y Puericultura;

u) Título de Nutricionista: Licenciado en Nutrición y Dietética;

v) Título de Tecnólogo Médico: Licenciado en Tecnología Médica;

w) Título de Terapeuta Ocupacional: Licenciado en Terapia Ocupacional.”.


La Comisión, acordó introducir enmiendas formales al artículo único pasando éste a ser artículo 1° permanente, en los siguientes términos:
ARTÍCULO 1°


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza:


1.- Reemplázase en la letra p) la expresión “, y” por un punto y coma(;).


2.- Reemplázase el punto final de la letra q) por un punto y coma (;).


3.- Agréguense las siguientes letras al artículo 52 de la ley N° 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza:


r) Título de Kinesiólogo: Licenciado en Kinesiología;


s) Título de Fonoaudiólogo: Licenciado en Fonoaudiología;


t) Título de Enfermera: Licenciado en Enfermería;


u) Título de Matrón: Licenciado en Obstetricia y Puericultura;


v) Título de Nutricionista: Licenciado en Nutrición y Dietética;


w) Título de Tecnólogo Médico: Licenciado en Tecnología Médica, y


x) Título de Terapeuta Ocupacional: Licenciado en Terapia Ocupacional.”.


- En votación el artículo 1° permanente, se aprueba con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.


A continuación, la Comisión acordó introducir los siguientes artículos permanentes y transitorios, nuevos, con la finalidad de que los profesionales del área de la salud indicados en este proyecto, que se encuentran titulados por Institutos Profesionales no se vean perjudicados con la entrada en vigencia de esta ley y que las personas que actualmente detenten alguno de estos títulos otorgado por un Instituto Profesional o los que actualmente se encuentren cursando una de estas carreras tengan los mismos derechos o calidades que aquellos que hayan obtenido su título en una Universidad.


Asimismo, se dispone que las Universidades que impartan estas carreras, deberán establecer planes y programas especiales para quienes hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en dichas especialidades y al título profesional correspondiente.

ARTÍCULO 2°


“Artículo 2°.- Los Institutos Profesionales que imparten las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición, Tecnología Médica y Terapia Educacional, podrán continuar otorgando el título profesional correspondiente.”.


- En votación el artículo 2° permanente, nuevo, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.

ARTÍCULO 3°


“Artículo 3º.- Las Universidades que impartan las carreras mencionadas en el artículo anterior, deberán establecer planes y programas especiales para los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en dichas especialidades y al título profesional correspondiente.”.

· - En votación el artículo 3° permanente, nuevo, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


“Artículo primero transitorio.- Los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales egresados y titulados en Institutos Profesionales y los que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren cursando sus estudios en dichos Institutos, tendrán los mismos derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que cursen sus estudios en Universidades, excepto el grado de licenciado.


Sin perjuicio de los dispuesto en este artículo, quienes deseen optar al grado de licenciado deben cumplir con lo establecido en los artículos permanentes de esta ley.”.


- En votación el artículo primero transitorio, nuevo, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


“Artículo segundo transitorio.- La disposición establecida en el artículo anterior, no se aplicará a la promoción que inicie sus estudios a partir del año 2006.”.


- En votación el artículo segundo transitorio, nuevo, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.

- - - - - -


Como consecuencia de los acuerdos adoptados, el proyecto de ley que vuestra Comisión os propone aprobar es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza:


1.- Reemplázase en la letra p) la expresión “, y” por un punto y coma(;).


2.- Reemplázase el punto final de la letra q) por un punto y coma (;).


3.- Agréguense las siguientes letras al artículo 52 de la ley N° 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza:


r) Título de Kinesiólogo: Licenciado en Kinesiología;

s) Título de Fonoaudiólogo: Licenciado en Fonoaudiología;

t) Título de Enfermera: Licenciado en Enfermería;


u) Título de Matrón: Licenciado en Obstetricia y Puericultura;

v) Título de Nutricionista: Licenciado en Nutrición y Dietética;

w) Título de Tecnólogo Médico: Licenciado en Tecnología Médica, y

x) Título de Terapeuta Ocupacional: Licenciado en Terapia Ocupacional.


Artículo 2°.- Los Institutos Profesionales que imparten las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición, Tecnología Médica y Terapia Educacional, podrán continuar otorgando el título profesional correspondiente.

Artículo 3º.- Las Universidades que impartan las carreras mencionadas en el artículo anterior, deberán establecer planes y programas especiales para los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en dichas especialidades y al título profesional correspondiente.


Artículo primero transitorio.- Los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales egresados y titulados en Institutos Profesionales y los que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren cursando sus estudios en dichos Institutos, tendrán los mismos derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que cursen sus estudios en Universidades, excepto el grado de licenciado.


Sin perjuicio de los dispuesto en este artículo, quienes deseen optar al grado de licenciado deben cumplir con lo establecido en los artículos permanentes de esta ley.


Artículo segundo transitorio.- La disposición establecida en el artículo anterior, no se aplicará a la promoción que inicie sus estudios a partir del año 2006.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 20 de julio, 10, 17, 30 y 31 de agosto de 2005 con la asistencia de los Honorables Senadores señores Rafael Moreno Rojas (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Roberto Muñoz Barra, Augusto Parra Muñoz y Ramón Vega Hidalgo.


Sala de la Comisión, a 31 de agosto de 2005.

(Fdo.):María Isabel Damilano Padilla

Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR FERNÁNDEZ, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A HURTO-FALTA

(3969-07)

Honorable Senado.

1.  Antecedentes 

El 5 de junio de 2004 se promulgó la Ley N° 19.950, que introdujo el art. 494 bis al Código Penal.

Esta ley se originó en una moción de los HH. Diputados Sres. BURGOS, FORNI, JIMÉNEZ, PAYA, SAFFIRIO, URIARTE, WALKER y de la H. Diputada Sra. CUBILLOS, con el expreso propósito de endurecer la pena del hurto-falta y facilitar su persecución penal.

En el texto legal, estos objetivos se tradujeron en los siguientes resultados:

· Rebaja del umbral que distingue entre hurto-falta y hurto simple (delito) a media UTM (antes era 1 UTM).

· Establecimiento de un agravamiento especial de la reincidencia.

· Penalización del hurto-falta, tanto frustrado como tentado.

De esta suerte, el art.  494 bis, introducido en el Código Penal por la Ley N° 19.950 fijó el siguiente texto:

"Artículo 494 bis.- Los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada no pasare de media unidad tributaria mensual.


En caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo.


En los casos en que participen en el hurto individuos mayores de dieciocho años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentada en un grado, si éstos se hubieren prevalido de los menores en la perpetración de la falta.

Se sancionará también la falta frustrada y la tentativa, conforme a las definiciones del artículo 7º.".

El negativo diagnóstico de las consecuencias del denominado “hurto-hormiga”, así como la necesidad de mejores herramientas penales respecto del mismo, fueron ampliamente debatidas y consensuadas, lo que se tradujo en la reforma señalada.  

No obstante, la Corte Suprema, conociendo un recurso de nulidad, resolvió el 20 de Abril de 2005 que, pese al art.  494 bis, el hurto-falta no es punible.  Las razones esgrimidas por la Corte pueden resumirse en que, aun cuando la intención legislativa de la Ley N° 19.950 fue claramente sancionar el hurto frustrado, el art. 494 bis no asigna ninguna penalidad a dicha situación.  A su turno —razona la Corte—, las reglas generales de los arts. 50 y 51 (penalidad de la tentativa y la frustración) no son aplicables, pues ellas sólo se refieren a crímenes y simples delitos, no a faltas.  De esta forma —concluye el máximo tribunal—, hacer punible el hurto-falta frustrado sin que el legislador le haya asignado expresamente una pena, infringiría el principio de legalidad contenido en el art. 19 N°3 inc. 7° de la Constitución Política.

Con posterioridad al fallo de la Corte Suprema, en consecuencia, se ha uniformado en los tribunales la práctica de absolver el hurto-falta frustrado.  Este estado de cosas neutraliza en muy importante medida los objetivos de política criminal perseguidos por la Ley N° 19.950, especialmente considerando que los tribunales, con frecuencia, dan una interpretación amplia al estado de frustración del hurto, llegando en ocasiones a estimarlo frustrado incluso cuando el sujeto es detenido fuera del local, y aun a varias cuadras del mismo.  

Desde el punto de vista de la necesidad de una persecución eficaz, esta situación conduce a un callejón sin salida, pues el hurto es un tipo de infracción que, en general, sólo puede ser perseguida precisamente porque se frustra.  Dicho de otra manera, hay amplia evidencia de que estos delitos, en general, sólo son perseguibles cuando los sujetos son detenidos en flagrancia.  En consecuencia, en el caso del hurto-hormiga siempre se lidia con una falta frustrada.  Actualmente, esto tiene a fiscales, jueces y defensores entrampados en una discusión biznatina respecto de cuándo el delito está consumado (“sonó la alarma, pero no traspasó la puerta”; “traspasó la puerta, pero no alcanzó a salir del local”; “salió del local, pero siempre estuvo bajo persecución y no tenía posibilidad de disponer de la cosa”, etc.).  

Un efecto colateral no menor para el Estado de Derecho es que la aguda falta de respuesta que el sistema exhibe en este momento respecto de este problema incentiva al comercio a no recurrir al sistema de justicia, y arreglar el problema por sus propios medios, con los evidentes riesgos de abuso que ello conlleva.  

Por esta razón, se propone modificar el actual art. 494 bis del Código Penal, sancionando el hurto-falta frustrado.  Para ello, sin embargo, es crucial incentivar cuanto sea posible el procedimiento simplificado inmediato; esto es, favorecer la admisión de responsabilidad por parte de los imputados en la audiencia de control de la detención al día siguiente, según prescribe el art. 393 bis del Código Procesal Penal, procedimiento de uso cotidiano hoy en el nuevo proceso.  De otra manera, la carga de trabajo por concepto de juicios simplificado consumirá recursos de todos los actores.  Por lo tanto, es indispensable enlazar este tema con la modificación que actualmente tramita el Congreso respecto del art. 395 del Código Procesal Penal..  

2.  Propuesta de modificación y fundamentación

2.1.  Texto.  La norma, en definitiva, debería quedar como sigue (el destacado gris señala las modificaciones): 

"Artículo 494 bis.- Los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada no pasare de media unidad tributaria mensual.


En caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo, salvo que el fiscal solicite una pena menor de prisión o multa, o de ambas conjuntamente.  Se entenderá que el imputado es reincidente cuando haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento.  

En los casos en que participen en el hurto individuos mayores de dieciocho años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentada en un grado, si éstos se hubieren prevalido de los menores en la perpetración de la falta.

La falta a que se refiere este artículo se sancionará como consumada desde que esté en estado de tentativa, y serán siempre aplicables los incisos precedentes..
2.2.  Fundamentación.  El texto que se propone obedece a las siguientes consideraciones:

· Sancionar el hurto-falta frustrado como consumado (lo mismo que hace el art. 450 respecto de los robos).  Éste es el sentido de la modificación que se propone en el nuevo inciso final.

· Abrir a los fiscales espacios de negociación para incentivar la admisión de responsabilidad por parte del imputado en la misma audiencia de control de la detención.  En el largo plazo, condenas efectivas obtenidas al día siguiente de cometido el delito envían un mensaje antidelictual más eficaz que penas ligeramente más altas, pero más costosas de obtener, y cuya imposición llega cuando ya nadie está prestando atención.  Éste es el sentido de la modificación que se propone en el inciso segundo.  

· La última frase del inciso segundo —la definición de reincidencia— resuelve la actual indefinición según la cual muchos jueces entienden que sólo hay reincidencia si se cumplió una pena efectiva, por lo que no consideran reincidentes a quienes fueron condenados a pagar multas, ni a quienes recibieron medidas alternativas de la Ley N° 18.216.  Sin embargo, la agravación de la reincidencia debe encontrar su fundamento en la reiteración de la conducta y la consolidación de una carrera delictual, cuestión que no tiene relación con qué pena en concreto se impuso por aquélla, ni de qué manera fue cumplida por el condenado, o si fue cumplida o no.

Por lo expuesto, vengo en presentar el siguiente

Proyecto de Ley

Art. Único:  Modifícase el Código Penal en el siguiente sentido:

1.  En el inciso segundo del artículo 494 bis, sustitúyase el punto seguido por una coma, y agréguese a continuación la frase “salvo que el fiscal solicite una pena menor de prisión o multa, o de ambas conjuntamente.  Se entenderá que el imputado es reincidente cuando haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento.”
2.  En el inciso segundo del artículo 494 bis, trasládese la oración que está a continuación del punto seguido, comenzando por la palabra “En” y terminando con la palabra “falta”, a un nuevo inciso tercero.

3.  Sustitúyase el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente: “La falta a que se refiere este artículo se sancionará como consumada desde que esté en estado de tentativa, y serán siempre aplicables los incisos precedentes”. 

(Fdo.): Sergio Fernández Fernández

Senador
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